
125  Cuadernos y debates

Juan Manuel Barquero Estevan

La funeión del tributo 
en el Estado social 
y democrático 
de Derecho
Prólogo de Juan Ramallo Massanet ^



IV.
<iDe un Estado de impuestos a un Estado de 
tasas?: eapaeidad económica o equivalência

1. Hace ya casi 30 anos, en un conocido trabajo, Carlos Palao se referia al 
"apogeo y crisis" del principio de eapaeidad económica. Rebatia entonces con 
singular contundência las construcciones dogmáticas que se habian esforza- 
do en dotar a este principio de un contenido sustantivo. Para Palao, sin embar­
go, el principio de eapaeidad económica no seria sino una concreta manifes- 
tación, en materia tributaria, dei principio de igualdad (en lugar de una medi­
da o critério material para valorar la igualdad), de ahí que considerase inne- 
cesaría su recepción en los textos constitucionales, Y tendria, por ello, su 
misma estruetura; seria, pues, un critério formal, reconducible a la idea de 
prohibición de la arbitrariedad (en el sentido dado al principio por Leibholz)’33.

133.Carlos Palao Taboada. "Apogeo y crisis del principio de eapaeidad contributiva", 
en AA.W., Estúdios en Homenaje o Federico de Castro, vol. II, Instituto Nacional 
de Estúdios Juridicos-Tecnos. Madrid 1976, pp. 442 ss. Para el autor, de acuer- 
do con ese critério formal, no todas las modulaeiones de gravamen que se rea- 
lizaran por razones ajenas a la distinta eapaeidad de los sujetos serian contra­
rias al principio, sino sólo aquellas que debieran reputarse arbitrarias, por care­
cer de toda justificación razonable. También seria arbitrário desconocer to ta l­
mente la riqueza como critério para establecer o modular el gravamen, idea (la 
de la modulación de acuerdo con la rigueza) que constituiria una de las estruc- 
turas lógico objetivas que conforman la naturaleza de la cosa. Tesis que, a ju i- 
cio dei autor, y dejando a un lado cuál sea exactamente la relación entre este 
principio y el de igualdad, no estaria muy lejos de la que mantiene nuestro TC, 
que, en efecto, no sólo establece la conexión con el principio de igualdad. sino 
también rechaza que la eapaeidad económica sea el único critério de justicia 
en la imposición (ya desde la Sentencia 27/1981). Asi lo afirma más reeiente- 
mente en "Los princípios de eapaeidad económica e igualdad en la jurispru­
dência dei Tribunal Constitucional", FIEDF, núm. 88 (1995), pp. 629 ss.

No es este el lugar para discutir, con la profundidad que ello requeriria, la bri- 
llante construcción de Palao. No ocultaré, sin embargo, que soy más bien
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Hoy, observando la evolueión experimentada desde entonces, podría 
hablarse, en cierto sentido, de "rehabilitación y debilitamiento" de ese 
principio. Por un lado, con el desarrollo dei Estado social, y la generaliza- 
ción en la conciencia colectiva dei carácter inexcusable de determinados 
servicios públicos, los sistemas tributários experimentaron una acusada 
evolueión hacia la financiación de tales servicios mediante impuestos, que 
sustituyeron progresivamente a las tasas134. Y el principio de capacidad 
económica ha continuado y continua ocupando un lugar central en las 
construcciones teóricas como principio de justicia tributaria, lo que en 
nuestro pais viene en buena medida propiciado por su expreso reconoei- 
miento constitucional, y como principio no meramente formal, sino dotado 
de un cierto contenido material115. Pero, por otro lado, parece que asisti-

partidario de entender la capacidad económica como un critério para valorar la 
igualdad en materia tributaria, un critério dotado de un cierto contenido mate­
rial, no obsfonfe su indudable vaguedad (cualidad que no es exclusiva de este 
principio, sino una característica habitual de este tipo de enunciados normati­
vos; a titulo de mero ejemplo, cfr. M. Atienza/J. Ruiz Manero, ias piezas dei Dcre- 
cho. Teoria de los enunciados jurídicos, Ariel, Barcelona 1996. p. 5). O, si se quie- 
re. como una manifestación concreta dei principio de igualdad cuya particula- 
ridad seria justamente incorporar un critério concreto, y material, pese a su 
indudable vaguedad, de igualdad. Una u otra explicación me parecen acepta- 
bles, y son compatibles con el hecho de que el principio -com o ha destacado 
Palao- se comporte, especialmente en su función negativa, siguiendo el esque­
ma dei principio de igualdad formal (prohibidón de la arbitrariedad), no exclu- 
yendo toda medida tributaria extrana a la exigencia de modular el tributo según 
la capacidad económica, sino sólo aquellas arbitrarias por carecer de justifica- 
ción razonable. Aunque conviene destacar que el principio de capacidad econó­
mica no sólo cumple esa función negativa (a la que se reduce, a mi modo de ver, 
la concepción de Palao, como se observa claramente en algunos pasajes del pri­
mer trabajo citado, p.ej., p. 419, particularmente en el final de la nota 131), sino 
también una positiva, en cuanto principio ordenador y critério interpretativo de 
todo el sistema tributário, no sólo en sus aspectos estructurales sino también en 
los funcionales. Sobre estas dos funciones de los princípios constitucionales, la 
prevalência de la función negativa sobre ia positiva, justamente por el carácter 
abierto de aquéllos, y la especial dificultad de esa función positiva en el âmbi­
to tributário, vid. sintéticamente Rodríguez Bereijo. "Los princípios...'’, p. 596.

134. Lo destaco en su momento, siguiendo a César Albinana, Carmelo Lozano Serra­
no, "La financiación de servicios públicos mediante tasas: cuestiones", Crnúm. 
43 (1982), p. 296.

135. Por paradigmática puede tenerse la construcción de Klaus Tipke, en Die Steue- 
rrechtsordnung, vol I, § 10. Entre nosotros. recientemente, sigue una línea simi­
lar, muy influenciada por la doctrina de Tipke, Pedro Manuel HERRERA M olina, 
Capacidad econômica y sistema fiscal: anàlisis dei ordenamiento espanoI a la 
luz dei derecho alemán, Marcial Pons, Madrid 1998.

8 0



mos a un importante debilitamiento de ese principio en el aspecto de su 
realization práctica, que se pone de manifiesto, paradigmáticamente, en la 
figura del impuesto personal sobre la renta de las personas físicas, cuya 
adecuación a este principio y en general a los princípios de justicia tribu­
taria se ve en entredicho por factores diversos. De entre ellos, cabe desta­
car el elevado Índice de defraudación o de elusion, en buena medida rela­
cionado con la deslocalización de rentas que permite el régimen de liber- 
tad de movimiento de capitales, con la consiguiente perdida de generali- 
dad dei impuesto. Como se debe aludir también a la evidente perdida de 
igualdad que se produce al introducirse un tratamiento diferenciado según 
las fuentes de renta, rompiéndose así el carácter sintético dei impuesto, en 
virtud dei cual se privilegia a las rentas dei capital (en sentido amplio), 
como consecuencia de la competência fiscal a que se ven abocados los 
Estados con la finalidad de atraer capitales, en el contexto actual de glo- 
balización económica136. V también se pone de manifiesto con la tendencia 
(inversa a la descrita arriba) que parece percibirse en los últimos anos, de 
un cierto desplazamiento de las fuentes de ingreso fundamentales dei 
Estado, en virtud dei cual la financiación a través de impuestos personales 
sobre la renta experimentaria una cierta recesión, que se vería acompana- I 
da de un incremento de la financiación a través de otro tipo de recursos ! 
tributários, principalmente los impuestos indirectos, pero también otros 
calificados al menos formalmente como tasas137.

136. Es un fenómeno de sobra conocido y sobre el que existe una abundante litera­
tura. Puede verse, por ejemplo, Reuven S. Avi-Yonah, "Globalization, tax com­
petition, and the fiscal crisis of the Welfare State", en Harvard Law Review, 
núm. 7 de mayo de 2000, pp. 1573 ss. Hay que destacar las distintas medidas 
adoptadas por diversas instituciones internacionales, como la OCOE, o por la 
Union Europea, dirigidas a erradicar la Mamada "competência fiscal perjudi- 
cial", ampliamente comentadas por Ascension Maldonado García-Verdjgo, 
"Ejercicios sobre competência fiscal perjudicial en el seno de la Union Europea 
y de la OCDE: semejanzas y diferencias", en CT núm. 97 (2001), pp. 37-60,

137. Es preciso aclarar que, de momento, son fundamentalmente los impuestos indi­
rectos los que asumen un peso más relevante por comparación con los impues­
tos directos, lo que Ilevaria aparejada una disminuciòn de la progresividad dei ’ 
sistema. Los datos oficiales de la Secretaria de Estado de Presupuestos y Gas­
tos (página Web del ME) sobre ejecución presupuestaria de los ejercicios 1999- 
2000 (Situación por capítulos hasta el 31 de diciembre de 2000) confirman esa 
evolución, pero también el mantenimiento e incluso el crecimiento de la impo- 
sición directa, sin duda asociada al buen funcionamiento de la economia. 
Durante el ejercicio de 1999 se recaudaron por impuestos directos 7.532.574 
millones de pesetas, de los cuales 4.845.282 millones correspondieron al IRPF. 
Mientras, la imposición indirecta permitió una recaudación de 7.895.584 millo­
nes de pesetas (más que la directa). Por tasas, precios públicos y otros se
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2. Esa evolución (la perdida relativa de importância de los impuestos per­
sonales sobre la renta) se produce en un contexto algo más amplio y com- 
plejo, de trasfondo evidentemente ideológico, y que da lugar a un debate 
en el que se mezclan argumentos de muy diverso orden; razones de orden 
económico, con otras de carácter valorativo y engarce jurídico constitucio­
nal. Asi, por ejemplo, se postula (y se lleva a la práctica) la reducción de los 
impuestos personales sobre la Renta por los efectos perniciosos que los 
tipos marginales muy elevados producen sobre la economia (desincentiva- 
ción de la actividad económica y dei ahorro) e incluso sobre la posibilidad 
misma de conseguir la justicia fiscal (estímulo a la elusión fiscal y dismi- 
nución dei circulo de sujetos que soportan la imposición), alegando además 
que la reducción no tiene porque llevar finalmente a una disminución dei 
producto recaudado por el impuesto'3“. Se retoma, incluso, la idea de un 
Impuesto sobre la Renta con un tipo único, afirmando que ello no signifi­
ca necesariamente una perdida de progresividad dei sistema, cuando es 
notorio que en un Impuesto de ese tipo la progresividad (consecuencia dei 
minimo exento) es necesariamente limitada. Por otro lado, reiteradamente 
se nos recuerda que el sistema de seguridad social parece abocado a la 
quiebra, y se anuncia la necesidad de su corrección, al tiempo que se insis­
te en la conveniência de potenciar sistemas complementarios de previsión 
social130. Y, en fin, se insiste en la necesidad de controlar el gasto público 
y, sobre todo, el déficit público, lo que se ha traducido en medidas norma-

recaudaron 409.640 millones de pesetas. Durante el ejercicio dei 2000 se per- 
cibe una importante elevación de la recaudación por impuestos directos 
(8.433.475 millones de pesetas, de los que 5.256.921 corresponden al IRPF), 
que se acompana de un incremento también notable de la recaudación por 
impuestos indirectos (8.480.876 millones de pesetas). La recaudación por tasas, 
precios públicos y otros, sin embargo, baja (293.840 millones de pesetas).

138. A título de simple ejemplo. vid. lo que en 1990 senalaba Emilio Aib i, "La refor­
ma fiscal", en E. Albi (dir. y coord.). La Hacienda pública en la democracia. Está­
dios en homenoje al profesor Enrique Fuentes Quintana, Ariel, Barcelona 1990, 
especialmente pp. 47,48.

139. Asi, por ejemplo, el 14 de diciembre de 2000, en el diário El Pais |p. 66) se da 
noticia de la comparecencia del Director del Servicio de Estúdios dei Banco de 
Espana, José Luis Maio de Molina, que habla de la necesidad de establecer un 
sistema mixto de pensiones, en el que los seguros públicos se complementen 
con planes privados, en la linea de lo que, por las mismas fechas, se estaba pos­
tulando en Alemania por la coalición rojiverde en el gobierno (se proponia un 
sistema mixto; las pensiones se reducirian del actual 70% del salario percibido 
al 64%, lo que se compensaria con seguros privados financiados parcialmente 
por el Estado) como se informa en el mismo diário "El País", de 15 de noviem- 
bre de 2000 (p.67).
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tivas concretas, tanto en el Derecho comunitário como en el ordenamien- 
to interno140. Frente a estos argumentos se oponen otros relativos a la 
igualdad de oportunidades, a la solidaridad, etc.

El panorama que se describe, por otra parte, no parece ser exclusivo de 
nuestro pais, sino que más bien parece que constituye una tendencia com­
partida en al menos parte de los paises que se apoyan en sistemas de la Ma­
mada economia dei bienestar, y que se encuentra estrechamente relaciona­
da con algunos otros fenómenos a los que ya se ha hecho referencia, parti­
cularmente con la "crisis fiscal dei Estado" y, de manera más general, de la 
"crisis dei Estado social". Es indudable, en efecto, la conexión entre las ten­
dências aludidas y las criticas conservadoras dei Estado social y, concreta­
mente, las que provienen de la que se ha Mamado la “nueva economia"141.

3. De este entramado de problemas me interesa especialmente uno, que 
afecta muy directamente a nuestra disciplina: el de si, en la financiación 
de los gastos públicos, se debe optar por una financiación basada en ingre- 
sos tributários (más concretamente, los impositivos) articulados sobre la 
idea de la contribución conforme a la capacidad económica, o bien por un 
sistema más apoyado en ingresos (tributários o no) que respondan funda­
mentalmente a otro tipo de principios, cercanos a la idea de la equivalên­
cia o contraprestación: tasas, contribuciones especiales, precios públicos o 
incluso precios privados.

Este debate, de connotaciones ideológicas evidentes y de trascendencia 
politica indudable, se encontraba en el trasfondo de la Ley de Tasas y 
Precios públicos que introdujo en nuestro ordenamiento la figura de los 
precios públicos142. Y es un debate que se plantea también con fuerza en 
Alemania, como lo muestra la publicación reciente de un libro, en la 
Colección de Estúdios interdisciplinares de Derecho y Estado 
(Interdisziplinäre Studien zu Recht und Staat), en el que se recogen los 
resultados de un grupo de trabajo integrado por hacendistas y juristas y 
organizado por iniciativa de la dirección dei Centro de investigación inter- 
disciplinar de la Universidad de Bielefeld, sobre el tema "De un Estado 
impositivo a un Estado de tasas"143.

140.Vid„ en la Introducción, las notas al pie números 1B y 19.

141 Sobre todo esto me remito a la Introducción de este libro. En concreto, sobre 
las criticas conservadoras de la nueva economia, vid. nota al pie número 10.

142. Asi lo ha destacado Juan Ramallo, "Tasas, precios públicos y precios privados 
(hacia un concepto constitucional de tributo)", REDFnúm. 90 (1996), p. 240.

143. LITE Sacksofsky/Joachim W ieland (Eds.), Vom Steuerstaot zum Gebührenstaat. 
Nomos, Baden-Baden, 2000.
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4. Lo que se plantea, obviamente, no es sino una manifestación de la 
vieja euestión dei reparto de las cargas públicas (previa determinación de 
qué cargas tienen ese carácter, por tener su origen en bienes o servicios 
públicos o colectivos, y cuáles, por el contrario, se consideran privadas), 
como también lo era el problema de la empresa pública, y como también 
lo son algunas otras cuyo paralelismo con el problema aqui apuntado son 
si cabe más acusadas. Asi, por ejemplo, cuando se discute sobre si la 
Seguridad Social debe (dejar de) subvencionar determinados medicamen­
tos, o si debe hacerse cargo de determinados tratamientos odontológicos, 
o de según qué operaciones de cirugia estética o de cambio de sexo, la 
euestión es si el coste de aquéllos se socializa y se asume por la colectivi- 
dad o se considera como un gasto que debe asumir cada ciudadano indi­
vidualmente'44. Es fácil advertir que el fondo dei problema no difiere en lo 
sustancial dei que aqui se plantea. La euestión, en ambos casos, es si el 
coste de determinados bienes o servicios a los ciudadanos es objeto de 
socialización o asunción colectiva (ya sea por la via de no exigir prestación 
por un servicio prestado directa o indirectamente por el Estado, ya por la 
de subvencionar bienes o servicios ofertados por el sector privado) o se 
asume individualmente por los ciudadanos (aI exigirse la tasa o prestación 
pública que corresponda o al no subvencionarse, lo que implica -en este 
último caso- que se considera su coste como una carga privada, y no 
pública).

Conviene, no obstante, distinguir claramente los dos tipos de problemas 
que en estos casos aparecen implicados. El primero radica en determinar si 
determinados bienes o servicios se consideran públicos y, consiguiente- 
mente, se proveen por los entes públicos, directa o indirectamente, gene- 
rando un gasto público. En este momento ya está implícita la euestión de 
la socialización o no de determinados gastos: la decisión de que un bien no 
se provea (ni tampoco se subvencione) por el sector público implica que su 
coste es un coste privado que debe asumirse individualmente. Si, por el 
contrario, se opta por la provisión pública de determinados bienes, eIlo no
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144.Las prestaeiones y servicios de asistencia sanitaria incluídas en la acción pro- 
tectora de la seguridad social tienen la consideración de prestaeiones no con- 
tributivas, y por tanto, no se financian mediante cotizaciones, sino mediante 
aportaciones dei Estado al Presupuesto de la Seguridad Social o. en caso de 
haberse transferido tales servicios a las CCAA (lo que afecta ya a todas las 
CCAA), conforme al sistema de financiación autonômica vigente en cada 
momento (art.86.2 de TRLGSS, y art.82 de la Ley General de Sanidad, en la 
redacción dada a estos dos articulos por la Ley 21/2001. de 27 de diciembre; 
arts. 68 y 69). Más adelante se insistirá sobre esta euestión.
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implica todavia la asunción colectiva dei coste, lo que depende de cómo se 
reparta este coste entre los ciudadanos; si se hace conforme a critérios de 
capacidad económica, se puede hablar de asunción colectiva; si, por el con­
trario, se hace según critérios de equivalência, parece más correcto hablar 
de asunción individual.

5. Se trata, además, de un problema de marcado carácter interdisciplinar, 
en el que las razones jurídicas concurren en ese plano con otras de carác­
ter económico y político, siendo precisa la toma en consideración de todas 
ellas para adoptar decisiones adecuadas. Es de destacar, en este sentido, 
que la adscripción de los participantes en el debate a la rama de la Ciência 
económica o al Derecho público no só lo determina diferentes enfoques, 
sino que implica frecuentemente soluciones también diversas, en buena 
medida condicionadas por tales enfoques. Asi. por ejemplo, los economis­
tas, sin perjuicio de otras perspectivas (como la de la equidad), prestan una 
muy especial atención al análisis de la eficiência en la provisión de bienes 
y servicios públicos, asi como al de la necesaria adecuación de tal provisión 
a las preferencias individuales de los ciudadanos145. Y, desde esa perspecti-

145.Se trata de dos cuestiones estrechamente relacionadas entre si, toda vez que 
esa adecuación se considera una condición para una dotación eficiente de bie­
nes públicos, cuando no se afirma directamente que esa dotación eficiente es 
la que resulta de tales preferencias individuales. No obstante, la adecuación a 
las preferencias individuales no se afirma sólo por razones de eficiência, sino 
también por otras de carácter moral o político, ligadas a una vision contrac- 
tualista dei Estado (como sucede entre los teóricos politicos que en el siglo XVII 
aceptaron los postulados dei principio, como Grocio, Pufendorf o Hobbes -c fr. 
Richard. A. M usgrave, Teoria de la Hacienda público, trad, espanola de la edí- 
ción inglesa de 1959, a cargo de J.M. Lozano Irueste, Aguilar, 1' reimpresión, 
Madrid 1969, pp. 65 ss-, o, en la actualidad. en la escuela de la Public Choice 
— vid., por ejemplo, Brennan/Buchanan, La razón de las normas, ya citada-). En 
cualquier caso: predomina la tesis individualista en el análisis de la determi- 
nación de las necesidades colectivas, según la cual dichas necesidades, como 
las privadas, forman parte de la escala de preferencias del indivíduo, y es pre­
ciso ajustar los procedimientos (politicos) de elección de esas necesidades de 
tal forma que la decision se acomode en la mayor medida posible a esas pre­
ferencias individuales, materializando la "soberania del consumidor" de bienes 
públicos. Esta perspectiva, por ejemplo, es la que adopta Musgrave (Teoria de 
la Hacienda pública, citada), estrechamente influido en este punto por los teóri­
cos europeos -austríacos, italianos y suecos- del marginalismo y de la teoria 
subjetiva del valor (Sax, de Vm de Marco, W icksell). Cfr. Fernando Sàinz de Bujan- 
da, Sistema de Derecho Tinanciero, I, volumen primero, Madrid 1977, p. 75 y nota 
55. Para Musgrave, en efecto. el proceso politico, que sustituye al mecanismo de 
mercado para regular la provisión de bienes públicos, debe ordenarse de tal
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va, se tiende a afirmar la mayor idoneidad de los tributos basados en el 
principio de equivalência (o del beneficio), llegándose a postular en algún 
caso una modificación radical de los sistemas tributários, según la cual 
éstos deberían apoyarse en mucha mayor medida que ahora en tributos 
causales146. Frente a ello, cuando los juristas abordan este problema lo

forma que permita dar efectividad a las evaluaciones individuales, con la 
excepción de los Mamados ’’bienes preferentes" [merit wonfs), respecto de los 
cuales el proceso político busca justamente interferir en las preferencias indi­
viduales [Teoria..., pp. 13-15). También destaca, desde la perspectiva apuntada, 
la corriente de la "Public Choice" (Buchanan, Tullock, Brennan), cuya principal 
preocupación se centra justamente en el análisis de los procesos de elección de 
los bienes públicos, desde la perspectiva de la adecuación de tales decisiones 
a las preferencias individuales de los ciudadanos, enlazando de esta manera 
con algunos de los autores dásicos ya citados, y particularmente con Knut 
Wickseu, a cuya obra prestan atención preferente. Vid.. por ejemplo, Buchanan, 
ia  Hocienda pública cn un proceso democrático, ya citada.

146.Subrayan esta tendencia entre algunos economistas a favorecer los tributos 
causales frente a los impositivos, por considerar que ello redundaria en un 
incremento de la eficiência en la producción de prestaciones públicas, y favo­
receria una mejor toma en consideración de las preferencias de los ciudadanos, 
Lite Sacksofsky y Joachim Wieland, en el Prólogo dei libro, recién citado, Vom 
Steuerstaat zum Gebührenstaat, p. 7. Esa bondad dei principio de equivalência 
o dei beneficio para conseguir una mejor adecuación en la provisión de servi­
dos públicos a las preferencias individuales fue destacada por autores clàsicos 
defensores de aquél, como Sax, de Viu de Marco, W ickseli o Lindahl (cfr., la 
exposición de Musgrave, Teoria..., pp. 70 ss.). En la actualidad. destacan en esa 
linea los teóricos de la "Public Choice", a los que ya se ha hecho referencia. Asi, 
en el manual de Buchanan y Flowers, se observa que el principio de capacidad 
económica, a lo sumo, puede ofrecer critérios vagos sobre cómo repartir la 
carga tributaria, pero no resulta de utilidad para fijar el monto total al que 
deberia ascender el gasto público, mientras que el principio dei beneficio 
(benefit principie), en una de sus versiones (la dei beneficio marginal), si podría 
ser de utilidad, al menos como instrumento analitico, en este âmbito, al conec­
tar claramente los aspectos dei gasto y dei ingreso. Lo que sucede -para estos 
autores- es que los actuales sistemas fiscales no responden a ese esquema, y 
que de hecho resulta harto complicado tecnicamente trasladar este principio a 
la imposición, teniendo en cuenta las estrueturas de la realidad. Sólo queda, 
como critério aproximativo, la renta, como indicio dei beneficio marginal que 
los sujetos obtienen de los gastos públicos (pero adviértase que, al dar este 
paso, la idea de beneficio tiende a confundirse con la de capacidad contributi- 
va. en una forma similar a como sucedia en algunas formulaciones de este ú lti­
mo. como la de Griziotti). Quedan determinados âmbitos, sin embargo, donde 
el principio puede operar, como en determinados impuestos especiales, tasas, 
etc. James M. Buchanan/ Marilyn R. Flowers, The public finances. An Introduc- 
tory textbook, 5J ed., Richard Irwin Inc., 1980, pp. 106-112. Sus propuestas
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hacen fundamentalmente desde la perspectiva de la justicia en el reparto 
de las cargas tributarias (cuestión que, como es notorio, también ha ocu­
pado y sigue ocupando a los economistas, y los filósofos políticos'47), con-
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principales, a la vista de esas dificuItades, van finalmente en otra línea, que es 
la de postular limitaciones al poder impositivo de los gobiernos (vid. supra, 
nota al pie número 18). También destaca la idoneidad dei principio dei benefi­
cio desde esa perspectiva, pero advirtiendo igualmente su limitado âmbito de 
aplicación y su insuficiência desde la perspectiva de las funciones de distribu- 
ción y estabilización, Musgrave, Teoria..., pp. 64; o en Richard A. 
MusGRAVE/Peggy B. Musgrave, Hacienda pública teórica y aplicada, trad, espa- 
hola de Lozano Irueste, IEF 1986, pp. 335-341.0tros autores, desde postulados 
similares, proponen un cambio en los sistemas tributários, para ajustarlos en 
mayor medida al principio de equivalência. Es el caso, por ejemplo, de GROSSE- 
KErriER, cuya tesis se expondrá en las páginas siguientes.

147 El problema dei reparto de las cargas tributarias y, concretamente, de las imposi- 
tivas, ha sido un tema fundamental y tradicional de la Hacienda pública, asi como 
también de la filosofia política. Entre los filósofos, vid., por ejemplo, el recientísi- 
mo trabajo de Liam MuRPHY/Thomas Nagel, The mith ofownerschip: taxes and jus­
tice, dei que por el momento sólo se han hecho públicos algunos extractos, en la 
página Web: http://www.law.nyu.edu/clppt/program2001/readings/index.html. 
Entre los economistas, el problema, en un principio, se planteaba fundamen­
talmente en relación con los impuestos, toda vez que se partia de la premisa 
de que el coste de las necesidades públicas divisibles debia cubrirse con tasas, 
precios y contribuciones especiales (que se repartian de acuerdo con el crité­
rio dei beneficio individual obtenido o dei coste particular necesario para la 
prestación), y que el ímpuesto procedia para cubrir necesidades comunes a 
todos e indivisibles, o bien aquellas partes no divisibles de aquellos servicios 
sólo parcialmente divisibles (asi, por ejemplo, aunque rehuyendo usar el térmi­
no tasa, Luigi Einaudi, Princípios de Hacienda pública, 4' edición de la traduc- 
ción espanola, Aguilar 1955, pp. 6, 7) . Es respecto dei impuesto, es decir, res- 
pecto dei reparto de los gastos públicos indivisibles, donde se planteaba de 
manera más acuciante el problema de su ‘'justo" reparto, y para su resolución 
fueron apareciendo teorias que proponían distintos critérios, de entre las cua- 
les las más relevantes serían, por un lado, la teoria de la equivalência, o dei 
beneficio (benefit principle), que constituía una tentativa de trasladar al campo 
de los impuestos los critérios que informan los tributos causales (Einaudi, Pin- 
cipios..., p. 87) y, por otro, la teoria de las facultades o de la capacidad, estre- 
chamente vinculada en su evolución original a la idea de igualdad de sacrifício 
(vid. E.R.A. Seugvan, El impuesto progresivo en lo teoria y en la próctico, trad, 
espanola de la 23 ed. inglesa, Madrid 1913, pp. 241 ss.), y que seria el antece­
dente del principio de capacidad económica o capacidad de contribuir Sobre 
las diferentes teorias e interpretaciones de uno y otro principio, entre econo­
mistas y filósofos politicos, vid. Musgrave, Teoria..., capítulos 4 y 5; sobre la 
évolution del concepto de capacidad contributiva, de forma exhaustive, Emilio 
Giardina, Le base teoriche dei principio della capacita contributiva, Giuffrè, 
Milán 1961. especialmente los capítulos I, II, V y VI.
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siderada aisladamente respecto de la cuestión de la determinaciòn de los 
bienes y servidos públicos y su eoste. O bien se acercan al mismo desde la 
perspectiva de la necesidad de garantizar las prestaciones sociales básicas, 
de acuerdo con la conciencia social imperarte, como reclamar los ordena- 
mientos constitucionales que acogen la cláusula de Estado social. Ello les 
lleva a formulaciones tales como la dei "principio de Estado impositivo", 
que se afirma como un principio estructural dei Estado constitucional ale- 
mán, que supondría un limite al uso de los tributos "causales". 0, como 
sucede en nuestro âmbito, lleva al intento de construir un concepto cons­
titucional de tributo regido en todo caso por el principio de capacidad eco­
nómica. Se busca, asi, consolidar la preferencia, frente al principio de equi­
valência, dei principio de capacidad económica, principio que se aplicaria 
en cualquier caso a todas las figuras calificadas por el legislador como tr i­
butos (impuestos, tasas o contribuciones especiales), por decisión consti- 
tuyente (31.1 CE)Ma.

Por razones obvias, sin embargo, no se puede abordar aqui un análisis de 
la cuestión desde todas esas perspectivas. La que va a orientar este estú­
dio es fundamentalmente jurídica, sin perjuicio de que se puedan tener en 
consideración argumentos de otro orden. Para ello se va a recurrir a un 
método expositivo que implica un cierto sacrificio desde el punto de vista 
dei rigor metodológico, con el objeto de dotar a la exposición de un cierto 
tono dialéctico y hacerla, al propio tiempo, más fluida. Dicho método con­
siste en tomar como punto de partida aquellas concepciones que dan más 
pie a la discusión, que son justamente las aportadas por aquellos de entre 
los economistas que sostienen la conveniência de una financiación basada 
fundamentalmente en tributos guiados por el principio de equivalência. No

l.ii ‘ l in io!' rlçl Tabulo cn e! csiann Sn: ó. y Df*mo;:rdtico do Detccna

148.En la literatura más reciente, retoma esta cuestión (que en su momento se dis- 
cutiera en Alemania: cfr. ZORNOZA, "Proyecto docente", p. 192), Juan Ramallo 
Massaneí, "Hacia un concepto constitucional de tributo", en AA.W., Temospen- 
dientes de Derecho tributário, Cedecs, Barcelona 1997, p. 34. La propuesta de 
extender la vigência de los princípios del art.31.1 CE y, concretamente, dei prin­
cipio de capacidad económica, a todas las figuras que quepa calificar de tribu­
to, según ese concepto material, se encuenlra en C. Lozano Serrano, "Las pres­
taciones patrimoniales públicas en la financiación dei gasto público," REDF, 
núm. 97 (1998), p. 44; o A. Martín Jimenez, "Notas sobre el concepto constitu­
cional de tributo en la jurisprudência reciente dei TC", REDF, núm. 106 (2000), 
pp. 181 ss. Se muestra critico con este intento de construir un concepto cons­
titucional de tributo, y particularmente con la pretension de aplicar el principio 
de capacidad económica a todas cuantas figuras se pudieran reconducir a él, 
Carlos Palao Taboada, en su contribución al libro homenaje a Kruse, publicada 
también en castellano, "Preeios públicos: Una nueva figura de ingresos públicos 
en el Derecho Tributário espanol", REDF, núm. 111 (2001), pp. 457-459.
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lo ha ré, sin embargo, de forma sistemática, sino ejemplificativa, a través de 
la posición de uno de sus más decididos defensores: Heinz Grossekettler.

1. Las razones de un economista a favor de una financiación

BASADA FUNDAMENTALMENTE EN EL PRINCIPIO DE EQUIVALÊNCIA

En su trabajo "Steuerstaat versus Gebührenstaat. Vor- und Nachteile"149, 
Grossekettler haee una propuesta de financiación a través de tributos cau­
sales que deberia extenderse a la práctica totalidad de las tareas estatales, 
restando únicamente un reducido núcleo de ellas que exigirian el manteni- 
miento de un sistema de impuestos y transferencias, por lo que ese siste­
ma tendria unas dimensiones muy inferiores a los actuales, y serian tam- 
bién más reducidos sus costes suplementarios150.

Comienza a exponer su tesis con la denuncia de un prejuicio comûn: el 
de que determinadas tareas estatales, como las prestaciones administrati­
vas generales (p. ej. policia) o la generación de infraestructuras, solo pue- 
den ser financiadas a través de impuestos y que, en consecuencia, estos 
últimos deben constituir, por razones técnicas, la fuente de recursos fun­
damental dei Estado. A partir de ahi, désarroi la su tesis en dos fases, a las 
que sigue una tercera que sirve de cierre. En la primera de esas fases (A), 
tras explicitar los conceptos de tasa y contribución especial adecuados a su 
teoria, se propone demostrar lo errado de ese prejuicio, y lo hace expo- 
niendo la manera en que podria articularse un sistema de financiación dis­
tinto, basado prioritariamente en prestaciones regidas por la idea de con- 
traprestación o equivalência. En una segunda fase (B), sostendrá, con argu­
mentos diversos, que esa formula de financiación présenta importantes 
ventajas frente a otras en las que prime la imposición de acuerdo con cri­
térios de capacidad económica. Por último, y a modo de cierre (C), el autor 
dedica un apartado a las tareas estatales para las que seguiria siendo nece- 
sario recurrir a la imposición.

(A) El primer paso en la presentación de su sistema lo constituye la acla- 
ración de los conceptos de tasa y contribución especial que maneja, que 
difieren en gran medida de su concepto jurídico, tanto en el ordenamiento 
alemán como en el nuestro y, sobre todo, en la aclaración de los supuestos 
en que se debe recurrir a una u otra figura en atención a la función que 
cumplen dentro de su modelo teórico.

149. En la obra colcctiva. ya citada. Sacksofsky/W ieland (Eds.), Vom Steuerstaatzum
Gebührenstaat, pp. 24-45.

150. “Steuerstaat versus Gebührenstaat...", pp. 43,44.
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1. Por tasas entiende aquellas prestaciones que cubren o compensan el 
coste marginal o suplementario de un acto de aprovechamiento o de uso 
(de la instalación, servido o actividad administrativa). Tales tributos, desde 
una perspectiva de economia política, deben exigirse -para este autor- 
siempre que el uso de una instalación o servicio administrativo provoque 
un coste marginal o suplementario, en el sentido de que otros sujetos 
resulten perjudicados por causa de ese aprovechamiento, o se deba renun­
ciar a la producción de otras prestaciones porque tal aprovechamiento ha 
requerido de determinados factores productivos. Ilustra su propuesta con el 
ejemplo de una autopista. Si mi uso de una autopista Ileva a la renuncia de 
otros conductores, porque la sobrecarga frena la fluidez dei tráfico, ese uso 
llevaria consigo costes suplementarios. Tales costes deberían, en principio, 
hacerse conscientes al usuário a través de la exacción de una tasa, con el 
objeto de hacerle reflexionar sobre si no seria posible desplazar su uso de 
la autopista a otro momento en el que no existiese sobrecarga. Si, por el 
contrario, se analiza el uso de la autopista en horário nocturno, no se pro- 
ducirian costes suplementarios por sobrecarga ni, tratándose al menos de 
turismos, otros costes adicionales. Para tales supuestos seria economica­
mente errada la exacción de una tasa vinculada al uso. Esto no significa 
que fuera igualmente errada la exacción de cualquier prestación a quien 
sólo usa la autopista en ese horário, sino sólo de aquellas (como las tasas, 
en el modelo teórico de este autor) cuya función sea cubrir costes suple­
mentarios vinculados a los concretos aprovechamientos de una instalación 
o un servicio público.

La contraprestación por el uso, cuando no provoca costes suplementa­
rios, debe producirse, para este autor, por otra via: la de las contribuciones 
especiales, que también presentan en su modelo teórico perfiles muy dis­
tintos a los que nos son comunes a los juristas. En realidad, en tal caso, la 
contraprestación por el uso se integra en un concepto más amplio, que es 
la contraprestación por la posibilidad de uso de una determinada instala­
ción o servicio, con independencia de su uso efectivo. Las contribuciones 
especiales serian "precios de opción", pagos exigidos por la autorización 
básica para el uso de una instalación o servicio, con independencia de su 
uso efectivo. Volviendo al ejemplo de las autopistas, su financiación a tra­
vés de contribuciones especiales implicaria que los ciudadanos adquiririan 
una autorización básica para su utilización en virtud dei pago de la contri- 
bución. Para el caso de sobrecarga se debería abonar además una tasa, pero 
en caso de ausência de sobrecarga los sujetos que hubieran abonado la 
contribución disfrutarian dei uso de la autopista sin necesidad de satisfa- 
cer tasa alguna. En este esquema teórico, las contribuciones especiales 
deben servir para cubrir los costes fijos de las instalaciones, costes que se
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imputan a la mera disponibilidad para el uso, y que son independientes de 
la medida dei uso efectivo15'.

2. Prescindiendo de las denominaciones, que pueden confundir, eonviene 
destacar la esencia de su planteamiento, que consiste en distinguir, con 
vistas a articular un sistema de financiación de los gastos públicos basado 
en figuras guiadas por la idea de contraprestación o equivalência, entre los 
usos que provocan costes suplementarios y aquellos que no los provocan. 
En el segundo caso la contraprestación se exige, no por el uso efectivo (que 
no provoca costes suplementarios), sino por la habilitación para ese uso, 
por la puesta a disposición para el uso, a la que se vinculan una serie de 
costes. Cuando existen costes suplementarios, se debe imponer una con­
traprestación, que se anadiría, en su caso, a la anterior.

La diferencia que existe entre estos conceptos de tasa y contribución 
especial con los que rigen en el âmbito jurídico (no sólo en nuestro orde- 
namiento) son evidentes, y asi lo destaca el propio autor. Para el concepto 
jurídico de tasa -senala- es precisa una prestación favorable a un indiví­
duo y que le produzca una ventaja, lo que se daria también en el uso de la 
autopista en ausência de tráfico; y sin embargo, economicamente resulta­
ria desaconsejable la exigencia de una tasa para tales supuestos, pues con 
el lo se desincentívarian esos usos, lo que supondría la renuncia a ventajas 
carentes de costes. Su propuesta, como sabemos, es que la contrapresta­
ción de esos usos se disuelva en la de la autorización básica, que deberia 
cubrir todos los costes fijos. Por otro lado -advierte— , juridicamente exis­
te un limite máximo para la recaudación de tasas, vinculado al coste de los 
costes económico-empresariales dei servicio o institución; de ahí que la 
exacción de tasas para supuestos de densidad de tráfico, economicamente 
plena de sentido, resultaria dudosa desde el punto de vista jurídico. En 
cuanto a las contribuciones, que en sentido económico sirven para cubrir 
los costes fijos independientes dei uso, en sentido jurídico sirven para çnm- 
pensar las ventajas imputables, no a indivíduos coTícretos, sino a rnlecti- 
yÔsTiurídicaTnente -afirmã~Grossekettler~seria~posít3mfasíãdar los cos­
tes totales de una autopista a todos los usuários (en función de su uso); 
economicamente, sin embargo, seria adecuado exigir tasas disuasorias de 
atascos y financiar con contribuciones sólo aquellos costes que no hayan 
sido financiados mediante tasas'62. 151 152

151. "Steuerstaat versus Gebührenstaat...", pp. 25. 26.

152. “Steuerstaat versus G eb ührens ta a t.p . 26.
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3. Partiendo de ese planteamiento general, aborda la cuestión de qué tipo 
de tareas estatales son susceptibles de financiarse a través de prestaciones 
guiadas por ese esquema, distinguiendo entre tareas asignativas, (re)distri- 
butivas v estabilizadoras15-1,

Respecto de las tareas de asignación, que normalmente implican la reser­
va estatal de determinados factores productivos para la puesta a disposieión 
de la ciudadania de bienes colectivos, Grossekettler sostiene que en ocasio­
nes se hace precisa su financiación a través de prestaciones impuestas 
coactivamente, pero que ninguna de esas tareas requiere -po r razones eco­
nómicas- ser financiada a través de impuestos basados en la capacidad 
económica. Por el contrario, todas ellas pueden financiarse, bien a través de 
contraprestaciones no coactivas, bien de tributos coactivamente impuestos 
pero basados en la idea de contraprestación o equivalência. Sólo para fun­
ciones asignativas extraordinárias no incluidas o que excedan de la planifi- 
cación (v.gr. catástrofes naturales, situaciones de tensión o aparición de cri- 
sis estructurales de carácter regional o nacional), resulta imposible una 
solución -a l menos inmediata- a través de tributos basados en la equiva­
lência y se hace necesario el recurso al impuesto o el endeudamiento.

Tales propuestas las realiza sobre la base de un planteamiento ejemplifi­
ca tivo de cómo diversas tareas de asignación podrian financiarse median­
te prestaciones basadas en la idea de contraprestación, tanto en el âmbito 
local o regional (un dique de contención, museos, redes viarias urbanas, y 
tareas de policia) como en el estatal (redes viarias interurbanas, defensa o 
representación internacional). En su análisis se pone de manifiesto un dato 
interesante. Me refiero a que las contribuciones especiales que propone se 
deben reconducir en no pocos casos a la figura jurídica dei impuesto; se 
trataria -juridicam ente- de impuestos, aunque dirigidos a la financiación 
de gastos públicos concretos, y guiados por el principio de equivalência, en 153

153. Esta división es bastante eomún en la Economia política actual, aunque. como 
es sabido, no siempre se ha considerado que al Estado le incumban esos tres 
tipos de tareas en el âmbito económico, ni tampoco existe unanimidad al res­
pecto entre los economistas. La función clásica de la Hacienda pública es la de 
asignación de recursos a través de la provisión de bienes y servicios públicos, 
al li donde falia el mercado como mecanismo de asignación. Sin embargo, pos­
teriormente (en el contexto que da lugar a los que se conocen como Estados de 
bienestar), se afiaden otras dos funciones dei Estado en el âmbito socio-eco- 
nómico, que éste debe cumplir a través de su hacienda pública. Una función 
distributiva, que debe ajustar la distribución de renta y riqueza resultante dei 
mercado, para hacerla más equitativa, y otra de estabilización. Vid. por todos, 
M usgrave, Teoria..., capítulo 1, M usgrave/M usgrave, Hacienda pública..., capi­
tulo 1. No faltan sin embargo autores (como Hayek), que rechazan esas nuevas 
funciones estatales.
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lugar de por el de capacidad económica. Asi, por ejemplo, propone la fmnn 
ciación mediante contribuciones especiales de las funciones de policia o 
defensa, contribuciones que deberian ser soportadas por el conjunto de la 
población (local, regional o nacional) que define el âmbito de beneficiários 
de la seguridad que proporcionan tales servidos154. Juridicamente, parece 
claro que esos tributos merecerian la calificación de impuestos. Ahora bien, 
esto no resta relevância a la propuesta, que no está tanto en si la presta- 
ción corresponde juridicamente a la figura dei impuesto o la tasa, como a 
si se rige por critérios de capacidad económica o de equivalência; en este 
caso, equivalência155.

Respecto de las tareas redistributivas — senala Grossekettler-, todo 
parece indicar que no es válida la misma solución, por cuanto una redis- 
tribución de rentas y con elIo también dei derecho a una parte dei pro- 
ducto social parece presuponer necesariamente un sistema de impuestos 
y transferencias (Steuer-Tronsfer-System). Pues cabe suponer, en linea de 
principio, que quien sacrifica parte de su riqueza en pro de esa redistribu- 
ción, no lo hace en beneficio propio (como lo fiaria en un sistema guiado 
por la idea de contraprestación) sino en beneficio de otro y como conse- 
cuencia de la coacción. Sin embargo -afirm a este autor- esa primera 
impresión es enganosa, si se tiene en cuenta, por un lado, que la misión 
redistributiva se cumple de manera fundamental, no a través de un 
impuesto progresivo sobre la renta, sino a través dei sistema de seguros y 
subsidios sociales; y, por otro, que los seguros son, por naturaleza, instru­
mentos redistributivos, pues dan lugar a la transferencia de fondos o pres- 
taciones a determinados sujetos, cuando se materializa el riesgo cubierto, 
con las aportaciones hechas por el conjunto de los que satisfacen las pri­
mas o contribuciones. El nacimiento de los seguros y subsidios sociales se 
explica -dice el au tor- por un faIlo de mercado (sobre todo como conse- 
cuencia de la que se conoce como la ley de la minusvaloración de las

<D í; Tstdcio (Jr- i r r r> t j r$ :os  a i i n  Espado t ie \ j s a s r ’ c ; t i i . t t i  u m  | , .  ■.■ ,

154. El autor propone graduar esas contribuciones en función de los bienes de los dis­
tintos sujetos. Pero no por aplicación dei critério de capacidad económica, sino 
porque quien más bienes tiene se beneficia en mayor medida de esa seguridad. 
Esto se debe considerar, por tanto, irrelevante desde la perspectiva dei argu­
mento dei texto. No es, además, aplicable a la generalidad de los supuestos.

155. Lo que propone este autor recuerda bastante, aunque no se pueda identificar 
totalmente, a la figura de los impuestos-precio constantes que maneja Bucha- 
nan en su La Haciendo pública en un proceso democrático..., pp. 26 ss. y 82 ss., 
como alternativa (fundamentalmente a efectos analíticos) frente a los impues­
tos sobre la renta, progresivos o proporcionales, y que tendria, frente a estos, 
la ventaja de que obliga a aflorar las preferencias individuales, para ajustar a 
ellas la provisión de bienes públicos.
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necesidades futuras, así como por asimetrias de información y por la acu- 
mulación temporal de los riesgos), que dificulta o incluso impide la crea- 
ción de seguros privados. Pero en vez dei sistema actual, también podria 
el Estado establecer un seguro obligatorio, sobre un modelo similar al 
seguro de responsabilidad obligatorio para los vehiculos, cuyas primas se 
calcularian con métodos de matemática actuarial y se haría posible la 
competência entre las compafiías aseguradoras y sus respectivos produc- 
tos. El Estado, para Grossekettler, habria adoptado medidas que habrían 
ido más aIlá de lo necesario. Sólo aquellas prestaciones que se separan de 
las bases de cálculo de acuerdo con esas técnicas actuariales, representa- 
rian prestaciones redistributivas que, al ser extranas b no reconducibles a 
las técnicas aseguratorias, deben ser necesariamente cubiertas mediante 
un sistema de impuestos y transferencias'56.

En cuanto a las tareas de estabilidad, admite que no tiene entrada la idea 
de contraprestación, y que los impuestos cumplen una importante funeión.

(B) En la segunda fase de su exposición se propone demostrar las venta- 
jas de este sistema de financiación frente a un sistema basado prioritaria­
mente en impuestos guiados por el principio de capacidad económica. 
Aunque su estratégia expositiva es más bien la inversa: mostrar las desven- 
tajas de los sistemas basados fundamentalmente en la contribución de 
acuerdo con la capacidad económica frente a otros como el que él propone.

1. Hay un aspecto fundamental de los sistemas impositivos sobre el que 
se apoya esencialmente esa critica: el principio de separación presupues- 
taria entre las partidas de ingresos y de gastos. En un Estado de tasas 
(Gebührenstaat) como el que propone el autor existirian en el âmbito local 
oficinas públicas, y en el de los Länder y dei Bund Ministérios que serian 
competentes para grupos homogéneos de prestaciones o bienes colectivos. 
En lugar de liquidaciones de impuestos, esas oficinas o ministérios girarian 
a los ciudadanos facturas, en las que se incluirian las tasas y contribucio- 
nes devengadas junto con las prestaciones generadoras de tales tributos. Si 
en esas circunstancias se articulase un sistema de elección directo de los 
directores de esas oficinas o de los ministros, se vivirian -afirma 
Grossekettler- unas campanas électorales muy diferentes a las actuales, 
que califica de formas vacias de contenido, comparables a la publicidad de 
detergentes. En un sistema de ese tipo, sin embargo, los partidos se verian 
obligados a presentar listas con prestaciones y bienes colectivos con las

156.Sobre el problema de la red ist ri bución. pp. 36, 37 de la obra citada.
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correspondientes previsiones de costes, y como consecuencia de ello se 
realizaria el principio de equivalendo respecto dei eoste. Aparte de esto, 
como los ciudadanos realizarían una comparación de las ventajas de unas 
y otras prestaciones en atención a los importes de las diferentes contribu- 
ciones exigidas, se produciria un acercamiento a las exigências dei princi­
pio de equivalendo respecto dei beneficio o lo utilidad. Esto Nevaria como 
consecuencia que los partidos intentarian proponer listas de prestaciones 
que en la medida de lo posible se adecuasen a las preferencias dei votante 
medio. Con la elección directa de los ministros o directores de las oficinas 
locales los ciudadanos podrían, incluso, combinar listas de diferentes par­
tidos. Pero incluso sin esta posibilidad, la vigência dei principio de equiva­
lência -afirm a el autor apoyándose en una conocida expresión- garanti- 
zaria que el Estado no fuera ya tratado "como uno vaco quepoce en el delo 
y 0 la que se puede ordenar en lo tierro“'S7.

Un Estado de tasas como el propuesto seria, seguro, más reducido que los 
actuales Estados de impuestos. Asi lo mostraria, a juicio dei autor, la expe- 
riencia de los Estados Unidos de América y de Suiza, países que han intro- 
ducido regias democráticas sin un paso prévio por los estados absolutistas 
como los europeos dei siglo XVIII, lo que habria tenido como consecuencia 
que de alguna manera los bienes colectivos se pongan a disposición de los 
ciudadanos desde abajo, a través de la decisión de colectivos concretos, y 
no a la inversaISB. En los estados absolutistas, sin embargo, la evolución 
habria sido distinta; los senores o monarcas absolutos se hicieron con el 
derecho a una imposición directa y regular sobre sus ciudadanos a través 
de una política de guerras y matrimônios y de una organización de funcio­
nários dependientes157 158 159. En ese contexto (que el autor compara -con reco- 
nocida intención provocativa- con el final de una guerra entre familias 
mafiosas, que culmina con un reparto de territórios protegidos), es lógico 
que el Estado adquiera interés en el florecimiento de la activídad econó­
mica y en los negocios de sus ciudadanos, y que quiera participar en ella.

157. "Steuerstaat versus Gebührenstaat...", p. 37.

158. En el caso americano, por ejemplo, los colonos formaban una parroquia y cons- 
truian juntos una iglesia, quedando excluídos aquellos que no participaban en 
el esfuerzo comúr. En Suiza, siempre se incluía en los referendas sobre los 
diferentes proyectos públicos la información sobre sus costes, de forma que los 
ciudadanos se fijasen en que hubiera un equilíbrio entre los benefícios y los 
costes ("Steuerstaat versus Gebührenstaat...” . p. 37).

159. En esto hay que reconocer que la explicación de Grossekettler no se separa prac- 
ticamente de las que mucho antes nos dieron, desde posiciones radicalmente 
contrapuestas, entre si y con el anterior, tanto Goldscheid como Schumpeter.
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Asi. el serior o monarca absoluto, lo mismo que haría el jefe mafioso, 
garantiza la tranquilidad y el orden en su território, desarrolla sus infraes- 
tructuras y exige a cambio su participaeión en el êxito de esa actividad 
económica. Cuando el absolutismo fue abolido por fórmulas democráticas, 
los "senores temporales" elegidos democraticamente encontraron muy 
cómodo mantener el Estado de impuestos. Y asumieron el principio de 
capacidad económica (que se puede representar como el principio de la 
maximización dei beneficio para un senor que no quisiera "acabar con la 
gallina de los huevos de oro") como regia de reparto de los impuestos. El 
autor lo expresa de manera irreverente, afirmando que el impuesto se 
habria sobrevalorado ideologicamente, con ayuda de la acostumbrada retó­
rica y "de abundante salsa democrática y social". El impuesto — dice— se 
habria celebrado por cuanto se vio acompanado por la abolición de la odia­
da servidumbre a cambio de prestaciones pecuniárias, pero esto mismo se 
podria haber logrado igualmente por medio de una financiación a través de 
contraprestaciones. Asimismo, se habria utilizado el argumento (que no 
convence al autor) de que el impuesto, en su condición de ingreso desvin­
culado de concretas prestaciones, seria adecuado a un Estado que se con­
trolaria por el parlamento, con lo que la carga tributaria estaria también 
sometida a limites160.

2. Tras esa beligerante explicación sobre las razones dei Estado impositivo, 
el autor pasa a exponer qué se perderia con el paso de un Estado de contra­
prestaciones a un Estado de impuestos. La respuesta, para este autor, es clara: 
se veria violado un principio que actualmente se conoce como principio de 
congruência, y que según el autor se retrotraeria al menos hasta los princí­
pios de la (sociedod) cooperativa (Genossenschaftsprincipien) enunciados en 
1864 por F.W. Raiffeisen: el principio de autoayuda (Selbsthilfe), que se cum- 
pliria a través dei uso común de establecimientos o inslituciones colectivas; 
el principio de la autoresponsabilidad (Selbstverantwortung), a través de la 
asunción por los usuários de todos los costes asociados a ellas, y el principio 
de autogobierno o autoadministración (Selbstverwaltung), a través dei control 
democrático de la corporación por sus miembros161. Particularmente relevan­
te es para nuestro autor, lógicamente, el principio de auto-responsabilidad, 
que se conoce en la hacienda pública como principio de equivalência; mien-

l ü  tu te io - ;  . j f  f r i b  ; i o  cn  ei Es tadu  Soc ial  /  Or  i r . o c : a ••d.: dc Drf<'C' ">

160. "Steuerstaat versus Gebührenstaat...". pp. 37, 38.

161. El autor se está refiriendo a F.W. Raiffeisen, célebre sociólogo alemán que impul­
so un sistema de cooperativas de crédito rural que llegó a cobrar una importân­
cia enorme no sólo en Alemama, que se conoció como el Raiffeisenismo.
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Iras en el lenguaje la teoria de la soeiedad cooperativa se destaca la respon- 
sabilidad de los usuários por los costes vinculados a su aprovechamiento, en 
el de la hacienda pública se haee referencia a la comparación entre costes y 
beneficios que el principio demanda de cada miembro162.

En un Estado impositivo, sin embargo, los impuestos se recaudan inde- 
pendientemente de la contraprestación; con el lo se separan claramente el 
lado de los ingresos y de los gastos en el presupuesto, y se pierde el senti- 
miento de auto-responsabilidad y la exigencia a los ciudadanos para que 
ponderen costes y beneficios de las prestaciones recibidas. Pero entonces 
se necesitan otros elementos de medida que permitan determinar la 
dimensión total dei presupuesto dei Estado y que permitan decidir cómo 
esa carga financiera se va a repartir entre los ciudadanos.

En la Constitución alemana se encontrarian algunos critérios, pero serían 
claramente insuficientes. Asi, por ejemplo, el art.106. III. 2 de la GG exige 
que los impuestos se distribuyan de tal forma entre Bund y Länder, que se 
obtenga una compensación equitativa y que se evite una excesiva carga 
impositiva a los ciudadanos. En el lenguaje económico, nuestro autor recon- 
duce esta idea (la de evitar la sobrecarga impositiva) a la llamada segunda 
ley de Gossen: a través de la imposición deben distribuirse los ingresos de 
que disponen los particulares y las distintas corporaciones territoriales de 
tal forma que la última unidad monetaria a disposición dei sector privado 
posea en ese âmbito la misma utilidad marginal que la prestación marginal 
puesta a disposición de los ciudadanos por esas corporaciones. Si se pudie- 
ran medir objetivamente las utilidades marginales, esto significaria que el 
presupuesto público podria extenderse siempre que el Estado pueda seguir 
realizando gastos con una utilidad marginal superior a la dei sector priva­
do. El problema es que esta regia, que podria servir para determinar el volu- 
men total dei presupuesto y con ello también de la carga financiera dei 
Estado, no es susceptible de aplicación práctica ni por tanto es tampoco 
enjuiciable la adecuación o no a la misma, por lo cual no queda práctica- 
mente más limite efectivo al crecimiento presupuestario que la resistência 
fiscal de sus ciudadanos163. Una segunda regia que se podria extraer de la 
Constitución para sustituir al principio de equivalência dei Estado de tasas 
seria la realización dei principio de capacidad económica, como guia para el 
reparto de las cargas económicas dei Estado. Sin embargo, también la capa­
cidad económica es un critério extremadamente vago164.

<:L)•*' ur-. de ” n>ue i ' .ns o -j'-. E s f r i o  de  i j s j s ' ’ . c j p u o a a o  f c n n j m i c a  o ?c iu:vd !r ' i ; - : . i

162. "Steuerstaat versus Gebührenstaat...", pp. 38,39.

163. “Steuerstaat versus Gebührenstaat...", p. 39.

164. "Steuerstaat versus Gebührenstaal...", p. 39.
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3. La sustitución dei principio de equivalência por esas dos regias -con ­
tinua Grossekettler- trae como consecuencia la habilitación de un ampli- 
simo margen de decision política y con ello también de numerosas oportu­
nidades para ei abuso en el ejercicio de ese poder de decision. V esto aun 
aceptando que existiese un Estado democrático ideal, que actuara someti- 
do a las limítaciones e instrucciones recibidas de los ciudadanos a través 
de su derecho de voto, según el modelo dei "déspota benevolente". Porque 
incluso en tal caso, una financiación basada fundamentalmente en 
impuestos, con la consiguiente separación entre el lado de los ingresos y 
de los gastos en el presupuesto, traeria consigo consecuencias negativas 
relevantes desde la perspectiva de la información de que dispondria ese 
Estado, de la estruetura de motivaciones de los ciudadanos, asi como sobre 
el reparto competencial en dicho Estado y, como consecuencia de todo ello, 
en el nivel de bienestar realizable.

La estruetura informativa se deteriora con el paso a un Estado de 
impuestos. En un Estado de tasas como el descrito por el autor se incita al 
ciudadano a confrontar prestaciones y costes y de esta manera se hace 
posible conocer las preferencias de los ciudadanos y adecuar las decisiones 
políticas a esas preferencias. En un Estado impositivo, la separación presu- 
puestaria entre ingresos y gastos no permite conocer esas preferencias'65.

También sufre la estruetura de motivación de ciudadanos y poderes públi­
cos. Los bienes que se disfrutan sin contraprestación se consideran erronea­
mente como gratuitos, lo que lleva a los ciudadanos a su uso poco respon- 
sable y a exigir cada vez mayor provision de tales bienes. De ahi se siguen 
promesas electorales y a éstas una provision creciente de bienes públicos que 
inevitablemente da lugar a un incremento de los impuestos. Al propio tiem- 
po, el impuesto se percibe como ingreso sin contraprestación, como una 
especie de pago a fondo perdido, lo que promueve los comportamíentos elu- 
sorios de todo orden. La motivación de los responsables públicos se ve igual­
mente afectada, dado que el control que los ciudadanos pueden ejercer en 
un Estado de impuestos es siempre menor que en un Estado de tasas'66.

Y también la estruetura de reparto competencial se ve perjudicada, al per- 
derse en responsabilidad política. Los ciudadanos carecen de la posibilidad de 
establecer una comparación de costes-beneficios con las concretas presta­
ciones recibidas de un ente público (y dentro de éste, de las respectivas ofi­
cinas públicas o Ministérios) respecto de las mismas prestaciones de otros 
entes. Sólo le cabe una valoración global de las prestaciones recibidas de los 165 166

165. "Steuerstaat versus Gebuhrenstaat,..'', p. 40.

166. "Steuerstaat versus G eb uhrens ta a t.p . 40.
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distintos entes. De otra parte, para evitar excesivos costes suplrmnii.imr. 
(Zusatzlasten) asociados al impuesto (de los que se habla más adelanlel, \r 
recurre a impuestos con bases muy amplias para la imposición, sobre todo a 
los impuestos sobre la renta y al impuesto sobre el valor anadido. Los 
impuestos sobre la renta de personas naturales y sociedades se configuran de 
tal forma que se pueden vincular territorialmente a los Länder. Todo ello 
habla a favor de atribuir su rendimiento a los Länder, y el dei IVA al Bund. 
Pero la alta movilidad de los rendimientos dei Impuesto sobre la renta acon- 
seja una ordenación a la inversa, y puede motivar alteraciones sobre los per­
files de tributación de las diferentes corporaciones. De ahi que en periodos 
más o menos largos de tiempo se produzcan inevitablemente necesidades de 
redistribución de la competência sobre los rendimientos, que se resuelven a 
través de negociaciones de compensación financiera, para las que no existen 
bases objetivas, por lo que se cae repetidamente en un "chalaneo" de com­
pra de votos que beneficia a los Länder más pequenos16'.

De otra parte, el autor hace notar que, desde la perspectiva dei bienestar 
susceptible de alcanzar con unos recursos dados, el Estado de impuestos Ileva 
asociados mayores costes que un Estado de tasas. En efecto, la financiación a 
través de impuestos -según Grossekettler- genera tres tipos de costes: de 
transferencia, de transacción y suplementarios. Los costes de transferencia 
son los que se producen en la esfera de los sujetos privados, como conse- 
cuencia de la cesión de una parte de sus ingresos al Estado. Los costes de 
transacción son aquellos que vienen asociados fundamentalmente a la recau- 
dación y pago de los tributos, y entre los que ocupan un lugar no poco rele­
vante las retribuciones de los asesores fiscales (lo que no sucederia en un 
Estado de tasas puro). V por último los costes suplementarios (Zusatzlasten), 
que se producen siempre que respecto de un bien o factor de producción el 
oferente y el demandante cuentan con diferentes precios. Esto no se produce 
en un Estado de tasas puro, pero si en un Estado de impuestos, como conse- 
cuencia de la desviación típica que en tales modelos se produce entre los pre­
cios netos y los brutos. Y la consecuencia de ello es que el sistema de precios 
sólo podrá cumplir parcialmente su función de guiar una relación óptima, con 
unos recursos dados, entre las decisiones de producción y consumo167 168.

Y a todo ello se debe anadir, todavia, que las democracias reales distan 
de ese modelo ideal dei déspota benevolente, y que las posibilidades de 
abuso de quienes ocupan los poderes públicos no son pequenas169.

167. "Steuerstaat versus Gebührenstaat...", pp. 40,41.

168. "Steuerstaat versus G e b ü h re n s ta a t.p . 41.

169. "Steuerstaat versus Gebührenstaat...". p. 39,40.
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4. Por último, Grossekettler vuelve a hacer referencia a la elusiõn, des- 
cribiendo un oscuro cuadro en el que, en última instancia, son fundamen­
talmente los factores de producción inmovilizados, basicamente los traba- 
jadores menos cualificados y los propietarios de suelo, quienes soportan las 
cargas impositivas. Algo que nunca sucederia en un Estado de tasas, que 
por definición son resistentes a la elusión: quien no paga el tributo no 
puede esperar que lo paguen otros por él y deberá renunciar a la presta- 
ción pública por la que se le exige170.

(C) La exposición dei autor se cierra con un apartado dedicado a las tare- 
as estatales para las que seguiria siendo necesario recurrir a la imposición. 
Por un lado, las tareas asignativas aparecidas de manera sorpresiva y por 
tanto no previstas en el plan financiero dei ente público, que podrían 
financiarse a través de una caja o fondo y de posibilidades de endeuda- 
miento para casos de urgência, con lo cual la financiación provisional a 
través de impuestos se podria eventualmente transformar más tarde en una 
financiación de carácter "retributivo", y la deuda se amortizaria con cargo 
a impuestos ordenados de acuerdo con la capacidad económica.

En cuanto a las tareas redistributivas, ya se vio que no siempre podian 
resolverse a través de un sistema de seguros, pues algunas de las necesi- 
dades y prestaciones de ese tipo se encuentran claramente fuera de las 
posibilidades de un sistema basado en técnicas actuariales. Para tales pres­
taciones seria preciso recurrir a un sistema de impuestos y transferencias. 
Aparte de esto, al autor no se le escapa que el Estado de tasas genera nue- 
vas necesidades redistributivas. Por un lado -apun ta -, será preciso que los 
subsidios sociales se calculen de tal forma que permitan a los preceptores 
de tales subsidios afrontar el pago de las contraprestaciones exigidas por 
los servicios y bienes públicos. Sale al paso, de esta forma, de una de las 
más serias objeciones que podrian oponerse a su tesis, la de que dejaria 
fuera dei disfrute de los bienes colectivos a quienes no tuvieran fuerza eco­
nómica para afrontar las prestaciones correspondientes, que en no pocos 
casos serán justamente los sujetos que más necesidad tienen de acceder a 
el los171. Por otro lado, advierte Grossekettler que en el mercado (ausência

no i-ji*■ l a b u t o  en ei Es tddo  Soe ò ,■ D em or ra ; ; » ‘ n de Dr'ec-.c>

170. P.42

171. Una objeción de este tipo frente al refuerzo dei principio retributivo manejan, 
por ejemplo, BlRK/flolf Eckhoff, "Staatsfinanzierung durch Gebühren und 
Steuern. Vor- und Nachteile aus juristischer Perspektive", en Sacksofsky/W iE-

I LAhD (Eds.). Vom Steuerstaat zum Gebührenstaat, p. 65.: "Para muchas tareas 
/ estatales vale: quien las necesita, no puede financiarias, quien puede Finan­

ciarias, no las necesita"
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de posiciones monopolísticas) los precios de los factores de producción se 
determinan en atención al valor de la prestación desde la perspectiva dei 
demandante; es decir, que esos precios no tienen en consideración la dure­
za dei trabajo que está asociada a determinadas actividades especialmen­
te desagradables, ni cubren tampoco necesidades especiales que se puedan 
derivar de circunstancias vitales especialmente desafortunadas. En defini­
tiva, el mercado tiende a realizar la adecuación o la justicia en cuanto al 
rendimiento o la prestación (Leistungsgerechtigkeit), pero no necesaria- 
mente a lograr una medida satisfactoria de justicia de costes y de necesi­
dades. Lo que parece querer indicar el autor, aunque no lo llegue a afirmar 
expresamente, es que esa última tarea le correspondería al Estado a través 
de un sistema de impuestos-transferencias1'2.

Respecto de las tareas de estabilización, por último, admite la necesidad 
0 la conveniência de que el Estado pueda recurrir al impuesto.

Concluye, pues, reafirmando la conveniência de comenzar un camino de 
transformación dei Estado, desde un modelo de financiación basado funda­
mentalmente en impuestos ordenados de acuerdo con el critério -vago e 
impreciso- de la capacidad económica, a un modelo apoyado fundamental- 
mente en contraprestaciones por los bienes y servidos públicos, quedando el 
impuesto limitado a los supuestos antes mencionados, en que las contra­
prestaciones se revelan inadecuadas y el impuesto constituye un instrumen­
to válido. El autor no se queda ahi; con el lo -d ic e - no cree afirmar un mero 
desiderátum, sino que ese proceso se encuentra ya iniciado. La resistência a 
los tributos sin contraprestación es tan intensa, como consecuencia de la 
altura de la cuota impositiva global, que si no se produce ese cambio, habrá 
importantes tareas estatales que comenzarán a verse progresivamenle per- 
judicadas. En concreto, se pone seriamente en peligro el mantenimiento de 
la inversión pública en infraestructuras. La globalización y la competência 
impositiva entre Estados hará más acuciante este problema. En última ins­
tancia, el autor acaba haciendo referencia a la tesis de B. Hansjürgens, quien 
afirma la posibilidad de fórmulas intermedias entre el Estado de impuestos y 
el de tasas, de las que también cabria esperar ventajas.

(D) La concepción que se acaba de exponer no deja, desde luego, indife­
rente al lector. Insiste en la cuestión, crucial en el âmbito de la economia 
pública, de la necesidad de contar con mecanismos de revelación de las 
preferencias de los ciudadanos, con vistas a la determinación dei volumen, 
la composición y el coste de la provisión de los bienes y servidos públicos.

,-De un cs(acJ' j -Jr m i p u o s t n s  a .»n Es tado c:e f j c a r i d a i l  •‘ o n i r i ^ i L - a  o e c i - i v 3!<• »«u-

172."Steuerstaat versus GebLihrenstaat...", p. 43.
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Destaca, igualmente, otra idea estrechamente vinculada a la anterior: la 
conveniência de que los ciudadanos perciban correctamente el coste de 
cada uno de los servicios y bienes públicos de los que disfrutan, con vistas 
a conseguir una adecuada asignaciòn de recursos. Y no le falta razón en 
que la mejor manera, como regia general, para conseguir esa correcta per- 
cepción y revelación de las preferencias es la exigencia de una contrapres- 
tación para cada bien o servicio, que fuerce a los ciudadanos a la ponde- 
ración de costes-beneficios y a manifestar sus preferencias de forma simi­
lar a como lo haría en un típico intercâmbio de mercado. La afirmación de 
la vaguedad dei principio de capacidad económica, por otro lado, es una 
afirmación difícil de rebatir sin un exceso de voluntarismo. Y en cuanto a 
las facilidades que ofrecen las democracias reales para el mal uso de los 
recursos públicos, es un dato incuestionable cuya importância no se puede 
desconocer. Pero tampoco faltan aspectos necesitados de crítica. No me 
extenderé sobre ellos en este lugar, pues en los análisis posteriores saldrán 
sin duda los problemas asociados a este tipo de planteamientos. Me limi- 
taré, por el contrario, a esbozar algunos.

1. El más evidente se pone de manifiesto cuando se piensa en servicios 
irrenunciables, desde la perspectiva de la dignidad de la persona, como 
puedan serio la sanidad o la educación, como mínimo en sus niveles bási­
cos1” . La sola idea de que su prestación se condicione a la contrapresta-

f j ’.-' T ' i b i j t o  r -1 r i  E s la r to  S o c ia l y D e n r u c r a í ic o  r ie  O r -c c M o

173.Este concepto de servicios irrenunciables guarda una clara relación con el eon- 
cepto de "bienes" o "necesidades preferentes" (merit wonts] de M usgrave, aun- 
que conviene aclarar que no se pueden identificar totalmente. Este último con­
cepto se refiere a necesidades que admiten el principio de exclusion (esto es, 
que tecnicamente es posible excluir de su uso a aquellos sujetos que no paguen 
por él) y que, por tanto, no son bienes públicos "puros" (en los que no cabe la 
exclusion): se trata, por tanto, de necesidades similares a las privadas, pero que 
se convierten en necesidades públicas cuando se las considera tan preferentes 
(por razones de orden diverso) que se provee a su satisfacciõn mediante el pre- 
supuesto público, además de lo que se provee a través dei mercado (M usgrave, 
Teoria..., pp. 12, 13). Para este autor, a diferencia de lo que sucede con el resto 
de necesidades públicas (las necesidades sociales, para las que no vale el prin­
cipio de exclusion), cuya provision debe intentar ajustarse (a través dei proce- 
so politico de elección) a las preferencias individuates de los ciudadanos, la 
determinación necesidades preferentes implica una interferencia dei sujeto 
político decÍ5or (la mayoria) en tales preferencias individuales. Para el autor, 
este tipo de interferencia se justifica, en una sociedad democrática razonable- 
mente definida, por diversos ordenes de razones, y sólo se puede rechazar si se 
adopta un punto de vista de extremo individualismo, que "no es un punto de 
vista sentato" (p. 12). La principal objeción que se ha hecho de esta categoria,
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ción, y que pueda negarse a quien no está en condiciones de asumirla, 
repugna a la conciencia social, al menos en nuestro contexto valorativo. 
Por el contrario, existe un consenso básico sobre la necesidad de que el 
Estado garantice a los ciudadanos un consumo minimo de tales bienes. El 
autor no desconoce el problema y aporta su solución: los subsídios deben 
calcularse de tal forma que puedan cubrir el pago de esas prestaciones.

La fórmula propuesta supone la aceptación de la tesis, común entre los 
economistas criticos dei Estado social, de que alli donde es necesaria una 
cierta redistribución, es preferible Nevaria a cabo mediante transferencias 
monetárias, porque ofrecen un mayor âmbito individual de decisión sobre 
el consumo y, de esa forma, favorecen la obtención de una mayor utilidad 
de los recursos transferidos, frente a las que se producen en especie (pres- 
tación gratuita de bienes o servicios), que implican una posición paterna­
lista y menos eficiente174.

Ahora bien, aparte de otros inconvenientes que podrian plantear las trans­
ferencias en dinero175, no parece que ese cálculo pueda abarcar todas las 
prestaciones que un sujeto pueda verse en situación de tener que satisfacer. 
Así, por ejemplo, determinadas operaciones de corazón a buen seguro pro- 
vocan costes suplementarios (en la terminologia dei autor), de cuantia en 
modo alguno despreciable, que en el modelo de Grossekettler deberian satis-

como expone Josef E. SriGUTZ (Lo economia dei sector público, 2‘ ed. de la tra- 
ducción espanola, Barcelona 1997, p. 85), viene de aquellos autores (econo­
mistas y filósofos sociales) que apoyan la idea individualista de que el Estado 
debe respetar las preferencias de los consumidores, y que lo contrario es un 
ejercicio de paternalismo.

174. Esta es una de las tesis dei Institute of Economic Affairs (IEA) dei Reino Unido, 
que ha constituído uno de los principales canales a través de los que se han 
expresado los más renombrados miembros de las distintas corrientes que inte- 
grarian "nueva economia", defensores de la idea dei mercado libre, como 
Hayek, Fridman, Posner, o en general los representantes de la escuela de la 
"Public Choice". Cfr. Heald, Public Expenditure. pp. 90-94, y 137 ss.

175. Heald destaca dos. Por un lado, cabe pensar que las transferencias monetárias 
suponen un mayor desincentivo para el empleo que las que se producen en espe­
cie. Por otro, que el análisis sobre el que se basa la superioridad de ese tipo de 
transferencias frente a las que se producen en especie sólo tiene en cuenta las uti­
lidades (y las preferencias) de los destinatários, pero no las de los "donantes", cuya 
disposición para la aportación de los fondos necesarios puede depender en alguna 
medida de la forma de la transferencia. Por ejemplo. estos pueden suponer que si 
las transferencias son en dinero, los destinatários (o algunos de ellos) invertirán 
esas cantidades en alcohol antes que en atención médica, y estarán menos dis- 
puestos a aportar los fondos que si éstos se destinan a prestaciones médicas (en 
especie). Este planteamiento ayuda a localizar dos problemas valorativos cruciales, 
sobre los que se volverá en el texto (Public expenditure..., pp. 140,141).
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facerse por medio de tasas, y a las que dificilmente podrán acceder quienes 
dependen dei subsídio salvo que renuncien a otras necesidades consideradas 
en principio como básicas. Ciertamente, para tales supuestos, podría prever- 
se la exención de la tasa. Por otra parte, puede que los beneficiários de los 
subsídios hagan un uso irresponsable de los fondos, de forma que deban 
renunciar a prestaciones básicas desde la perspectiva de la dignidad perso- 
nal, como las sanitarias u otras. Pero, sobre todo, aun aceptando que inclu­
so para este tipo de necesidades, como las sanitarias, se pudieran apreciar 
razones para forzar a los ciudadanos al análisis coste-beneficio (pues tam- 
bién en ese âmbito se puede experimentar un uso excesivo176), se advierte 
que la propuesta deja fuera cuestiones cruciales o, más bien, las pretende 
resolver con argumentos puramente económicos, cuando tienen una ver- 
tiente eminentemente ideológica o valorativa que no es legítimo desconocer.

La primera de esas cuestiones -enlazando con las dos observaciones ante­
riores- se puede formular asi: ino es mucho mayor la responsabilidad dei 
Estado, concebido como social, de garantizar un acceso igual a determina­
dos bienes que constituyen condición índispensable para una vida digna, que 
la de igualar los ingresos monetários de los ciudadanos para que a partir de 
ahi éstos maximicen sus utilidades? Esta implica, a su vez, otra previa: la de 
si se mantiene a toda costa la tesis de que el indivíduo es el mejor juez de 
su propio bienestar, o se admite que, al menos respecto de determinados 
bienes, cabe otorgar ese papel de "mejor juez" al Estado177 178. Pues bien, si se 
admite (a costa de la acusación de paternalismo) que la responsabilidad más 
grave dei Estado (social) en este âmbito es la de garantizar las condiciones 
mínimas para una vida digna a todos los ciudadanos, y se tiene en cuenta, 
por ejemplo, que existen supuestos de enfermedades graves o crónicas con 
tratamientos muy gravosos176 o, con carácter más general, que existen nece­
sidades básicas que pueden [legar a verse desatendidas, por falta de previ-
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176. Lo destaca Albi, al analizar las diversas posibilidades para solucionar el proble­
ma de la financiación de la sanidad, entre las que se encontraria la de exigir el 
pago de parte de la prestación (médica o farmacêutica), lo que tendria entre 
otras cosas la ventaja de moderar el consumo excesivo. Sin embargo, el pro­
blema fundamental no se encontraria tanto en los usuários como en el perso­
nal sanitario. acostumbrado a unas prácticas poco económicas. El autor no deja 
de destacar, de otra parte, los problemas de equidad que se pueden producir 
respecto de personas de renta baja. Emilio Albi. Público y privado. Un ocuerdo 
necesario, Ariel, Barcelona 2000, pp. 242, 243.

177. En esta linea, tomando apoyo en Tawney, apunta Healu, Public expenditure, pp. 
140, 141.

178. Este dato lo usa Albi, junto con el redistributivo. para justificar la sanidad 
pública, frente a un sistema de seguros privados, en Público yprivado..., p. 139.
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sión o responsabilidad de los interesados o por otro tipo de razones, si se 
exige una contraprestaeión por aeceder a ellas, no parece que la solución 
propuesta por el autor sea la más idónea.

Y en segundo lugar; el problema, en última instancia, es decidir si se 
socializa o se individualiza el coste de determinadas necesidades que se 
sienten o perciben como colectivas o de i n te rés general. Grossekettler ofre- 
ce razones económicas de peso a favor de la individualización de esos cos- 
tes, pero frente a ellas se elevan otras, como la idea de solidaridad que está 
en la base de nuestros sistemas, que reclaman que determinados costes, 
como los sanitários, de los que depende uno de los bienes más preciados, y 
que no están vinculados (o al menos no siempre y en su totalidad) a deci- 
siones más o menos libres de los individuos, sino fundamentalmente a 
necesidades que le vienen impuestas por las más diversas circunstancias 
que no siempre está en su mano controlar, no se asuman -a l menos en 
línea de principio- individual sino colectivamente.

Por poner otro ejemplo, reciente y cercano, me referiré al acuerdo de 19 
de octubre de 2000, dei Consejo de Gobierno de la CA de Madrid (BOCM 
273, de 16 de noviembre de 200), por el que se fijaron los precios públicos 
por los servicios de atención o estancia en Centros de atención a personas 
con discapacidad (propios, concertados o contratados) de la CA de Madrid. 
Esa normativa incrementa significativamente las prestaciones establecidas 
en la normativa que hasta entonces regia esta cuestión (Resolución de 26 
de agosto de 1987, de la Dirección General dei Imserso). La cuantia se cal­
cula en función de la renta per capita de la unidad de convivência, con el 
tope máximo, en la variedad más costosa, de 299.730 pesetas al mes. Esta 
regulación daria lugar a observaciones de muy diverso orden, pero por el 
momento me basta con una reflexión: ^Es razonable o, mejor, es acorde con 
los principios que están en la base de nuestro Estado social descargar sobre 
las familias de personas con necesidades educativas y asistenciales espe- 
ciales el coste de esas necesidades?1'9.

/De LM [ sMclo r!c im pucsio^ J i'i FsMdc de •jsas'’ ‘.."inacicJad eco^orri.ra u equ;va e n r :j

179.En esta línea se orienta el principal argumento esgrimido por la Federaciõn de 
organizaciones a favor de las personas con retraso mental FEAPS MADRID, en 
una nota de 27 de noviembre de 2000. Es de destacar que finalmente, estando 
este libro ya en pruebas de imprenta, el propio Consejo de Gobierno de la CA 
de Madrid ha reconsiderado su postura y, por Acuerdo de 7 de marzo de 2002 
(BOCAM 15 marzo), ha derogado el acuerdo anterior y con elIa los precios 
públicos entonces fijados, dejando además sin efecto todas las actuaciones 
administrativas Nevadas a cabo en su ejecución. Todo eito se motiva sobre la 
base de la experiencia habida en la gestión del Plan de Acción en la materia, 
que habria puesto de mamfiesto la necesidad de que tales servicios
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2. En otro orden de cosas, surge la duda de si un sistema como el que 
propone Grossekettler no Nevaria consigo necesariamente una perdida de 
poder de redistribución. Me parece algo dificilmente evitable si una parte 
importante de lo que hasta ahora se financiaba con cargo a un sistema 
impositivo progresivo (aunque lo sea muy escasamente) se pasa a financiar 
a través de tributos causales. Porque es obvio que, en principio, el lo impli­
caria una disminución de la (ya escasa) progresividad dei sistema tributá­
rio, si no directamente el establecimiento de un sistema tributário regresi- 
vo, A no ser, claro está, que esto se compensara manteniendo una alta pro­
gresividad en el impuesto personal sobre la renta o por algún otro concep- 
to impositivo progresivo. Esa pérdida de progresividad se podria también 
compensar a través de instrumentos alternativos por la via dei gasto, pero 
esto último requeriria a su vez de ingresos que habrian de provenir -c re o - 
de instrumentos claramente progresivos si no se quiere una redistribución 
restringida a las capas más desfavorecidas, pero muy poco operativa entre 
los sectores dotados de niveles aceptables de renta1811.

2. Una réplica a las tesis del "Estado de tasas" desde

UNA PERSPECTIVA JURÍDICA: LA POSICIÓN DE BlRK Y ECKHOF.

Entre los juristas, la tendencia a reforzar la financiación, por asi decir, 
"retributiva" frente a la contributiva según la capacidad económica por medio 
del impuesto, se observa con no pocas reservas. En nuestro pais da buena

“no conlleveln) aportación económica de los usuários. Ello incidirá en la mejora de 
la calidad de vida de las personas con discapacidad de la Comunidad de Madrid".

180.En la actualidad ya sucedería esto en alguna medida, pero el paso a un siste­
ma de este tipo acentuaria enormemente esa tendencia salvo que se adopta- 
sen medidas de corrección como las que se sugieren en el texto. Asi, por ejem- 
plo, AlBi, comentando el caso espanol (con un sistema impositivo sólo modera­
damente progresivo; bastante para las rentas más altas, casi proporcional en 
las medias, y poco o nada progresivo, e incluso regresivo para las bajas: Públi­
co y privado, pp. 191), advierte que los efectos redistributivos se logran funda­
mentalmente a través del gasto social, particularmente en el âmbito de la sani- 
dad, de las pensiones y demás prestaciones sociales, lo que beneficia a los sec­
tores economicamente más débiles, que son las que en mayor medida reciben 
tales prestaciones. En menor medida, también se producen efectos redistribu- 
tivos a través del gasto en educación o vivienda, que beneficiarian sobre todo 
a los niveles médios de renta, originándose una redistribución desde las rentas 
más altas, merced a la progresividad del sistema. Aunque esta última redistri­
bución, sin embargo, podria llegar a provenir en parte de niveles bajos de ren­
tas. si el sistema impositivo fuera regresivo o si, por sus circunstancias, no dis- 
frutan de ese tipo de prestaciones (Público y privado, pp. 135).
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prueba de ello nuestra propia Constitución, que extiende a todos los tributos 
la vigência dei principio de capacidad económica, y también la reciente dis- 
cusión en torno al concepto material de tributo, que pretende extender ese 
principio a todas las prestaciones de carácter coactivo. En Alemania, esas 
reservas se ejemplifícan magníficamente en un trabajo de Dieter Birk y Rolf 
Eckhof, que constituye la contribución de estos autores al libro colectivo, ya 
citado (Sacksofsky/Wieland, Vom Steuerstaat zum Gebührenstaat), contribu­
ción que lleva como titulo: "Financiación pública mediante tasas e impuestos. 
Ventajas y desventajas desde una perspectiva jurídíca,,,ai.

Su tesis se expone en varias fases182. El punto de partida (A ) es la afir- 
mación de la opción constitucional por la financiación basada fundamen­
talmente en el impuesto, la teoria dei Estado de impuestos (Steuerstaat). A 
continuación (B) se analizan las características fundamentales de los 
impuestos, con las ventajas e inconvenientes asociadas a aquéllos. Tras ello 
(C) se realiza esta misma operación en relación con los tributos causales, 
tasas y contribuciones especiales, para terminar con un apartado conclusi­
vo (D ). Veamos ahora cada uno de esos pasos.

(A ) El punto de partida, como ya se ha dicho, es la afirmación de la 
opción que habria adoptado la 66 alemana a favor de una financiación 
basada fundamentalmente en el impuesto. Las necesidades colectivas de 
todo Estado -afirman los autores—  deben financiarse esencialmente a tra­
vés de tributos, a lo que anaden que todo tributo requiere de un funda­
mento que justifique el gravamen, asi como de un critério de reparto de la 
carga. Si el único fundamento es el deber general e igual de financiar al 
Estado, entonces nos encontramos ante un impuesto. Si consiste en la 
obtención de determinados benefícios dei Estado o en la provocación de un 
coste, nos encontramos ante una tasa. Esa diferencia ya indica -para estos 
autores- la necesidad de que el centro de gravedad de la financiación 
pública se busque en el âmbito impositivo183.

Esa presuposición se confirmaria en la propia Constitución alemana, que 
en vários de sus preceptos, sobre todo los relativos al reparto dei poder 
financiero, dejaria claro que el constituyente partió de la idea de una 
financiación pública esencialmente impositiva: "Los impuestos -Megan a

1B1. "Staatsfinanzierung durch Gebühren und Steuern. Vor- und Nachteile aus juris­
tischer Perspektive"

182, Esta sistemática no se ve reflejada exactamente en los distintos epígrafes dei 
trabajo; sin embargo, la division propuesta arriba es la que mejor describe el 
proceso argumentative y expositivo dei trabajo.

183. Birk/Eckhof, "Staatsfinanzierung...’', pp. 54,55.
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decir— son, como fuente financiera primaria dei Estado, elemento consti­
tutivo de su existência, de su fuerza ordenadora y su poder protector"184. 
No dan en este punto muchos más argumentos, lo que da idea de lo con­
solidado de esta teoria en la doctrina alemana.

Se justifica, por ello, un muy breve recordatorio de la tesis dei Estado 
impositivo respecto a la financiación por medio de tasas y de sus argu­
mentos fundamentales. La posición de Birk/Eckhof, en efecto, viene coinci­
dir con la versión más común de la teoria dei Estado impositivo, de la que 
se derivaria que la financiación a través de tasas u otros tributos causales 
constituye una excepción a la regia general, necesitada de una justifica- 
ción especial. Llegando incluso algunos autores a proponer una limitación 
cuantitativa para los ingresos distintos dei impuesto. Se llega a decir que 
el agotamiento de todas las posibilidades de establecimiento de tasas y 
contribuciones especiales seria contrario a aquel principio y, en conse- 
cuencia, inconstitucional185. 0 que, en conjunto, "la financiación de las 
necesidades dei Estado debe basarse en su mayor parte en ingresos impo- 
sitivos"186. Aunque esto último se ha objetado por otros autores, que no 
entienden posible extraer tal exigencia de la Constitución187.

El argumento fundamental (aparte de los preceptos dei reparto dei poder 
impositivo -art.105 GG- y el peligro de socavamiento dei equilíbrio fede­
ral a través de una intensa tributación causal), tanto para la exigencia de 
una justificación para los tributos no impositivos, como para la limitación 
cuantitativa de su importância global, se basa en el principio de "igualdad 
de cargas" (Lostengleichheitl, dado que tales tributos, frente a los imposi­
tivos, afectarían sólo a un circulo reducido de personas188.

Volviendo ya a la tesis de Birk/Eckhof, el impuesto se configura como una 
carga general, que permite al Estado financiarse dejando a los particulares en 
lo esencial la actividad económica, a cambio de la participación en el êxito

184. Birk/Eckhof, "Staalslinanzierung...", p. 55.

185. En ese sentido, Gramm, "Vom Steuerstaat zum Gebührenfinanzierten Diens- 
tleistungsstaat?", pp. 274,275.

186-Siekmann, “vor Art.104 a", en Sachs (coord.), Grundgesetz Kommentor, marg. 
47; analogamente, Gramm, "Vom Steuerstaat..., pp. 274, 275. También parece 
ser ésta la posición de Vogei., cuando afirma que la cobertura de las cargas 
públicas debe financiarse "sobre todo" a través de impuestos (“Grundzüge des 
Finanzrechts des Grundgesetzes", marg.43). En sentido similar Birk (Síeue- 
rrecht I, §, 8).

187. Es el caso de Heun (“Steuerstaat...", p. 21), Hendler ("Staatsfinanzierung..,", pp. 
81-83) o Sacksofsky ("Staatsfinanzierung durch Gebühren?", pp. 199-203).

188. K-H. Friauf, “ apud. Heun, ” Die Entwicklung...“, p, 20, nota 86, quien también se 
muestra a favor de esta tesis. También, ISENSEE, "Steuerstaat...", p. 430; VOGEI,
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económico de esa actividad, articulada de manera coactiva. Por esta razón se 
afirma que el impuesto, pese a su carácter coaetivo, está estrechamente vin­
culado al contenido material de los derechos fundamentals económicos de 
propiedad y libertad de profesión y empresa: economia de mercado, derechos 
fundamentals económicos e impuesto estarían inseparablemente unidos189. 
Esa carga general que es el impuesto constituye la contribución de los ciu- 
dadanos a la comunidad, y debe guiarse fundamentalmente por la capacidad 
económica individual manifestada por los particulares como consecuencia 
dei êxito de su actividad económica'90. Si el fundamento del gravamen -  
sehalan estos autores- es el deber general de financiar las necesidades 
colectivas, la medida de esa contribución debe ser la capacidad de los parti­
culares de repartir a tal efecto con el Estado su renta y su patrimônio191.

(B) Con ese punto de partida, Birk y Eckhof pasan revista a algunas de 
las características de la financiación a través de impuestos, y de los incon­
venientes que en algún caso pueden asociarse a aquélla.

Un lugar destacado ocupa la reflexion sobre la condición del impuesto 
como tributo no vinculado a contraprestación alguna. Esta característica, 
que es su elemento constitutivo o diferenciador, y a la que se vinculan algu­
nas de sus más importantes ventajas, constituye a su vez el motivo de su 
debilidad fundamental: al recaudarse los impuestos sín contraprestación, los 
ciudadanos no pueden percibir ninguna ventaja individual asociada a ese 
sacrifício económico. La recaudación de impuestos se destina en su conjun­
to a la financiación de la generalídad de las (areas estatales, razón por la 
cual los ciudadanos no perciben la necesidad de su prestación; por el con­
trario, como todos los contríbuyentes financian el presupuesto, el ciudadano 
Mamado al pago dei impuesto sabe que el cumplimiento de las tareas esta­
tales sigue siendo posible aun sin su contribución. Esto le Neva a percibir la 
obligación de pago como algo que unicamente produce efectos negativos

"Der Finanz- und Steuerstaat", marg. 69 ss. Birk, Steuerrecht I. Allgemeines 
Steuerrecht, § 4, marg. 8.

189.Se trata de un argumento ya conocido, y que ocupa un lugar relevante en la 
tesis dei "Estado fiscal", según ya se ha visto.

190. Los autores asumen aqui un concepto de capacidad económica, vinculada al 
êxito en la actividad desarrollada en el mercado, en la linea dei propuesto por 
Kirchhof y criticado, entre otros, por Klaus Tipke (en Die Steuerrechtsordnung, 
Ed. Dr. Otto Schmidt, Colonia, 1993, vol. II, pp. 528-532). En efecto, hablan de la 
individuellen wirtschaftlichen Leistungsfähigkeit, y por si quedara alguna duda, 
apostillan que debe vincularse "al êxito económico individual en el mercado".

191. Birk/Eckhof, "S taa ts fin anz ie rung .p . 55.
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sobre su situación económica y, consecuentemente, incentiva las conductas 
dirigidas a eludir su cumplimiento. El impuesto muestra asi su carência cons­
titutiva: ante el impuesto, el interés general y el particular se encuentran 
enfrentados. Al ciudadano llamado a pagar el impuesto no se le hace cons­
ciente de las ventajas que le proporciona su contribución. Y lo que el Estado 
consigue gracias al pago de los impuestos, no se pone en conexión con el 
pago individual dei impuesto. Como consecuencia de el lo -concluyen los 
autores- se debe aceptar que el impuesto separa al indivíduo dei Estado192 193.

Más adelante se destaca la exigencia de que el impuesto se articule de tal 
forma que haga efectiva la justicia contributiva que, a juicio de los autores, 
no seria sólo motivo o razón de su misma justificación (Rechtfer- 
tigungsgrund), sino también una condición funcional de aquél 
(Funktionsbedingung). La explicación de esto último es de sobra conocida: 
pese al carácter coactivo dei impuesto, su efectividad se encuentra condicio­
nada por una serie de limites no sólo jurídicos, o económicos, sino también 
fácticos. Estos últimos tienen que ver con el hecho de que, en principio, sólo 
los contribuyentes conocen su propia capacidad económica, que deben mani­
festar a la Administración. Pero por más médios personales que ponga la 
Administración, no es posible que controle todas las rentas de esos sujetos. De 
todo ello se deriva la idea de que, para poder hacer efectiva su pretensión a 
participar en el êxito de la actividad económica, la Administración necesita 
contar con la cooperación leal de los ciudadanos. Y para ello resulta esencial 
que estos acepten el impuesto, lo que sólo es posible en la medida en que el 
sistema impositivo cumpla con las exigências mínimas de justicia'91.

Y a continuación, se aborda un aspecto clave para la discusión: el impues­
to, como medio de financiación general, independiente de prestaciones esta- 
tales concretas, permite al Estado la necesaria movilidad e independencia en 
la financiación de las tareas públicas. El legislador presupuestario tiene a su 
disposición en el marco de la constitución la libertad para decidir libremen-

192. Bihk/Eckhof. "Staatsfinanzierung...“ ; pp. 55, 5G. La reflexion se ilustra con una 
conocida cita de Rousseau: " Ton pronto como el servido público dejo de ser el 
principal asunto de los ciudadanos y prefieren servir con su bolsillo a hocerlo 
con su persona, el Estado se hallo próximo o su ruina (...). En un pais verdadera- 
mente libre, los ciudadanos todo lo hacen con sus brozos y nado con su dinero“ 
J.J Rousseau, El Contrato social (trad, espanola de Fernando de los Rios Urruti), 
Libro 3", Capítulo XV. Conviene anotar, no obstante, como el propio Rousseau 
reconoce defender esta idea en minoria: "Yo me hallo muy distante de las ideas 
comunes, pues creo las prestaciones personales menos contrarias a la libertad 
que los impuestos".

1 9 3 .  BiRk/Eckhof, "Staatsfinanzierung..."; p. 56. Un razonamiento similar, entre 
nosotros, en RODRIGUEZ Bereijo, "Los princípios de la imposición..."; p. 594.
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te sobre las prioridades de su actuación, y el impuesto pone a su disposición 
los médios económicos necesarios. El impuesto garantiza, asi, la realización 
dei interés general, dado que su uso no depende de la relación entre oferta 
y demanda, ni de argumentos relativos a la cobertura o causación de costes. 
Consecuentemente, el contribuyente paga sus impuestos, pero no tiene 
influencia alguna sobre la utilización de esos recursos. Esa independencia 
respecto de los pagadores permite asegurar la racionalidad de las decisiones 
financieras y facilitar la ejecución de medidas (requeridas de financiación) 
necesarias pero impopulares. Los autores reconocen que también las tasas 
afluyen al presupuesto general, pero los principios que guían estos tributos 
causan interdependencias entre la financiación y las tareas financiadas. En 
consecuencia, la separación dei lado de los ingresos y de los gastos en el pre­
supuesto, y la consecuente independencia dei legislador presupuestario res­
pecto de la voluntad de los financiadores constituye una ventaja decisiva dei 
impuesto''3i. Justo lo contrario a lo que sostenia Grossekettler.

Por último, antes de pasar al análisis de los tributos causales, vuelven a la 
cuestión de la justicia en el reparto dei impuesto, que se viene manifestan­
do como un serio problema. En efecto, el impuesto, al que se debe otorgar 
preferencia frente a la financiación por medio de tasas, tiene sin embargo 
como presupuesto funcional su aceptación por los ciudadanos. La perdida de 
aceptación aumenta la presión para evitar, por médios legales o ilegales, el 
pago dei impuesto. Y esa aceptación depende en gran medida dei grado de 
justicia dei sistema impositivo o, más correctamente, de la percepción que 
los ciudadanos tengan sobre esa cuestión. El problema -senalan Birk y 
Eckhof- es que en los últimos anos la conciencia de los ciudadanos de estar 
soportando una carga impositiva ajustada a las exigências de justicia han 
retrocedido sensiblemente, lo que ha dado lugar a un incremento de las con- 
ductas elusorias, ante las que la Administración ha reaccionado con medidas 
desesperadas. Las causas de la disminución de la justicia impositiva y de su 
percepción por la ciudadania se deben imputar fundamentalmente al legis­
lador, con dos manifestaciones especialmente relevantes: el uso indiscrimi­
nado de los impuestos como instrumentos ordenadores y el caos creciente de 
la matéria jurídica, con la consecutiva perdida, en las respectivas matérias, 
de los principios portadores de sentido sistemático interno194 195.

Pero advertido el problema de la decreciente aceptación dei impuesto, y el 
correspondiente incremento de la dificultad de su exacción, plantean estos 
autores la pregunta decisiva: zPuede ser el paso a un "Estado de tasas” la solu-

<[)<• (j n C í> La t io  d c  'r. p u e s T o s  a t>n (-s tsc ic i t i c ■asas''1; c a c a c  oac i e c o n ô m ic a  o  c q j ^ a k - n r i a

194. Birk/Eckhof, "Staatsfinanzierung..."; p. 57.

195. BiRK/EcKHOf, "Staatsfinanzierung..."; pp. 57, 58.
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ción para este problema?'96. Para resolveria se hace preciso analizar los ins­
trumentos fundamentales de ese modelo: tasas y contribuciones especiales.

(C) Los tributos causales (Entgeltabgaben'97), tasas y contribuciones especia­
les, se distinguen frente al impuesto en que están vinculados o condicionados 
por concretos gastos públicos, presuponen una previa decisión de gasto público. 
Constituyen una compensación de esos gastos y por esto mismo solo pueden 
establecerse limitadamente. Y precisamente por ese carácter compensatorio, no 
pueden considerarse como una perdida patrimonial de los obligados a su pago196 197 198 199 200.

Punto de partida de su análisis, coherentemente con la afirmación de la 
tesis dei Estado impositivo, es que las tasas y contribuciones especiales 
constituyen, por decisión constitucional, una excepciòn necesitada de jus- 
tificación. Esa justificación, en el caso de las tasas, viene determinada jus­
tamente por la imputabilidad individual (de al menos parte) dei gasto esta­
tal. El impuesto es una carga general para la cobertura de la generalidad 
de las cargas públicas: por el contrario, la tasa detrae la ventaja obtenida 
por el usuário de un servido o bien público, o traslada a este último el 
gasto que puede serie imputado. Ahora bien, de esa vinculación de la tasa 
a fines concretos, todavia no se sigue necesariamente que su cuantia deba 
fijarse en atención al valor de la prestación pública'99. Porque también para 
las tasas es posible recurrir a un escalonamiento de la cuantia en función 
de la capacidad económica de los destinatários de los servidos2™ La justi­
ficación para un tal escalonamiento lo encuentra el BVerfGen el principio 
de Estado social y en los deberes constitucionales asociados a este princi­
pio, de garantizar el acceso a determinadas prestaciones (como por ejem- 
plo, los Kindergärten) a aquellos ciudadanos que las necesiten201.

De todos modos, esa posibilidad de establecer diferencias en la cuantia de 
las tasas en atención a la capacidad económica está sujeta a limites. Estos

196. Birk/Eckhof, "Staatsfinanzierung...": pp. 58..

197. Prefiero, en la traducción dei término alemán Entgeltabgaben, relerirme a tr i­
butos causales, terminologia que es común en nuestra doctrina (y para la que 
también hay término alemán: Kausalabgaben), frente a una versión que res- 
pondiera más exactamente al término alemán, como tributos retributivos, aun- 
que en algún momento se pueda utilizar también este último término.

198.Siguen en este punto a Kirchhof, “Staatliche Einnahmen", en Isensee/Kirchhof. 
Handbuch des Staatsrechts, tomo IV. § 88, margs. 181-183. Esas reflexiones las 
hacen respecto de las tasas, pero valen igual para las contribuciones especiales.

199. BVerfGE 50, 217 (226). Cfr. Birk/Eckhof. "Staatsfinanzierung...", p. 59.

200. Así lo ha senalado el BVerfG, en su sentencia 97. 332. Cfr. Birk/Eckhof. "Sta­
atsfinanzierung...", p. 59.

201. BVerfGE, 97, 332 (346 ss ). Cfr. Birk/Eckhof, "Staatsfinanzierung...", p. 59.

1 1 2



, ;D t  ' jí i  E s la t í j  o c  ffTrpj>í-sío s □ un  Es tado cie ta s a s 7 capacicJatí ç c o f i x r - c a  o e q u iv a le n t  a

se derivan de que a través de las tasas no es posible operar la redistribución 
de cargas públicas que deban ser soportadas por la generalidad. Si, por ejem- 
plo, se pretende costear integramente el coste de los Kindergarten a través 
de tasas escalonadas, se estaria atribuyendo a algunos de los padres (en 
parte) prestaciones que no habrían recibido ellos, sino otras personas. Tal 
cosa no es posible: la imputación de costes generales (por ejemplo, los origi­
nados por los ninos ajenos cuyos padres queden exentos, o paguen por deba- 
jo dei coste) no puede realizarse a través de la tasa. No resulta admisible car- 
gar al reducido circulo de usuários con el coste de las prestaciones sociales 
realizadas a favor de terceros. Esa carga corresponde a la generalidad y debe 
financiarse con cargo a impuestos. De ahi que el BVerfG sólo haya admitido 
el escalonamiento de la cuantia de las tasas en la medida en que la tasa más 
alta no cubra los costes reales de la instalación, y se encuentre en una rela- 
ción adecuada con la prestación administrativa recibida202.

En otro orden de cosas, la ventaja fundamental de las tasas -senalan- es 
justamente el que, al vincularse su pago a una concreta prestación pública, no 
adolecen dei carácter distanciador que era propio dei impuesto. El ciudadano 
percibe con claridad la relación entre la prestación pública y su contrapresta- 
ción, asi como la necesidad de esa contraprestación para poder disfrutar de 
aquélla. La idea dei principio de equivalência, que llevaria a los ciudadanos a 
ponderar costes y beneficios de las prestaciones públicas, permitiria incre­
mentar la calidad de las prestaciones públicas y contrarrestar las tendências 
al derroche en los comportamientos de gasto público203. Ahora bien — se pre- 
guntan los autores-, zno es esto sólo una vision idealizada? Es preciso ver 
cómo opera el principio de equivalência en la realidad y qué ventajas y des- 
ventajas presenta frente a la imposición según la capacidad económica.

El principio de equivalência -los  autores siguen en esto a Heinz Haller— 
pretende copiar en el âmbito público el proceso de formación de los pre- 
cios en el mercado: busca no sólo fijar los tributos por prestaciones con­
cretas en atención a su coste, sino más al lá de eso, orientar la extension y 
composición de los servicios públicos en función de las preferencias de los 
ciudadanos204. Justamente por la comprensión conjunta dei ingreso y el 
gasto se ha visto la superioridad dei principio de equivalência como crité­
rio de reparto de la carga tributaria205. Ese principio se introduce en el

202. BVerfCE, 97, 332 (346). Cfr. Birk/Eckhof, "Staatsfinanzierung...", p. 59.

203. Birk/Eckhof, "Staatsfinanzierung...''; p. 60.

204. La cita de Haller es a su libro Die Steuern, 3' edición 1981, p. 13. Cfr. Birk/Eck- 
FiOF, "Staatsfinanzierung...", p. 60.

205. Asi, por ejemplo, D. Brummerhoff. Finanzwissensehaft, 7‘ edición, 1996, p. 247, 
apud Birk/Eckhof, "Staatsfinanzierung..,", p. 60.
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derecho positivo como critério de reparto para la justificación de algunos 
impuestos (como el Gewerbesteuer -nuestro IAE-, el Impuesto sobre 
hidrocarburos o el de vehiculos), asi como de exacciones parafiscales, tasas 
y contribuciones especiales en sentido estricto y las tasas por aprovecha- 
miento de recursos (Ressourcennutzungsgebühren).

Respecto de los impuestos citados (impuestos finalistas -Zwecksteuern), 
sin embargo, advierten los autores que la referencia a esa pretendida equi­
valência es extremadamente indirecta e insegura. Los argumentos basados 
en la equivalência, que sirven a legislador para justificar esos impuestos, 
no pasan de ser pura retórica en la medida en que carezcan de influencia 
sobre la euantía del gravamen, sobre su reparto entre los obligados o sobre 
el uso dei rendimiento producido por tales impuestos. Y eso es justamente 
lo que sucede en el ordenamiento alemán206.

Respecto de las exacciones parafiscales, se afirma que su justificación 
se asocia, más que al principio de equivalência propiamente, a la idea de 
equivalência de grupo, en relación al grupo de beneficiados especialmen­
te por un gasto público que es justamente el que se financia por la exac- 
ción. A esta conclusion se Ilega desde la jurisprudência dei BVerfG sobre 
este tipo de exacciones, para cuya admisibilidad -s i se parte de las razo- 
nes de fondo dei tribunal—  se requiere la homogeneidad dei grupo de con- 
tribuyentes y su especial responsabilidad por el gasto que vienen a cubrir, 
qüe "como mínimo debe redundar preferentemente en beneficio dei 
grupo207. ~

En cuanto a las tasas y contribuciones especiales — senalan estos auto­
res-, a diferencia de las anteriores, no se destinan a la financiación de 
(areas concretas, sino que se llevan al presupuesto como médios generales 
de financiación208 209. El BVerfG, eso si, ha derivado dei principio de igualdad 
que la cuantia de las tasas no puede establecerse de manera totolmente 
independiente respecto dei coste de las tareas estatales a las que se vin­
cula el gravamen. Pero ha admitido que esa cuantia se pueda modular para 
conseguir objetivos de ordenación203, o que se articule un escalonamíento

Ly f u n c  ón  dei  ’ n t u i i o  en  d  ts t í i Oc  S ‘K iá y

206. Birk/Eckhof. "Staatsfinanzierung...’', pp. 60, 61.

207. Esta jurisprudência comenzaria en la Sentencia sobre el Kohlepfenning [BVerf­
GE 91, pp. 1B6 (201 ss). Cfr. Birk/Eckhof, '’Staatsfinanzierung...", p. 61.

208. Esto mismo sucede en nuestro ordenamiento, por regia general, respecto de las 
tasas; no asi respecto de las contribuciones especiales. Para el âmbito local, 
v.gr. art.29.3 LRHL.

209. BVerfGE 50, 217 (226); BVerfGE8S, 337 (346); BVerfGE93, 319 (344 s.). Esta u lti­
ma presupone sin más la aptitud de la tasa como instrumento ordenador. 
Birk/Eckhof, "Staatsfinanzierung...", p. 62, nota 25, con bibliografia sobre el tema.
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dei gravamen por debajo dei coste imputable los sujetos2'1’. En resumen, en 
la jurisprudência dei alto tribunal alemán, senalan Birk/Eckhof, la cuantia j 
de la tasa debe aparecer como justa, en el sentido de que debe guiarse por | 
olgún critério razonable desde el punto de visto de la finalidod de la cober­
tura total o parcial dei coste de determinados bienes o servidos públicos. 
Aparte de esto, el principio de igualdad exige un reparto justo entre los j 
deudores de la tasa. De todo lo anterior deducen los autores que la rela- / 
ción entre la cuantia de las tasas y los costes o ventajas atribuibles a los ' 
sujetos sólo se expresaria en el derecho vigente de manera débil.

Ponen algún ejemplo de la debilidad de ese vinculo, con los intentos de algu- 
nas ciudades dei Lond de Renania Westfalia de financiar, mediante las tasas 
por desagúes (Entwâsserungsgebühren) no sólo los costes de las instalaciones 
de desagüe utilizadas en los periodos por los que se devenga la tasa (más los 
intereses de los costes ya originados en el pasado), sino también la amortiza- 
ción sobre la base dei valor de reposición, es decir, sobre el coste previsible (y 
sustancialmente mayor) de una nueva instalaciõn equivalente a la que se 
encuentre en ese momento en funcionamiento. Consecuentemente, los pro- 
ductores actuales de aguas residuales no sólo retribuyen los costes asociados 
al uso que hagan de tales instalaciones, sino que en parte también se les exige 
una contribución general para la financiación dei presupuesto público. Y como 
no es posible una reserva dei producto de esas tasas con vistas a financiar esas 
futuras instalaciones que habrán de reponer a las nuevas, resulta que tales 
tasas ni siquiera se destinan a la financiación de futuras cargas financieras 
relacionadas en alguna medida con el supuesto de hecho de la exacción.

El ejemplo serviría para mostrar que las tasas, en el ordenamiento (ale­
mán) actual, pierden totalmente lo que para sus defensores constituye su 
mejor ventaja, toda vez que los deudores de la tasa se encuentran sujetos a 
una coacción de uso o adhesión. En efecto, estos sujetos, ní pueden dirigir- 
se hacia otro oferente, ni tampoco evitar totalmente el supuesto de hecho 
de la tasa2'1. Se les imponen costes futuros de cuyo nacimiento no se les 
puede considerar responsables. Por ello, los deudores de esa tasa -conclu- 
yen Birk/Eckhof- no la verán como más justificada o menos gravosa que un 
impuesto exigido sin contraprestación.

El desarrollo de las tasas y contribuciones especiales de los entes locales 
de los últimos anos muestra, además. que la cuantia de esos tributos en 210 211

c De ',?■ F v a d o  de  i r r p u r s i o s  a un Es la do  de i a s a s ? e j o a c u ía d  r c o n o n u c a  o i va ;c r c<íi

210. BVerfGE 97, 332 (344 ss.); vid. Birk/Eckhof, "Staatsfinanzierung,..", p. 62, nota 26.

211. Nótese la relación de estas afirmaciones y el problema surgido en torno al con- 
cepto de precio público y el de prestación patrimonial de carácter público en 
nuestra jurisprudência constitucional.
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ocasiones no resulta más fácil de controlar que la de las cargas impositivas. 
Tales tributos no sirven mejor que los impuestos para el control dei gasto 
presupuestario: tanto en lo que toca al reparto de las cargas impositivas 
como desde el punto de vista de la determinación dei destino dei producto 
dei tributo, son considerablemente independientes respecto dei coste y de 
la propia determinación de las tareas estatales. En determinados casos, 
estas tasas y contribuciones especiales están tan separadas en su construc- 
ción jurídica respecto de los concretos aprovechamientos y de los costes 
asociados a las prestaciones, que el principio de equivalência queda reduci- 
do a justificación teórica, pero no sirve como principio rector dei gravamen.

Esto sucede particularmente -según Birk/Eckhof- si se acepta el doble 
concepto de tasa propuesto por Klaus Vogei, según el cual la recaudación de 
tributos causales serviria bien a la compensación de una ventaja individual 
experimentada por el ciudadano, bien a la compensación de costes de los que 
el ciudadano es responsable212. Y en la misma linea, el concepto reconocido 
aisladamente por el BVerfG2'2, de los ''Vorteilsabschópfungsabgaben" o 
"Ressourcennutzungsgebühren'', tributos que se exigen por el disfrute de una 
ventaja vinculada, no ya a una prestación administrativa, sino al aprovecha- 
miento de recursos naturales. En la medida en que en tales casos no se están 
compensando costes sino sólo un beneficio -senalan estos autores-, el prin­
cipio económico de equivalência quedaria reducido a un simple motivo de 
justificación de un ingreso estatal suplementario214.

Partiendo de estas reflexiones, los autores pasan a las posibles deficiên­
cias que Nevaria consigo un sistema de financiación pública basado esen- 
cialmente en tributos causales.

En primer lugar, el principio de equivalência resulta, al menos en la 
actual configuración jurídica de los tributos causales, tan indefinido o vago 
como el critério de la capacidad económica, lo que abre el peliqro a que 
bajo supuestos tributos causales se establezcan impuestos enmascarados,

212. Lo sostíene en "Grundzüge des Finanzrechts des Grundgesetzes", en 
Isensee/K irchhof (eds.), Hondbuch des Staatsrechts, tomo IV, § 87, marg. 46.

213. BVerfGE 93, 319.

214. Asi lo afirman Birk/Eckhof, "Staatsfinanzierung...” , p. 63. Por su parte, en su 
Manual, Birk rechaza ese doble concepto de tasa; a su modo de ver, la tasa solo 
procede a11í donde se produce una ventaja o beneficio para determinados indi­
víduos a la que viene asociada un coste administrativo. Es preciso que exista 
un coste y un beneficio individual. Si falta uno de esos elementos, por ejemplo, 
si sólo hay compensación de coste pero no hay ventaja individual, o si sólo hay 
ventaja pero no hay coste, no nos encontramos ante una tasa, sino ante un 
impuesto. Birk, Steuerrecht I, § 4. marg. 12.
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al tiempo que injustamente repartidos, para la cobertura de las cargas 
financiers generales. Y por ello, el derecho de tasas actualmente en vigor 
resulta poco adecuado para asegurar las pretendidas ventajas vinculadas al 
principio de equivalência: no permite controlar, adernas dei lado de los 
ingresos, también el lado de los gastos estatales215 216 217.

Un segundo problema seria la falta de Iimitación de los tributos causa­
les, como consecuencia de su falta de regulación constitucional. El princi­
pio de cobertura de costes no se encuentra en la Constitución, sino en ley 
ordinaria, y sólo indica que la recaudación total de la tasa no debe superar 
el importe total de los costes originados por la actividad o prestación a la 
Administración. El principio de equivalência no está expresamente en la 
Constitución, si bien se derivaria dei principio de proporcionalidad, por lo 
que sólo prohibe que entre prestación y contraprestación se dé una des- 
proporción manifiesta; sólo violentan ese principio, por tanto, las medidas 
tributarias que desconozcan de manera grosera o evidente esa relación. De 
ahi que, para estos autores, los tributos causales resulten en la actualidad 
incluso más imperméables al control juridico que los impuestos.

Pero con todo el mayor de los problemas es otro, vinculado a los limites 
propios dei principio de equivalência216, Porque si realmente el mercado es 
el mecanismo ordenador, superior frente al proceso democrático, para la 
satisfacción de una concreta necesidad, lo que no se entiende es por qué 
no se déjà la prestación correspondiente totalmente al mercado. En efecto, 
oferta y demanda son un instrumento más flexible y efectivo de control 
que el que pueda representar el derecho de tasas. Y, desde un punto de 
vista juridico, se debe ahadir que los derechos fundamentales económicos 
y en concreto el libre ejercicio de profesión solamente toleran una satis­
facción estatal de necesidades privadas o públicas cuando estas pueden ser 
de esta manera mejor satisfechas que por el sector privado21'.

Ahora bien, a11i donde el interés general o la cláusula de Estado social 
excluyan que una determinada necesidad quede en manos dei sector priva­
do, se plantea la pregunta de si esos mismos intereses generales no se 
verán lesionados si esa concreta necesidad sólo puede verse satisfecha 
cuando quien la experimenta tiene capacidad de pago suficiente para ello. 
De ahi se deriva una exigencia dirigida para cualesquiera fórmulas de

215. Birk/Eckhof, "Staatsfinanzíerung...", p. 64.

216. De esos limites se ocupan los autores en la obra citada, pp. 64-66.

217. "Staatsfinanzierung...,,1 pp. 64,65. Aqui vemos una concreta manifestación de 
un problema tratado más atrás, el de la justificación de la actividad adminis­
trativa, y dentro de esta la actividad económica.
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financiación basadas en tributos causales: deben solucionar el problema de 
cómo realizar las tareas públicas allí donde existe demanda de los ciuda- 
danos pero no existe capacidad de pago. Porque para muchas de esas tare­
as se cumple que quien necesita la prestación, no la puede financiar, y 
quien la puede financiar no la necesita31*.

Para tales supuestos, el principio de equivalência sólo es una régla ade- 
cuada si lo que se quiere es reducir el Estado al minimo indispensable. La 
fijaciôn de ese minimo, además, no se realizaria de acuerdo con procedi- 
mientos democráticos, sino propios dei mercado. Lo que significa que ya no 
seria el Parlamento, sino los financiadores concretos dei Estado los que 
determinarian la extension y modo de cumplimiento de las tareas estata- 
les. Y esto Neva a los autores nuevamente al principio de Estado impositi- 
vo, una de cuyas más importantes funciones era justamente la de garanti- 
zar al Estado su capacidad prestacional (a través de los ingresos impositi­
vos) con independencia de la voluntad de los concretos contribuyentes, y 
de esta manera asegurar la imparcialidad dei Estado ante cada uno de los 
ciudadanos con independencia de sus concretas contribuciones. Esto es 
una exigencia dei Estado democrático, en cuyo seno los ciudadanos deci- 
den a través de su derecho igual al voto, no mediante su desigual poder 
adquisitivo.

A esto anaden que el principio de equivalência excluye, en linea de prin­
cipio, las transferencias por razones sociales, por lo que la articulación de 
la financiación estatal sobre dicho principio no sólo iria en contra dei prin­
cipio democrático, sino también contra el de Estado social. De ah i se deri­
varia que la propia efectividad de los instrumentos financieros basados en 
ese critério necesitaria asegurarse a través de garantias complementarias 
de carácter social. Pero -d icen -, si se afirma el principio de equivalência, 
puede resultar complicado justificar fondos estatales para transferencias. 
Lo que sucede es que el propio Estado de tasas no puede pasar sin esos fon­
dos y, consecuentemente, sin los impuestos para financiarlos. Pero enton- 
ces, es la propia eficacia dei principio de equivalência para los fines que se 
le senalan la que resultaria puesta en tela de juicio.

Como conclusion final apuntan que el principio de equivalência, como 
critério de reparto de la carga fiscal, debe quedar restringido a la compen- 
sación de le equivalência individual (ventaja individual asociada a un 
coste) a través de tasas y contribuciones especiales, asi como a la com- 
pensación de la equivalência de grupo por medio de exacciones parafisca­
les. De donde se deduce que no existe ninguna alternativa frente a la

218."Staatsfinanzierung...” , p. 65.
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financiación de las cargas públicas a través de impuestos guiados por la 
capacidad económica. Pese a ello, los autores afirman que esa superioridad 
dei Estado de impuestos sobre el Estado de tasas sólo podrá asegurarse en 
la medida en que se vuelva a reconducir o a ajustar, tanto en su extensión 
como en su configuración, dentro de un sistema manejable y aceptable. A 
estos efectos, la derivación de la financiación de cargas por prestaciones 
que benefician a grupos determinados y de determinadas funciones orde- 
nadoras al âmbito de los tributos causales y exacciones parafiscales podria 
ayudar para descargar al Estado impositivo, a11í donde este ya no da abas­
to para esas tareas. Pero ello implica una tarea normativa que concrete los 
âmbitos en que pueden exigirse tales contraprestaciones. En caso contra­
rio, no se estaria dando paso dei Estado de impuestos al de tasas, sino dei 
caos impositivo al caos de los tributos causales2|1J.

3. El NECESARIO MANTENIMIENTO DE UN SISTEMA 
IMPOSITIVO PROGRESIVO

Este debate, dei que aqui sólo se ha trasladado una muestra, ofrece algu- 
nas ensenanzas de interés. Desde una perspectiva muy general, sirve para 
recordamos la exigencia metodológica de no enmascarar los aspectos ide­
ológicos en el debate pretendidamente cientifico. Este era un problema que 
subyacia a la concepción de Grossekettler, que hacia su propuesta de evo­
lucionar hacia un Estado de tasas sobre la base de argumentos estricta- 
mente económicos, eludiendo el problema ideológico acerca de la necesi- 
dad de socializar determinados costes. Lo cual, todo sea dicho, no indica 
neutralidad ideológica, sino muy al contrario, presupone una innegable 
toma de postura de esa naturaleza. Y en cierta manera se puede imputar 
este mismo problema a los juristas que construyen la tesis dei Estado impo­
sitivo, pretendiendo extraer de la Constitución (ya sea la alemana o la 
espanola) limitaciones para el ejercicio de la actividad pública empresarial, 
o respecto de la posibilidad de que el Estado se financie en mayor o menor 
medida a través de tributos causales. El problema es más claro respecto de 
lo primero (actividad pública empresarial): el aspecto ideológico de la 
cuestión no se esconde totalmente (desde luego en Alemania), pero se pre­
tende extraer de la Constitución directamente una determinada concep­
ción, de la que se derivaria el carácter necesario, desde la perspectiva ju rí­
dico constitucional, de una determinada solución. Ya senalé más atrás que, 
a mi modo de ver, la decisión no se podia extraer directamente de la 219

219. "Staatsfinanzierung...", pp. 66 67.



Constitución, sino que caia en el âmbito de configuración dei legislador. En 
cuanto a la importância relativa que puedan adquirir en la financiación 
pública impuestos y tasas, intentaré en las páginas que siguen descubrir si 
sucede algo parecido.

En un plano más especifico, aquel debate aporta algunas ideas interesan- 
tes sobre el concreto problema de la conveniência de una financiación basa- 
da fundamentalmente en la tributación según la capacidad económica o 
según critérios de equivalência. Hay, por un lado, (A ) razones de orden eco­
nómico o jurídico político, favorables a un incremento de la tributación cau­
sal y, por otro, (B) otras que indican que no se puede renunciar a un sistema 
impositivo progresivo como pilar fundamental de la financiación sin serias 
consecuencias para la consecución de los fines dei Estado social. Veámoslo.

(A ) A las posiciones doctrinales que reclaman un mayor recurso a los tr i­
butos causales hay que darles la razón en algunas cosas, si bien con algu- 
nos matices de diverso alcance.

1. Por ejemplo, cuando afirman la conveniência, en linea de principio, de 
que los ciudadanos perciban correctamente el coste de cada uno de los ser- 
vicios y bienes públicos de los que disfrutan, por medio de la exacción de 
la correspondíente contraprestación. El que esa percepción sea muy preci­
sa, y que se haga consciente a través de una contraprestación, es decisivo 
para que los ciudadanos se vean forzados a realizar una valoración en tér­
minos de costes y benefícios con vistas a orientar su consumo de tales bie­
nes públicos, evitando asi las deficientes asignaciones de recursos que 
parecen inevitables cuando tales bienes se ofrecen sin contraprestación220.

En este contexto, de otra parte, cabe dar entrada a propuestas dei tipo de 
la que hacia Grossekettler, relativas a la posibilidad de establecer tributos 
causales dirigidos a desincentivar determinados usos que se perciben como

l a  f -m c i o t i  de i  T n b u í o  en t*i [ s ta c l o  Smriai  y D c f r c c f j h o c  de De re chn

220.Este tipo de argumentación, por ejemplo, es uno de los que sirve en el seno dei 
Institute of Economic Affairs (a través de cuyas publicaciones se han expresado 
los principales representantes de la "nueva economia'', como Friedman, Posner, 
Hayek o los representantes de la Public Choice) para preferir la redistribucion en 
dinero que en especie, a través de la prestación gratuita de determinados bie­
nes o servicios, que provoca asignaciones ineficientes de recursos. Cfr. Healo, 
Public expenditure..., p. 137. Pero, como ha destacado este último autor, y más 
atrás se ha comentado con más detalle, esa preferencia por la redistribucion en 
dinero no es siempre válida. Ni, como se insistirá en el texto, dicho argumento 
es adecuado para cualquier tipo de bienes. Entre nosotros, acoge este tipo de 
argumentos Álvaro RodríGUEZ Bereijo, "Una reflexion sobre el sistema general de 
la financiaión de las Comunidades Autónomas", REDC, núm. 15 (1985), p. 77.
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particularmente costosos, o al menos a compensar esos especiales costes. 
Las contraprestaciones, en este caso, cumplirian en cierta medida una fun- 
ción extrafiscal. El ejemplo que maneja ese autor se referia al uso de auto- 
pistas en horários de máxima densidad de tráfico. Propuestas de este tipo 
ya se han hecho realidad en algunos lugares, y en otros comienzan a pro- 
ponerse. En Singapur, por ejemplo, las grandes artérias que conducen al 
centro de la ciudad son objeto de control a través de sofisticados sistemas 
técnicos, que permiten que cada vez que un vehículo pasa por uno de esos 
controles, ese uso quede registrado y se le pueda exigir la contraprestación 
correspondiente221. En la ciudad de Londres se prevê una medida similar222.

Es preciso advertir, no obstante, que existen grupos o sectores de acti- 
vidades administrativas en las que el esquema planteado no es válido, al 
menos no enteramente, y otros respecto de los que, siendo teoricamente 
válido, resulta dificilmente compatible con determinados objetivos de 
carácter socio-económico propios del Estado social.

Lo primero sucede, como minimo, respecto de todas aquellas actividades 
administrativas que vienen impuestas a los ciudadanos en sentido fuerte 
(porque resulte obligado por las normas solicitar o recibir un servicio), y por 
las que se gira una tasa. En tales supuestos, ciertamente, la exaceión hace 
al ciudadano consciente de su cosle, e incluso puede que le lleve a compa­
rar el coste y el beneficio que le produce, pero esto no sirve a dirigir su 
comportamiento, salvo que sea para infringir las normas (por ejemplo, a no 
solicitar la renovación dei DNI para no pagar la tasa correspondiente). Por 
cierto que la coacción puede ser de muy diversos tipos (recuérdese la polé­
mica STC 185/1995 sobre las prestaciones patrimoniales de carácter públi­
co), y que en mayor o menor medida todos esos supuestos plantean pro­
blemas desde la perspectiva dei principio de equivalência, tal y como lo 
entendia Haller (trasladar al âmbito de la actividad administrativa el 
modelo de precios de la economia privada), lo que se traduce en imperfec- 
ciones de ese principio, con vistas a cumplir las funciones arriba aludidas.

Lo segundo se produce en relación con todos aquellos bienes o servicios 
públicos a través de los cuales el Estado no persigue simplemente una fun-

221. El dato lo tomo de una información publicada en el Diário El Pais, dei 12 de 
junio de 2001 (p.7). Según esa información, cada coche tendria una tarjeta 
magnética, una especie de monedero electrónico dei que se descontaria la can- 
tidad correspondiente cada vez que se verifica el paso por uno de esos contro­
les. Se trata, en definitiva, de una forma de peaje, con la ventaja de la agilidad 
que permite el procedimiento indicado frente a los tradicionales sistemas de 
cobro en barrera.

222. La información la tomo dei mismo lugar referido en la nota anterior.
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ción asignativa, sino también cubrir determinados objetivos redistributivos, 
y muy especialmente cuando se trate de bienes irrenunciables desde la 
perspectiva de la dignidad de la persona, respecto de los que el Estado 
social asuma la responsabilidad de una prestación universal. Es cierto que 
la redistribucion puede llevarse a cabo por medio de transferencias en 
dinero, y que esto permite compatibilizar ese objetivo con la exigencia de 
contraprestación por los concretos bienes y servicios públicos ofertados 
(para garantizar también una eficaz asignación de recursos), pero ya se ha 
visto, al comentar la propuesta de Grossekettler (ap. D), que existen deter­
minados bienes, y más concretamente aquellos de carácter irrenunciable, 
para los que este tipo de fórmulas plantea sérios inconvenientes.

2. También parece razonable admitir que, a través de estos sistemas de 
financiación según el principio de equivalência, se favorece una mayor 
adecuación de la provision de bienes y servicios públicos a las preferencias 
de los ciudadanos, que sólo se conocen realmente cuando estos se ven for- 
zados a hacerlas conscientes tras comparar costes y beneficios. Lo que apa­
rece como una ventaja de la financiación causal, siempre que se parta, 
como parece lógico, de que al menos en linea de principio es deseable que 
la provision de bienes y servicios públicos se ajuste a esas preferencias 
individuales, por razones de eficiência y también morales, vinculadas a la 
idea liberal e incluso al propio principio democrático223.

Pero aqui conviene introducir importantes matices, en buena medida 
relacionados con los senalados en el punto anterior. Aparte de la coactivi- 
dad (en grados diversos) de muchos de esos bienes y servicios públicos, se 
debe hacer notar que lo que se favorece con estos sistemas de tributos 
causales es la adecuación de la provision de bienes y servicios públicos de 
acuerdo con las preferencias estrictamente individuales, es decir, aquellas 
que se refieren al uso por cada individuo de determinados servicios colec- 
tivos; con otras palabras, las preferencias del ciudadano en cuanto "consu­
midor directo1' de determinados bienes o servicios públicos. Pero no permi- 
ten valorar otro tipo de preferencias, que son las que el individuo percibe 
por relación a otros indivíduos o como miembro de una comunidad, como 
las de provision de bienes sociales o de bienes o servicios deficitários. En 
definitiva, en aquellos bienes públicos en los que, más aIlá de la simple

223.Esta constituye, de hecho, una preocupación bastante común entre los econo­
mistas modernos (Buchanan, Musgrave, Stigütz, etc.), si bien hunde sus raices, 
como ya se indico, en los clásicos marginalistas europeos, como Sax, de Vm DE 
Marco o Wickseil. Vid. notas 145 y 146.
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asignación de recursos, se busca una función distributiva. Para esto último 
no sirven las regias dei mercado, a cuya imagen se construye el principio 
de equivalência (Haller)22'’.

De otra parte, y en estrecha relación con esto, es sabido que los tributos 
causales no sirven para la financiación de las funciones redistributes (ya 
sea prestaciones en especie o en dinero), que requieren de un sistema de 
impuestos y transferencias. La opción por el impuesto, en cualquier caso, 
no implica necesariamente el rechazo de la idea de adecuar la provision de 
estos bienes públicos (en este caso, bienes sociales, redistribución, etc.) a 
las preferencias individuales, si se toma la premisa de que también los 
deseos o necesidades altruistas (o, al menos, no necesariamente egoistas 
según el esquema típico del homo oeconomicus) de los indivíduos entran 
dentro de su escala de preferencias224 225. El ciudadano, entre sus preferencias 
individuales, incluiría también algunas relativas al bienestar de otros ciu- 
dadanos, y estaria dispuesto a contribuir para satisfacer dichas preferen­
cias, a través dei correspondiente impuesto. Lo que sucede es que, para ese 
tipo de necesidades, la lógica dei principio de equivalência no sirve ya 
como critério para guiar a las instituciones políticas en el proceso de ade- 
cuación (a través dei sistema politico) de la provision de los bienes públi­
cos a tales preferencias. Conseguir esa adecuación es una tarea harto com­
plicada, y para el lo el instrumento fiscal ofrece ya poca ayuda con vistas a 
hacer conscientes y a revelar esas preferencias, comenzando porque no 
parece realizable un sistema en el que, para cada bien público no adecua- 
do al principio de equivalência, se establezca un impuesto que permita al 
ciudadano hacer una valoración dei coste de los servicios prestados225. Es

224. Ya senalaba M uSGRAVE (Teoria.... p. 64) que tanto el principio de capacidad eco­
nómica como el dei beneficio "tienen algo que aportar, y ambos tienen graves 
defectos. El método dei beneficio, por su misma naturaleza, no puede resolver el 
problema de las ramas de distribución y de estabilización". En sentido análogo, 
destacan la incapacidad dei principio dei beneficio para dar cabida a las fun­
ciones redistributivas, M urphy/N agel, The myth o f ownership..., capitulo 2, pp. 
11. 12: "The benefit principle is in fact incompatible, as a matter o f politico! 
morality, with every account o f social justice that requires government to pro­
vide any kind o f income support or welfare provision whatever to the destitute"

225. Vid. las reflexiones de Musgrave, Teoria..., p. 91. Este tipo de preferencias, por 
el hecho de ser de carácter altruista o, más genericamente, de no estar vincu­
ladas al "propio interés” en el sentido estricto que subyace a las decisiones de 
un consumidor en el mercado, no por eito dejan de ser preferencias subjetivas.

226.Servicios que se prestan total o parcialmente o otros ciudadonos, pero de los 
que. asumiendo la idea del texto, el ciudadano llamado al pago dei impuesto 
obtendria una satisfacción de sus preferencias individuates, aunque estas ten- 
gan carácter altruista. Grossekettler apuntaba bacia una solución de este tipo
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inevitable, por tanto, recurrir a impuestos capaccs de financiar el conjun­
to de esos bienes y servidos públicos que no pueden costearse con tribu­
tos causales, con los que sólo resultan ya posibles evaluaciones globales. Y 
estos impuestos requieren de un critério para el reparto de la carga, que ya 
no podrá ser el de equivalência227.

En definitiva, la provisión de bienes y servicios públicos no se puede pre­
tender ajustar exclusivamente, siempre y en todo caso, a las preferencias 
individuales de los ciudadanos, en cuanto “consumidores directos" de ser-

(poeo realista), en las que los ciudadanos recibirian factutas donde apareceri- 
an los costes de los distintos servicios públicos, perfectamente desglosados, 
con la parlicipaciòn de cada ciudadano. Para fomentar la adecuación a las pre­
ferencias individuales, complementaba su propuesla (a nivel, creo, más retóri­
co que otra cosa) sugiriendo un sistema de elecciones directas de los respon- 
sables políticos de las distintas áreas, en los diversos niveles de gobierno, que 
habrian de ofertar listas de bienes públicos con sus costes.

227.Salvo que este se entienda en un sentido muy lato, y se recurra al critério de 
la riqueza, como indicio dei beneficio que los ciudadanos oblienen de los bie­
nes o servicios públicos, concepción en la cual tienden a confundirse o al 
menos a confluir beneficio y capacidad económica. Algo similar sucede con el 
principio dei interés, que propugnara Luigi Vitorio Berliri, y que nos acaba Ne­
vando a las tres manifestaciones típicas de capacidad económica: renta, patri­
mónio y consumo. El impucsto justo (trad. de Fernando Vicente-Arche dei ori­
ginal italiano, ia  giusta imposta, 1945), IEF, Madrid 1986, pp. 37-95. El crité­
rio para el justo reparto, dice este autor, debe ser la idea de ajustar el impues- 
to a la "cuota relativa de interés dei particular en orden a la prestación de los 
servicios públicos" (p. 92). Este critério no coincide con el dei beneficio, entre 
otras cosas porque, a diferencia de este último, actúa ex onfe, pues se refiere 
al interés que el ciudadano tiene en que se presten determinados servicios 
públicos. También tiene algunas cosas en común con aquél, como la referencia 
a las preferencias individuales o subjetivas de los ciudadanos acerca de los ser­
vidos públicos como critério de reparto (aunque luego esa relación queda bas­
tante diluída), que se vinculan a las utilidades que los ciudadanos esperan 
obtener de tales prestaciones. No obstante, se debe hacer notar (y esto es rele­
vante desde la perspectiva dei texto) que su concepto de interés es más amplio 
que el que subyace al principio de equivalência o beneficio, por cuanto permi­
te tener en cuenta preferencias y utilidades que, sin embargo, no son accesi- 
bles al principio de equivalência, como sucede con las que los ciudadanos per- 
ciben respecto de los bienes sociales. Esto se advier te claramente (p. 99) cuan- 
do se refiere a servicios tales como la alimentación escolar gratuita, subsídios 
de desempleo o similares, respecto de los cuales este autor enliende que el ver- 
dadero servido público no es el que se presta a los consumidores directos de 
tales bienes, sino el que se presta a todos los ciudadanos, siendo aquellas pres­
taciones, que sirven a cubrir determinadas necesidades individuales de los des- 
tinararios directos, solamente un medio para la satisfacción de necesidades 
colectivas (mayor difusión de la cultura, lucha contra el paro...).
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vícios públicos, manifestadas a través de un instrumento que pretende 
actuar a imagen dei mercado. Sobre esto, en cualquier caso, se insistirá 
más adelante.

3. Otro de los argumentos que se suele esgrimir a favor de las tasas es 
que, frente a los impuestos, estarian sometidas a limites más nítidos. En 
efecto, se senala que el principio de equivalência permite trazar con mayor 
precision la cuantía de las prestaciones exigidas a los particulares, lo que 
implica que somete al legislador a limites más estrechos a la hora de exi­
gir la contribución de los ciudadanos al sostenimiento de los gastos públi­
cos. Esto se puede conceder en linea de principio, pero también con mati- 
ces. Tanto Hender como Birk y Eckhof han destacado que desde esta pers­
pectiva no cabe otorgar una ventaja decisiva a las tasas frente a los 
impuestos. Hendler destaca la tendencia dei BVerfGa recortar el âmbito de 
configuración dei legislador respecto de los impuestos (ejemplificado en la 
famosa decision sobre la "partición por mitad"228 229 230), destacando al tiempo 
que tampoco el principio de equivalência ofrece un limite perfectamente 
marcado220. Y en esta última linea, Birk y Eckhof también tienden a equi­
parar, desde este punto de vista, impuestos y tasas (más biemjrapacidad 
económica v eauivaiencia). sehalando que tan vago es el limite de ía capa- 
cidad económica como el principio de equivalência200. No les falta razón, al 
menos en parte. Ciertamente, desde un punto de vista jurídico, el principio 
de equivalência (sobre todo si carece de reconocimiento constitucional 
expreso, y sólo puede extraerse dei principio de proporcionalidad) no per­
mite trazar un limite de perfiles perfectamente definidos frente al legisla­
dor. En la linea de lo senalado por el BVerfG, excluiría únicamente las des- 
viaciones manifiestas respecto de las exigências dei principio. Pero esto no 
debe extra na r; la vaguedad y la imprecision constituyen una nota caracte­
rística de los princípios. Pero admitiendo esto, también parece necesario 
aceptar que, desde esa perspectiva, el principio de equivalência -a l menos, 
cuando opera en relación con los costes- ofrece un critério algo más defi­
nido que el de capacidad económica. En relación con este argumento de la 
mayor claridad de los limites, también se senala que las tasas permitirían

228. La Sentencia de 22 de junio de 1995 sobre el Impuesto sobre el Patrimônio, que 
ha suscitado un intenso debate doctrinal, de la que se puede ver el comentá­
rio de Pedro Manuel Herrera Molina, ’"’Una decision audaz del Tribunal Cons­
titucional alemán: el conjunto de la carga tributaria del contribuyente no 
puede superar el 50% de sus ingresos", Impuestos, núm. 14 (1996), pp. 78 ss. lj

229. Hendler, "Staatsfinanzierung...", p. 73.

230. En "Staatsfinanzierung...''. p. 64.
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una mayor transparência sobre el uso de los recursos públicos, por la cone- 
xión ingreso-gasto, lo que a su vez facilitaria un mejor control dei gasto 
público, pues se dejan menos resquícios para los abusos231 232.

4. Las tasas, además. tendrian frente al impuesto la ventaja de dejar al 
ciudadano una mayor capacidad de disposición sobre los bienes públicos 
que desea percibir; le permitirian, por tanto, un mayor âmbito de autono­
mia que el impuesto en sus decisiones de gasto233. También este argumen­
to se debe aceptar, en linea de principio, pero nuevamente con el impor­
tante matiz de que no son pocos los supuestos en que los servicios o acti- 
vidades administrativas son de obligada reeepción (y lo serian mucho más 
aun si se extiende el âmbito de las tasas a todas las funciones públicas, 
como pretende Grossekettler) o, sin serio, son dificilmente renunciables por 
los ciudadanos, que no pueden eludir su uso o su adhesión (dada la posi- 
ción monopolistica dei ente público)233. Claro está que para algunos auto­
res, partidários de la reducción dei papel dei Estado, estos servicios obliga- 
torios deberian reducirse sensiblemente y, en ese sentido, es notorio que un

231. Argumentos de este tipo, aunque las propuestas no se vayan exactamente en 
la linea de una financiación mediante tasas, están muy presentes entre diver­
sos autores, críticos con el Estado social, que parten de un análisis dei funcio- 
namiento real de los procesos democráticos (vid. nota al pie número 12). Entre 
el los. se encuentran los representantes de la escuela de la "Public Choice", 
como Buchanan, Tuilock o Brennan, que dirigen sus propuestas fundamentals 
a lim itar las facultades presupuestarias de los gobiernos (vid. también la nota 
al pie número 18). Entre nosotros, los acoge Rodríguez BEREiJO, "Una reflexion 
sobre...", p. 77.

232. Esto lo destacan, por ejemplo, Hendler, "Staatsfinanzierung..."; p. 78; o Sack- 
SOFSKY, "Staatsfinanzierung durch Gebühren?", p, 190. Esta idea se puede 
reconducir al Mamado "objetivo liberal", cuya idea fundamental, como explica 
Neumark [Princípios de la imposición..., p. 268), ha sido expresada en múltiples 
ocasiones y con mayor o mayor claridad por algunos autores anliguos, siendo 
Hauer (en Finanzpolitik, pp. 135 ss. y 241, 242) el primero en formularia expli­
citamente, para el âmbito de la política financiera (no sólo impositiva, pues). 
Neumark se refiere a él al tratar dei "principio de minimizar las intervenciones 
fiscales en la esfera privada y en la libertad económica de los individuos".

233. El argumento lo manejaban, según vimos más atrás. Birk y Eckhof, y recuerda 
a nuestra jurisprudência constitucional sobre el concepto de prestación patri-

I monial de carácter público (STC. 185/1995). También la propia Sacksofsky,
l quien para los casos de monopolio relativiza su fuerza; los ciudadanos pueden,

pese a que el Estado ocupa una posición monopolistica, modular su ut i l ízación 
de esos servicios y bienes públicos y, con ello, también el gravamen. Es cierto, 
pero conviene matizar, a su vez, que cuando los servicios sean esenciales esa 
posibilidad es relativa.
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modelo basado fundamentalmente en tasas llevará normalmente a una 
sensible disminución dei Estado y con ello, también dei gasto público (esta 
seria -para estos autores- otra de las ventajas), de la que se derivaria una 
mayor autonomia de gasto para los particulares. Lo que sucede es que esa 
mayor autonomia de gasto sólo afectaria a los ciudadanos dotados de 
capacidad de pago, que la verian asi aumentada al disminuir su carga tr i­
butaria. Pero: iy  los ciudadanos que carecen de esa capacidad y que depen- 
den de las prestaciones públicas para su desarrollo social y personal? V esta 
es, en última instancia, la cuestión: la búsqueda dei equilíbrio más ade- 
cuado entre esos objetivos en conflicto: la autonomia y la libertad, asi 
como la asignación eficiente de recursos, por un lado, y la igualdad y la 
cobertura de las necesidades más básicas de los indivíduos (condición, a su 
vez, para una autentica libertad), por otro23J.

5. Otro de los argumentos de peso, en parte relacionado con los anterio­
res, que habla a favor dei recurso a la financiación causalizada es el de la 
aceptación dei tributo por la ciudadania. Esta mayor aceptación derivaria de 
vários aspectos: de la mejor percepción por el ciudadano de la justificación 
de la exacción, por su vinculación a un concreto servicio, actividad o uso, y 
de la mayor transparência que, por esto mismo, permiten las tasas sobre la 
forma en que se produce el gasto publico. Resulta innegable que, en linea 
de principio, las tasas, en la medida en que se ajusten a las exigências dei 
principio de equivalência, plantean menos problemas de aceptación que los 
impuestos, precisamente porque se encuentran vinculadas a una ventaja dei 
contribuyente o al coste de una actividad o servicio provocado de alguna 
manera por aquél o que, al menos, le afecta individualmente. Pero tampoco 
hay que exagerar este argumento. Por un lado, hay que volver a recordar que 
ante no pocas de las actividades por las que se exigen tasas, los ciudadanos 
se encuentran en una situación de coacción de uso o de adhesión. En oca­
siones, vienen obligados por las propias normas a recibir un determinado 
servicio; en otras, el ente público se encuentra en situación monopolistica 
en la prestación de servidos "esenciales", irrenunciables para los ciudada­
nos. Cuando la actividad administrativa produce al particular una ventaja 
individual perceptible, resulta inevitable reconocer que la exacción de una 
tasa será generalmente aceptada o, como minimo, tenderá a provocar

; Do t it i  f - ^ a r t o  di* n»| )ues !<vi  j  ,<n Es tado de t j s a s ? rapdCi rJad  e w õ r n i c a  n í*<tin';<)i**rii m

234.En este sentido, cabe recordar, a titu lo  simplemente ilustrativo, cómo el propio 
Haller subrayaba que el “objetivo liberal", en caso de conflicto, debe ceder ante 
el postulado de justicia, juicio en el que se muestra completamente de acuer- 
do Neumark, Princípios..., p. 269.
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menos resistência que un impuesto, especialmente si la cuantía respeta el 
principio de equivalência con los costes o con los benefícios (para el caso de 
las tasas por uso de dominio público). Pero si esa actividad no le produce 
tales ventajas (o si no las percibe como tales), sino que responde funda­
mentalmente a exigências dei bien común (v.gr. la expedicíón dei DNI), la 
aceptación dei gravamen ya no puede darse por sobreentendida. Aun así, no 
se producen problemas de recaudación dei tributo, pero la clave no está en 
la aceptación, sino en que el pago es requisito prévio (o simultâneo) de la 
prestación. Esto nos Ileva a otro argumento que se esgrime habitualmente 
para afirmar la superioridad de los tributos causales frente al impuesto: su 
resistência al fraude, toda vez que el disfrute dei servido se vincula al pago 
de la correspondiente contraprestación. Argumento que se debe aceptar, 
aunque no tiene validez universal, pues no todas los tributos causales se 
recaudan de esa manera. Por otro lado, en supuestos como la tasa por la 
expedición dei DNI, podrá suceder que haya ciudadanos que, justamente 
para eludir la prestación, eviten la solicitud dei servicio, contrariando de esa 
forma las normas vigentes que obligan a ello.

6. Por último, cabe hacer referencia a otro argumento que se ha maneja­
do últimamente en la doctrina alemana, con apoyo en la jurisprudência dei 
BVerwG. Me refiero a la idea de que el principio de equivalência, aunque 
no recogido expresamente en la Constitución (es sabido que la GG recoge 
muy pocos princípios, y ninguno específico para la tributación), no dejaria 
por ello de tener anclaje constitucional, en cuanto manifestación dei prin­
cipio de proporcionalidades Seria, pues, una concreta manifestación de 
este principio (y constituiria, de esta forma, un limite para el legislador 
ordinário), que se dotaria en el âmbito dei Derecho tributário de unos per­
files y una significación singular que permite hablar de él como de un prin­
cipio propio. En cualquier caso, su eficacia como limite al legislador ordi­
nário seria, eso si, relativa, pues sólo protegeria frente a vulneraciones 
especialmente flagrantes de las exigências dei principio.

Tal construcción, a mi modo de ver, es algo dudosa23f, pero tiene la vir- 
tud de destacar la importância dei principio de proporcionalidad en el pro-

235. Cfr. Reinhard Hendier, "Staatsfinanzierung durch Gebühren oder Steuern. Vor- 
und Nachteile aus juristischer Perspektive” , en Sacksofsky/W ieland (Eds.), Vom 
Steuerstaat zum Gebührenstaat, Baden-Baden, 2000, p. 72. También, Birk/Eck- 
HOF, '’Staatsfinanzierung durch Gebühren und Steuern. Vor- und Nachteile aus 
juristischer Perspektive", en la misma obra colectiva recién citada, p. 64.

236. No creo, por ello, que permita rebatir la objeción de falta de recepción consti­
tucional expresa, destacada por algunos autores (como LOZANO SERRANO, “Las
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blema que nos ocupa. Dicho principio (aplicable a cualquier acción estatal 
con incidência sobre los derechos fundamentales), habrá de tenerse en 
consideración para determinar cuando se debe acudir a la financiación 
pública mediante impuestos y cuándo, por el contrario, un juicio de pro- 
porcionalidad hace preferible la financiación individual o privada según 
critérios de equivalência.

7. En la versión comúnmente aceptada en Alemania de este argumento, 
el principio de proporcionalidad serviría, de una parte, para justificar la 
exacción de una tasa, y de otra como limite máximo a su cuantia. Alguna 
propuesta reciente ha ido más allá, viendo en el principio de proporciona­
lidad (junto con el principio de igualdad) un critério que podría, no sólo 
justificar, sino incluso exigir la financiación segim criterios_de equivalen- 
cia. Me refTêro a la que formula Frenz, quien ha Negado a sostener la 
inconstitucionalidad de financiar determinadas necesidades públicas 
mediante el presupuesto general, cuando esas necesidades se originan jus- ' 
tamente en comportamientos imputables a un especifico grupo de contri- 
buyentes de los que es posible predicar una capacidad económica suficien­
te para hacer frente a dichos gastos-0'. ,

Frenz llega a esta conclusión en el seno de un estúdio sobre el principio 
dei causante o, quizá mejor, dei principio de causación (Verursacherprinzip), 
principio alternativo al de la carga común (Gemeinlastprinzip), y que se 
habria puesto de manifiesto especialmente en el âmbito dei Derecho 
ambiental, a través dei axioma quien contamino paga, convertido en una de 
las claves ordenadoras de ese âmbito jurídico08. La idea rectora de ese prin-

( D c  u h  [ s u r l o  de  ^ D u e s t o v  d u n  E b i a d o  d e  m s 2 '>? cü Da c i da c I  ç c o n o n . i e a  o  c q i r v d ^ H c  a

prestaciones patrimoniales...", pp. 50 ss.), que por eso mismo defienden que el 
principio de equivalência no se puede poner en el rmsmo plano que la capaci­
dad económica. Coincido en esto último, no tanto por la falia de rango cons­
titucional dei principio de equivalência (que quizá se pudiera extraer de la 
recepción en la Constitución de la figura de la tasa y la contribución especial), 
como por la preferencia que en este âmbito otorga nuestra Constitución al 
principio de capacidad económica.

237. Walter Frenz, Das Verursacherprinzip im öffentlichen Recht: Zur Verteilung von 
individueller und staatlicher Verantwortung, Duncker & Humblot, Berlin 1997, 
especialmente pp. 153 ss. Entre nosotros, recoge esta postura recientemente 
Enrique OrtIZ CAtLE, "Proyecto docente" presentado al concurso para la provi­
sion de una plaza de Profesor Titular de Universidad en la Universidad Carlos 
III de Madrid (inédito), pp. 63, 64. o 112.

238, La traducción literal dei término alemán Verursacherprinzip seria más bien la 
de "principio dei causante", y hace referencia a la traslación al causante de los 
costes públicos que le puedan ser imputados por ser el causante de los mismos.
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«i pio s
£X\a la de trasladar al ciudadano, y no a la comunidad, los costes oca- 

sionad^s |30r c*eterm'nac*os comportamientos imputables a indivíduos eon- 
Cretos trata un Pr'nc'P'0’ Por tanto, que opera justamente en el âmbi­
to ni,» a9ul interesa: el reparto entre comunidad e indivíduo de la respon-que
sa b ilid ^  de soportar el coste de esos bienes o servidos219.

Esle ax 'oma ÍQu'en contamina paga, y en general el principio de causa- 
çlbnj t £ndria su anclaje valorativo en la idea misma de la justicia y, más 
çoncretamente' Pobr'a considerarse, para este autor, una derivación de

aquéll0 en el âmbito de la justicia distributiva o de la justicia en las car-
g M En ambit0 concreto de la discusión entre financiacíón impositiva 
0 eaus^' Pr'nc'P'° estaria vinculado al de igualdad én la imposición, asi 
tomo ^  principio de proporcionalidad, pues resultaria contrario a tales 
Princip' os c' ue determinados contribuyentes de acreditada capacidad eco-

Oómic0
lrnpue£

resultaran beneficiados por la decision de financiar con cargo a 
tos determinadas necesidades que sólo resultan atribuibles a su 

ae tiv id ^  Y c'e âs 9ue' consecuentemente, deberian responder2,11.
ba ^  nstrucción de este autor, a mi modo de ver, resulta interesante, pues 

retoma un ar9umento de indudable relevância con vistas a determinar 
cómo se  f 'nanc'an l°s 9astos públicos: el de la provocación de tales gastos. 
Se trat^ un asPect0 9ue no Puede desconocerse con vistas a realizar un 
jvicio â e ProPorci°nalidad sobre la manera de costear tales gastos. Porque, 
tomo ^ e5taca d  autor, si se desconoce ese dato, puede llegarse a una 
tiluacif-'’ 11 en â Pue â car9a tributaria que dejen de soportar los causantes 
de dete rm'nabos 9astos públicos la tenga que asumir la generalidad, con el 
resulta^° no besea^ e de un 9asto público que no estaria al servicio dei 
inters general sino más bien de intereses privados.

Ahor^ b'en' eS evibente 9ue este principio no constituye una fórmula

Tágica
ocupa.

que permita resolver Iimpia y fácilmente el problema que nos 
Pues el establecimiento de una relación de causalidad entre la 

• <ón de un determinado sujeto y una actividad pública con sus res-
actuací
Pectivo  ̂ costes' a efectos de imputar a dicho sujeto la responsabdidad por 
lãsituí» c'° n causante de esa actividad pública costosa (y, sobre esa base,

por razones de estilo, sin embargo, me parece preferible hablar de principio de 
^ac ión , término que, si bien no responde al tenor literal de aquella expre- 

, si responde a su sentido último. Ortiz Calle, "Proyecto docente", tampo- 
co espeta el sentido literal y habla de "principio de causalidad".

2’9 El i^P titu lo  de su trabajo es bien significativo: Zur Verteilung von individueller 
' ^  staatlicher Verantwortung.

itOFHEr-'JZ' ®05 ^crursoc/terprinzip..., p. 42.
241 pREr_jJZ, Das Verursacherprinzip..., pp. 153 ss.

no
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trasladarle el coste) es problemática en diversos sentidos; puede plantear 
dificultades de orden probatorio, pero sobre todo requiere necesariamente 
de valoraciones242. Valoraciones en las que se habrán de tener en conside­
ration aspectos diversos, como si la situación que da lugar a la actividad 
administrativa se encuentra bajo el control del indivíduo o, por el contra­
rio, fuera de él (y, en su caso, las razones para esto último), o la naturale- 
za de las razones o los intereses que se encuentran detrás de la actuación 
o situación del ciudadano con las que se vincula la actuación administra­
tiva (si se trata de un interés puramente privado, aunque legítimo, o de un 
interés que pueda considerarse general, especialmente si lo es según las 
exigências dei Estado social). Así, por ejemplo, parece razonable exigir la 
asunción individual dei coste de una actividad de saneamiento ambiental 
como consecuencia dei desarrollo de actividades económicas contaminan- 
tes (el conocido axioma de quien contamino paga). Pero si piensa en los 
costes de todo orden que "provocan" las personas necesitadas de educación 
o tratamiento especial por minusvalias físicas o psíquicas, la razonabilidad 
e incluso la proporcionalidad de la medida ya no es tan clara; en otras 
palabras, no parece que pueda considerarse a tales sujetos "causantes" de 
la actividad administrativa y responsables de los costes que pueda originar. 
Y sin embargo, así pareció entenderlo en un primer momento el Consejo de 
Gobierno de la CA de Madrid, cuando en virtud de su acuerdo de 19 de 
octubre de 2000 (BOCM 273, de 16 de noviembre de 2000), al que ya se ha 
hecho referencia más atrás, fijó los nuevos precios públicos por los servi­
dos de atención o estancia en Centros de atención a personas con disca- 
pacidad (propios, concertados o contratados) de esa CA. Aunque, como 
también se sefialó, aquel acuerdo ha sido recientemente derogado, y la CA 
de Madrid ha pasado a prestar dichos servicios sin contraprestación.

De otra parte, este principio (salvo que la relación de causalidad se entien- 
da en un sentido muy lato) no constituye más que un argumento, al lado de 
otros, que se debe tener en cuenta para resolver este problema. En efecto, la 
falta de una relación de causalidad (en sentido fuerte) no excluye que se pue- 
dan individualizar los costes, siempre que esto sea posible. Si no he entendi­
do mal lo que este autor entiende por causación, creo que no se puede con­
siderar al ciudadano que solicita la expedición dei DNI causante de dicha acti­
vidad administrativa, pese a lo cual se le puede trasladar el coste. Y a la inver­
sa, cabe pensar que habrá supuestos en los que, pese a la constatación de una 
relación de causalidad, deba o pueda considerarse la socialización de todo o 
parte dei coste, en atención a determinadas circunstancias. Imaginese el

242. Lo destaca el propio Frenz, Dos Verjrsacherprinzip..., pp. 23.
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supuesto de quien, como consecuencia de un accidente debido a una grave 
imprudência propia, requiere de una operación de elevado coste de la que 
depende su vida o la capacidad de valerse por si mismo. El principio de cau- 
sación nos diria en este caso que el coste de esa operación debe trasladarse a 
dicho ciudadano, en cuanto sujeto al que cabe imputar la responsabilidad por 
la producción de tales costes243. Ya esto plantearía algún problema valorati- 
vo, pues podría entenderse como una limitación dei dereeho a las prestacio- 
nes sanitarias. Pero el problema es aún más serio. Pues si este principio se 
lleva hasta sus últimas consecuencias, sin tener en cuenta otro tipo de con- 
sideraciones, se deberia de concluir que dicha operación solamente podria 
realizarse a condición de que dicho sujeto soportase'efectivamente el coste 
de la operación, quedando excluida en caso contrario, lo que chocaria fron­
talmente con el dereeho a la protección de la salud (articulo 43 CE), expre- 
sión en última instancia dei valor supremo de la dignidad de la persona244.

l a  f ^ ' O t u  ücí l n l > u ! o e n  r  Esiüü'  Soe j .  y D ' ) m c T r 2 l i r o  ;)c Der rrOio

243.En nuestro ordenamiento podria llegar a darse un resultado similar al dei texto, 
aunque sólo relativamente, y no por la via de tributos o contribuciones causales, 
sino por la de la responsabilidad civil. De acuerdo con el art. 127.3 dei TRLGSS, 
cuando la prestación sanitaria haya tenido como origen supuestos de hecho que 
impliquen responsabilidad criminal o civil de una persona, la prestación se hará 
efectiva, pero el INSALUD o, en su caso, las mutuas de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales de la Seguridad Social, podrán reclamar al respon- 
sable (o su subrogado legal o contractual) el coste de las prestaciones sanitarias 
En el supuesto dei texto, habria de reclamarias a la compania aseguradora, pero 
en determinados supuestos (v.gr., cuando los danos se producen como conse­
cuencia de la conducción bajo el efecto de bebidas alcohólicas), la compania 
puede repetir contra el conductor responsable, el propietario dei vehículo o el 
asegurado (art. 7.a de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circula- 
ción de Vehiculos a Motor, como es denominada, a raiz de lo dispuesto en la DA. 
B" de la Ley 30/1995, el Texto Refundido de la Ley de Uso y Circulación de Vehi­
culos de Motor, aprobado por el Decreto 632/1968, de 21 de marzo).

244ÍConviene recordar que, en nuestro ordenamiento. la sanidad pública es un servi- 
f  cio universal y no contribulivo, con un amplisimo âmbito de cobertura, y que se 
" financia, no ya mediante cotizaciones, sino a través de aportaciones dei Estado 

al Presupuesto de la Seguridad Social o, en caso de haberse transferido tales ser­
vidos a las CCAA (lo que afecta ya a todas las CCAA), conforme al sistema de 
financiación autonômica vigente en cada momento (art.86.2 de TRLGSS, y art.82 
de la Ley General de Sanidad, en la redacción dada a estos dos artículos por la 
Ley 21/2001, de 27 de diciembre; arts. 68 y 69).

La excepción viene constituida por las prestaciones por accidentes de trabajo o 
enfermedad profesional, respecto de las cuales opera una financiación basada (al 
menos en parte) en critérios de equivalência estrechamente vinculados, adernas, 
a la idea de causación, que es lo que aqui me interesa destacar. Tales prestacio­
nes se financian con cargo a las cotizaciones de los empresários (bien a la Segu­
ridad social, bien a las citadas mutuas), a los que se considera responsables,
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(B) Han quedado expuestas ya las fundamentales razones que hablan a favor 
de los tributos causales. Corresponde, ahora, exponer aquellas otras que apo- 
yan la tesis de que, a pesar de lo anterior, estos tributos causales no pueden 
constituir una alternativa frente al modelo de financiación mediante impues- 
tos de una parte importante de las tareas estatales. Todas ellas se reconducen 
a una idea fundamental: que esa sustitución no es posible sin que ello se tra- 
duzca en una disminución de las prestaciones sociales o, como minimo, en una 
perdida de poder redistributivo dei Estado social. Por esa razón, que intentaré 
exponer, creo preferible el mantenimiento, con los ajustes que sean precisos, 
de un sistema impositivo con potência recaudatoria y una cierta progresividad. 
Esta propuesta encierra una determinada opción ideológica: ahora bien, soy de 
la opinión, y asi lo intentaré mostrar, de gue al menos en buena medida esa 
opción se encuentra contenida en la propia Constitución espanola.

1. Más atrás se ha expuesto cómo en el artículo 31.1 CE cabia ver una 
opción favorable a la financiación dei Estado preferente o fundamental­
mente a través de tributos. Pero más allá de eso me parece posible afirmar 
que la Constitución opta porque, dentro de ese sistema tributário, el 
impuesto ocupe un lugar preferente. Pues sólo de esta manera puede cum- 
plirse la exigencia de que la contribución al sostenimiento de los gastos 
públicos se realice en función de la capacidad económica a través de un 
sistema tributário justo, teniendo en cuenta que esa justicia se manifiesta 
fundamentalmente a través de conjunción de las ideas de igualdad (no sólo 
formal sino también material) generalidad y progresividad, con la idea de 
fondo de la solidaridad, que dota de sentido al conjunto y que se encuen­
tra en la base misma dei deber de contribuir245.

La Constitución opta, pues, por un sistema de financiación de los gastos 
públicos basado fundamentalmente en un sistema tributário justo, articula-

en virtud de un critério de responsabilidad objetiva, de los danos producidos 
como consecuencia de la actividad de la empresa. Dentro de esa idea de con- 
mutatividad o equivalência, es de destacar que los tipos de cotización (en las 
cotizaciones a la Seguridad social por ese tipo de contingências), dependen dei 
grado de riesgo de las respectivas actividades (RD.2930/1979). No obstante, 
este sistema sólo responde parcialmente a la idea de equivalência, toda vez que 
la base de la cotización viene determinada por los salarios, lo que remite de 
alguna manera a ideas de capacidad econômica.

245.La relación de todos esos princípios con la idea de solidaridad como fundamen­
to dei deber de contribuir la destaco ya el TC en su Sentencia 76/1990. Lo 
comenta Carmelo Lozano Serrano, Consecuencios de la jurisprudência constitu­
cional sobre el Derecho financiero y tributário, Civitas, Madrid 1990, pp. 33,34.
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do de manera decisiva a través de la idea de reparto según la capacidad eco­
nómica. Desde luego que la justicia tributaria no se agota en este principio, 
como pretendieron algunas concepciones doctrinales. Ni cabe excluir que 
otros critérios — de justicia tributaria o de otro orden- puedan incidir en el 
reparto de la carga tributaria, además dei de capacidad económica. Pero de 
lo que no cabe duda es de que la Constitución pretende que la contribución 
de los ciudadanos al levantamiento de las cargas públicas (o, lo que es lo 
mismo, el reparto de éstas) se haga conforme a la capacidad económica de 
aquéllos, a través de un sistema tributário que tiene que respetar una serie 
de cânones de justicia. El principio de capacidad económica no es sólo uno 
de ellos, sino el que ocupa el lugar central, ya sea como critério de igualdad 
o como concreta manifestación en el âmbito tributário de la idea de igual­
dad. y constituye una referencia fundamental para comprender el resto de 
princípios que en la Constitución definen la idea de justicia tributaria.

No procede aqui avanzar mucho más en la exégesis dei art.31.1 CE, pues a 
los efectos de este estúdio es suficiente con constatar que en dicho precepto 
nuestra Constitución toma partido en la discusión que nos viene ocupando, 
dando preferencia al principio de capacidad económica frente al de equiva­
lência o beneficio, como critério para el reparto de las cargas públicas. Esto 
no supone, como ya se ha indicado, la exclusión de otros critérios con vistas 
al reparto de las cargas públicas para figuras tributarias concretas, siempre 
que el lo sea compatible con los princípios específicos de justicia tributaria 
acogidos en el texto constitucional. Así, por ejemplo, cabe dar entrada a con- 
sideraciones de política social y económica, ya sea en el establecimiento de 
gravámenes o benefícios tributários. Y también cabe dar entrada al principio 
(alternativo al de capacidad económica) de equivalência o dei beneficio, que 
no deja de ser un critério de justicia en el reparto de las cargas tributarias, 
aunque no se acoja expresamente en la Constitución, cuando ello venga con­
venientemente justificado. Y siempre que ello resulte compatible con el prin­
cipio de capacidad económica y demás princípios dei art.31.1 CE, lo que desde 
una perspectiva global implica una condición: que el sistema tributário en su 
conjunto conserve, pese a esos elementos que son ajenos a su lógica, su ade- 
cuación a aquéllos princípios, esto es, que permita articular la contribución de 
los ciudadanos conforme a su capacidad económica relativa, y con respecto a 
los princípios de generalidad, igualdad y progresividad246.

Li funcicn jc : Inbu io  ef* d  ts iaoc Soe.as y Dc'1'uc

246.En sentido análogo, refiriéndose a la capacidad económica como principio cons­
titucional que se predica fundamentalmente (o incluso, exclusivamente, aunque 
este aspecto se puede dejar por el momento abierto) dei sistema tributário en su 
conjunto, José Maria Martín Delgado, “Los princípios de capacidad económica e 
igualdad en la Constitución espanola de 1978", en HPE, núm. 60 (1979), p.69.
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Y esto implica también, a mi modo de ver, una clara opción a favor dei 
impuesto como instrumento central, toda vez que la realización de ese pro­
grama eonstituyente sólo es posible si la financiación a través de un siste­
ma de impuestos ocupa un lugar decisivo. Esto es especialmente claro si se 
parte de que las tasas y contribuciones especiales se guian por el principio 
de equivalência. Y no deja de serio aunque se defienda que también las 
tasas y demás tributos causales, individualmente considerados, deben ade- 
cuarse a las exigências dei principio de capacidad económica247. Porque, 
por más que se quiera sostener esto último, habrá que aceptar que este 
principio sólo es aplicable a las tasas de una manera bastante incompleta 
o imperfecta246. En efecto, discutir que las tasas y contribuciones especia­
les responden fundamentalmente a la idea de equivalência, resulta un ejer- 
cicio de voluntarismo249. Y, sobre todo, resulta innecesario, puesto que esa 
afirmación no implica negar al principio de capacidad económica toda 
vigência en el âmbito de las tasas. Queda un espacio adecuado para este 
principio, que puede operar de manera complementaria o correctora, para 
disminuir o incluso eliminar el gravamen para algunos supuestos250. Y, por

247. Como sostiene, por poner sólo un par de ejemplos, Juan Martín Querali, "Refle­
xiones en torno a la adecuación de las tasas a la Constitución” , Revisto Volen- 
ciona de Hacienda Pública. Palau 14, núm. 4 (1988), pp. 6-11; RODRÍGUEZ Berei- 
JO, "Una reflexion...", p. 77.

248. Recientemente, vuelve a recordar las dificultades teóricas de aplicar este prin­
cipio a las tasas, Carlos Palao Taboada, en su contribución al libro homenaje a 
Kruse. "Precios públicos...", p. 647.

249. El propio Martin Queralt ("Reflexiones en torno a la adecuación de las tasas a 
la Constitución", pp. 6-11), que defiende la necesaria adecuación de las tasas 
a la capacidad económica, constata la primaria dei principio dei beneficio en 
su ordenación actual.

250. Algunos autores recurren a otro tipo de argumentos para compatibilizar la 
vigência dei principio de equivalência o beneficio y el de capacidad económi­
ca en este tipo de tributos, explicando el principio dei beneficio en el marco de 
la capacidad económica. Asi, José Maria Martín Delgado ("Los princípios de 
capacidad económica e igualdad en la Constitución espanola de 1978", en HPE, 
núm. 60 (1979), p.80] afirma que el principio dei beneficio "puede ser entendi­
do en el âmbito de la capacidad económica como un incremento de capacidad 
sobrevenida como consecuencia de una actividad administrativa, solicitada o 
no por un contribuyente. Es la tributación de un beneficio especial que pone de 
monifiesto una distinta posición de los sujetos perceptores con relación al 
resto..." En sentido análogo, F. Javier CORS Meya, “ Las tasas en el marco de un 
sistema tributário justo". REDE núm. 51 (1986), pp. 327 y 366. Pero a mi modo 
de ver, esta forma de entender la relación entre ambos princípios (que enlaza, 
aunque la formulación es inversa, con aquellas concepciones dei principio de 
capacidad económica que vinculan a éste con el del beneficio) adolece de una
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otra parte, no se puede perder de vista el carácter regresivo que, por prin­
cipio, presentan las tasas frente a los ímpuestos (al menos, frente a algu- 
nos de el los), sin que la aplicación correctora dei principio de capacidad 
económica baste para eliminado, sino sólo para atenuarlo251. Conviene 
recordar, no obstante, que esta afirmación es válida desde una perspectiva 
general o global, pero puede tener excepciones en supuestos individuales, 
en los que lo menos regresivo o lo más adecuado desde la perspectiva de 
la justicia tributaria puede ser, justamente, el trasladar el coste de deter­
minados servidos públicos a aquellos sujetos que han "provocado" o cau­
sado el gasto, obteniendo de él un beneficio252.

Es eierto, por otro lado, que en nuestro sistema el legislador puede con­
figurar tasas claramente orientadas por el principio de capacidad económi­
ca, claramente desligadas de la idea de equivalência en lo relativo a la 
cuantía. No hay limites constitucionales (sólo legales, y disponibles, pues,

cierta artificiosidad, y supone vaciar en buena medida al principio de capaci­
dad económica de su contenicio. que no es otro que la idea de riqueza, como 
critério de reparto de las cargas impositivas, idea que estaria en la propia natu- 
raleza de las cosas (como indica Palao, y acoge también Martin Delgado). íQué 
riqueza experimenta un sujeto, cabe preguntarse, como consecuencia de la 
expedición dei DNI, de la certificación de la inspección técnica de su vehículo, 
su caldera o su ascensor? Puede que experimente un beneficio -en  el caso dei 
DNI incluso esto es dudoso— , y puede que ese beneficio se pueda entender, 
incluso, en términos de riqueza, pero resulta artificioso afirmar que la contri- 
bución a la cobertura dei gasto de las actividades administrativas correspon- 
dientes responde a la idea de contribución según la capacidad económica. Por 
otra parte, entendida asi la relación entre ambos princípios, se plantean algu- 
nas dificultades en relación con aquellos supuestos en que la contribución se 
acerque al beneficio experimentado por el sujeto, pues cabria preguntarse si de 
esa manera no se está produciendo un efecto confiscatorio, por agotar la capa­
cidad económica puesta de manifiesto (lo destaca Cors, "Las tasas...", p. 328). 
Es obvio, sin embargo, lo fictício dei problema. Lo que sucede, sencillamente, 
es que la idea fundamental de reparto no es la capacidad económica, sino la 
de equivalência o beneficio. La acción dei principio de capacidad económica es, 
en este âmbito, complementaria o correctora.

251. Sacksofsky, ''Staatsfinanzierung...", p. 193.

252. Más atrás se habló de este tipo de supuestos, al comentar la postura de Frenz. 
siendo paradigmáticos los casos de tributos ambientales. Entre nosotros, for- 
mulaba observaciones similares hace ya algunos anos César Albinana, en el 
"Prólogo" a la obra de M. VEGA, Las contribucioncs cspccialcs, IEF, Madrid 1975, 
p. 10. Se suma Martin Delgado, "Los p r in c íp io s ..p . 80. También Rodríguez 
BereijO ("Una reflexión...", p. 77), advierte que la idea de reparto justo de la 
carga tributaria no se puede pretender realizar siempre a través de impuestos 
guiados por el principio de capacidad de pago.
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por el legislador) que lo impidan. Pero en tal caso, lo cierto es que, más que 
tasas, lo que se está estableciendo por el legislador son impuestos, al 
menos desde el punto de vista de las categorias económicas (e incluso ju rí­
dicas) tradicionales. En esa linea iban las criticas de Birk y Eckhof, y tam- 
bién la doctrina de nuestro Tribunal Constitucional en su Sentencia 
296/19942“ . El problema, pues, es que bajo las categorias jurídico forma- 
les de las tasas se estén estableciendo impuestos encubiertos, guiados por 
la idea de capacidad económica, pero de manera bastante imperfecta. Pues 
el fraccionamiento de la imposición en múltiples gravámenes lleva necesa- 
riamente, como es bien sabido, a una cierta perdida en valores fundamen- 
tales como la igualdad y la misma capacidad económica, inseparablemen- 
te unida a la igualdad.

2. En estrecha conexión con lo anterior, la Constitución otorga al sistema 
tributário un relevante papel en orden a la consecución dei objetivo (inelu- 
dible para el Estado social) de la redistribución de la renta y la riqueza. Por 
un lado, los ingresos públicos, y en su seno los tributários, constituyen un 
presupuesto para poder articular esa redistribución a través dei gasto. Pero 
más allá de eso, la Constitución también asigna directamente al sistema tr i­
butário una función redistributiva; la idea de un sistema tributário justo o 
dei justo reparto de la carga tributaria, en nuestra Constitución, se encuen- 
tra inseparablemente a esa idea de redistribución, que se manifiesta a tra­
vés de la exigencia de progresividad dei sistema tributário253 254.

l 3,ja s > car.jcitJail ecf-f-ornu. a o e.11*ivõ:enc• í.

253. En la que se afirma, para fundamentar el fallo favorable a la constitucionalidad 
dei recargo catalán sobre las "tasas sobre el juego", que ese tributo sobre el 
juego, creado por el art. 3 dei Real Decreto 16/1977 “ es uno figuro fiscal distin­
to de la categoria de “tasa", puesto que con ello no se pretende lo contropresta- 
ción proporcional, mós o menos aproximado, dei coste de un servido o realiza- 
ción de actividades en régimen de Derecho público, sino que constituye un 
autentico "impuesto" que gravo los rendimientos obtenidos por actividades de 
empresários privados de manera virtualmente idêntica o los impuestos que gro- 
van la adquisición de rento por actividades expresivas de capacidad económico".

254. Como lleva afirmando el Tribunal Constitucional desde su Sentencia 27/1981. 
donde afirmaba que "el sistema justo que se proclama no puede seporarse en 
ningún caso dei principio de progresividad ni dei de igualdad ", y que la igualdad 
tributaria "vo intimamente eníazada al concepto de capacidad económica y al 
principio de progresividad" por lo cual “no puede ser, o estos efectos, simpie- 
mente recondueida a los términos dei articulo 14 CE: una cierta desigualdod cua- 
litativa es indispensable para entender cumplido este principio. Precisamente la 
que se realiza mediante la prngresividnd glnhnl deJ sistemn tributário en que 
alienta la aspiración a laTedistribución de la renta“ (doctrina que se reitera en 
posteriores sentencias: SsTC 8/1986, 19/1987, 45/1989, 76/1990, 150/1990).
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Y de ahí se deriva recesariamente un lugar privilegiado, dentro dei siste­
ma tributário, para los impuestos, pues resulta comúnmente admitido que 
esa función redistributiva que ineludiblemente compete al Estado social no 
puede realizarse (más que de manera muy imperfecta) a través de figuras 
articuladas sobre la idea de equivalência, por lo que inevitablemente se 
requiere de un sistema de impuestos (guiados por la capacidad económica) 
y transferencias255.

La afirmación de que las figuras basadas en la idea de equivalência no 
sirven a las funciones redistributivas, no obstante, requiere algunas mati- 
zaciones. Por un lado, sabemos ya que en ocasiones puede ser menos regre- 
sivo (y, por tanto, un obstáculo menor desde la perspectiva de la función 
redistributiva dei sistema financiero en su conjunto) financiar determina­
dos gastos públicos con cargo a los sujetos que los han provocado y se han 
beneficiado de ellos, que hacerlo con cargo a impuestos generales, sobre 
todo si estos últimos no son progresivos. Y, por otro, se debe hacer notar 
nuevamente que los tributos causales, aunque orientados por el principio 
de equivalência, no tienen porquê cenirse a éste de manera absoluta, sien- 
do no sólo admisible sino también debido constitucionalmente (al menos 
en nuestro sistema: art.31.1 CE) una cierta graduación dei gravamen en 
función de critérios de capacidad económica. Como consecuencia, se 
podria llegar a producir un cierto efecto redistributivo -como se verá más 
adelante-, pero de alcance restringido al circulo de obligados a satisfacer 
tales gravámenes.

255.Y dentro de los impuestos, el protagonismo principal corresponde a los impues­
tos generates y personales, paradigmáticamente los que somelen a gravamen 
la renta de las personas físicas. En palabras dei Tribunal Constitucional: "no es 
pos/b/e desconocer que es a través de este impuesto [el IRPF) como se realiza la 
personalización dei reparto de la carga fiscal en el sistema tributário según los 
critérios de capacidad económica, igualdad y progresividad, lo que lo convierte 
en una figura impositiva primordial para conseguir que nuestro sistema tributá­
rio cumpla los principias de justicia tributaria que impone el art. 311 CE (Sen­
tencia 182/1997, de 28 de octubre, FJ. 9C). Es innegable que el Impuesto sobrelo 
Renta de las Personas Fisicas, por su carácter general y personal, y de figura 
central de la imposición directa, constituye una de las piezas básicas de nuestro 
sistema tributário. Se trata, indudablemente, de un tributo en el que el principio 
de capacidad económica y su correlato, el de igualdad y progresividad tributa­
rias, encuentran una mós cabal proyección, de manera que es, tal vez, el instru­
mento más idóneo paro olcanzar los objetivos de redistribueión de la renta 
(art. 131.1 CE) y de solidaridad (art. 138.1 CE) que la Constitución espanola pro­
pugna y que dotan de contenido al Estado social y democrático de Dereeho 
(art. 1.1 CEHSSTC 19/1987, de 17 de febrero, FJ.4°; 182/1997, de 28 de octubre, 
FJ. 9 j". El párrafo trascrito lo tomo de la STC 46/2000, de 17 de febrero, FJ. 61.
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Es cierto, de otra parte, que las funciones redistributivas dei Estado 
social se cumplen en buena medida a través de los sistemas de seguridad 
social. Y se puede admitir que la funeión que cumplen esos sistemas -como 
apuntaba Grossekettler—  podria llevarse a cabo, al menos parcialmente, a 
través de un sistema de seguros privados de carácter obligatorio. Pero este 
mismo autor reconocia que este sistema dejaria fuera determinadas presta- 
ciones de marcado carácter redistributivo, que se separarian de las bases de 
cálculo con técnicas actuariales, y que requeririan de un sistema de 
impuestos y transferencias. En este sentido, por ejemplo, senala Albi, refi- 
riéndose a las prestaciones sanitarias, que un sistema de seguro obligatorio 
podria ser suficiente para solventar el fallo de mercado que se produce en 
ese âmbito prestacional (problemas de seleceión adversa), pero indica a 
continuación que, sin embargo, el sistema sanitario público, con Financia - 
don impositiva, es preferible, entre otras razones, porque soluciona el pro­
blema distributivo de quienes, por su nivel de renta, no puedan pagar las 
primas, o la dificultad de quien, a causa de un estado de salud precário y 
fácilmente détectable, se enfrenta a primas muy altas, o incluso a que nadie 
esté dispuesto a asegurarle256 257.

Si observamos el modelo vigente actualmente en nuestro pais, se advier- 
te que es un sistema mixto, que conjuga prestaciones contributives, que se 
financian con cargo a las cotizaciones sociales, y prestaciones no contri- 
butivas, que se financian con cargo a los presupuestos generales el Estado 
(o de las CCAA competentes)25''. Las cotizaciones sociales son indudable- 
mente prestaciones patrimoniales de carácter público, en el sentido que a 
esa expresión ha dado el TC desde su Sentencia 185/1995, y la mayoria de

256. Albi. Público y privado..., p. 129.

257. Cfr. art.86 dei TR de la Ley General de la Seguridad Social (RD legislativo 1/1994. 
de 20 de junio). Entre las prestaciones no contributivas, como ya se ha senalado, 
se encuentran las sanitarias, que según lo dispuesto en el apartado 2" de ese pre- 
cepto, asi como en el art. 82 de la Ley General de Sanidad, en la redacción dada 
a ambos por la Ley 21/2001, de 27 de diciembre) no se financian mediante coti­
zaciones, sino mediante aportaciones dei Estado al Presupuesto de la Seguridad 
Social o, en caso de haberse transferido tales servicios a las CCAA (lo que afec- 
ta ya a todas las CCAA), conforme al sistema de financiación autonômica vigen­
te en cada momento. Conviene recordar, en todo caso, que todavia en la Ley de 
presupuestos generales dei Estado para 1998 (art. 11.1 Ley 65/1997), se estable- 
cia que estas prestaciones sanitarias se financiasen en parte — aunque relativa­
mente poco importante: 103.000.000 miles de pesetas, frente a 3.595.642.131 
miles de pesetas- con cargo a cotizaciones sociales. En las leyes de presupues­
tos subsiguientes, desaparece ya esa prescripción, y la financiación es exclusiva 
a través de dotaciones finalistas en los PGE (art. 12.1 Ley 49/1998, de 30 de 
diciembre, de PGE para 1999; art. 12.1 Ley 13/2000, de 28 de diciembre,
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la doctrina no duda en calificarlas de tributos, predominando la idea de 
que, desde un punto de vista jurídico, se trata de impuestos, por no encon- 
trarse vinculado su hecho imponible a una actividad concreta de la 
Administraeión258. Desde la perspectiva adoptada en este trabajo, lo que 
interesa no es tanto la calificación jurídico formal como impuesto o tasa, 
sino si la prestación se orienta de acuerdo con critérios de equivalência o 
de capacidad económica o, en su caso, de acuerdo con algún otro critério 
de justicia en el reparto de las cargas públicas. En la doctrina tributarista 
se viene apuntando que el critério de reparto es la capacidad económica, 
que se pondría de manifiesto en las bases de cotización,. apoyadas funda­
mentalmente en los salarios, esto es, en un indicador de renta, tesis que se 
predica no sólo para las cotizaciones de los trabajadores, sino lambién para 
las de los empresários2*9. Pero lo cierto es que se tiende a una correlación

de PGE para 2001). Todavia en el art. 12.1 Ley 23/2001, de 27 de diciembre, de 
PGE para 2002 se prevén esas mismas dotaciones finalistas, que se supone 
deberán desaparecer en el futuro como consecuencta de la transferencia gene­
ralizada a las CCAA de la gestion de estos servidos.

258. Esta es la tesis que ya sostuvo Fernando ViCENTE-AfiCHE Domingo, "En torno a la 
naturaleza juríd ico-tributaria de las cuotas de seguridad social'’, RDFHP, núm. 
44, pp. 1235 ss. (pp. 1254,1255). El autor dice que la figura es, materialmente 
un impuesto, pero en realidad se apoya para ello en un dato jurídico formal: 
que su presupucsto de hecho no incluye referencia a una concreta actividad 
administrativa. En realidad, lo que quiere destacar el autor es que, con inde­
pendência de la cuestión formal de la fiscalidad o parafiscalidad (afectadón) 
la contribución es juridicamente un impuesto. Sobre la calificación como tr i­
buto, vid. también. Maria José Fernàndez Pavés, Las cotizaciones a la seguridad 
social. Anàlisis jurídico tributário, Marcial Pons, Madrid 1996, pp. 21-39.

259. Asi, Luis Mateo Rodriguez, Lo tributación parafiscal, León 1978, pp. 250 ss.; A. 
Tapi a Hermida, "Cuestiones fundamentales de la cotización a la Seguridad 
Social", Estúdios financieros, núm. 89 (1990), pp. 68 ss; Fernàndez Pavés, ias 
cotizaciones..., pp. 42-45, o Juan Antonio Martinez Azuar, Régimen fiscal de las 
cotizaciones o la Seguridad Social, Edersa, Madrid 1997, pp. 157 o 540.

Los autores citados salen al paso de la objeción planteada por Efrén Borrajo 
Dacruz f“EI contenido de la relación jurídica de seguro social", publicado en dos 
partes, en la Revisto de Derecho mercantil, núms. 76 y 77 (ambos de 1960), en 
las páginas 84 y 85 dei número 77], quien ponia en duda que las cuotas patro­
nales se ajustasen a la capacidad económica dei sujeto sometido a gravamen. Y 
por ello. junto con otras razones (que no grava a todos los ciudadanos, sino sólo 
a una parte de ellos, y la afectación de sus ingresos a un destino específico) 
negaba que se pudiera otorgar a dichas cuotas la calificación de impuestos. 
Frente a esto, se alega que la cotización empresarial se fija en base al montan­
te total de salarios de la empresa, lo que supone un indice de su volumen de 
operaciones, similar al de un impuesto indirecto sobre el volumen de ventas
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estrecha entre las cotizaciones satisfechas y las prestaciones a que poste­
riormente se tiene derecho260, lo que ha llevado a algunos autores a soste- 
ner que dichas cotizaciones responden en alguna medida al principio dei 
beneficio261. Ahora bien, esas cotizaciones resultan insuficientes para la 
cobertura dei conjunto de prestaciones de la Seguridad, lo que hace inevi­
table recurrir a la financiación mediante el presupuesto general dei Estado 
o de las Comunidades Autónomas, para cubrir aquellas prestaciones ca I if i- 
cadas como no contributivas262.

En definitiva, no se puede negar que también a través de figuras que 
integran la idea de equivalência (bien primas de seguros privados, bien 
mediante primas o cotizaciones en seguros públicos, articuladas con arre­
glo a critérios análogos) pueden asegurarse determinados objetivos redis- 
tributivos, vinculados a la cobertura de determinados riesgos, sobre bases 
actuariales de cálculo. Pero un modelo regido estrictamente por esa idea 
sólo seria redistributivo en el sentido apuntado por Grossekettler (todo sis­
tema de seguro redistribuye recursos), pero no resultaria útil para articular 
esa otra redistribución que reclama el Estado social, dirigida a disminución 
de las desigualdades de renta y riqueza o a garantizar a los ciudadanos una 
serie de prestaciones básicas con independencia de su capacidad de gasto. 
Dejaria fuera, por tanto, aquellas necesidades redistríbutivas, requeridas 
por el valor supremo de la dignidad de la persona y por la idea de solidari-
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(Mateo Rodríguez, Lo tributación parafiscal, p. 258; en sentido análogo, Tapia 
Hermida, "Cuestiones fundamentales...", pp. 70,71; Fernández Pavês, Las cotiza­
ciones.... pp. 42, 43). La idea, en definitiva, es que las cotizaciones empresaria- 
les se encuentra asociadas a un índice, al menos indirecto, de la capacidad 
económica de la empresa, representado por la produetividad de un factor de 
producción (el trabajo), relacionado con su retribución, que es la que sirve de 
base al cálculo de esa cuota.

260. Lo destaca, por ejemplo, Ángel URQIPZU CavallÉ, Las cotizaciones o lo Seguridad 
Social, Marcial Pons, Madrid 1997, p. 274, quien en este sentido afirma que con 
el lo se limitan sus efectos red i stri bu ti vos.

261. Emilio Al BI et al.. Teoria de la Hacienda pública. 2 ‘ ed., Ariel, Barcelona 1994, p. 
315. Esta afirmación ya no es tan sencillo extenderla a las cotizaciones empre- 
sariales, salvo de manea indirecta, si se parte de que esas cotizaciones se 
soportan efectivamente (en sentido económico) por los trabajadores, que de no 
existir tales cotizaciones podrian obtener una retribución mayor. Hipótesis muy 
común entre los economistas (cfr. Calonge/M anresa, Incidência fiscal y dei 
gasto público social.... p. 231, o Albi, Público y privado, p. 189).

262. El fenómeno descrito ha sido común a otros países de nuestro entorno, que 
también se han visto abocados a sistemas mixtos. Cfr. Alfonso Barrada Rodri- 
GUEZ/Bernardo GONZALO González, La financiación de la protección social en 
Espano. A propósito dei pacto de Toledo, CES, Madrid 1997,p. 131.

1 4 1



ü i  f jn c ió '1  tíei Tm íh jI-j en r i  ts la d f ' S o L ia ' y D e n ic c rã ^ c o  de D f r c r lo

dad que impregna al Estado social, que requieren que ese sistema se com­
plemente con elementos de marcado carácter impositivo, si no directa- 
mente por impuestos, guiados por la idea de la contribución según la capa- 
cidad económica263.

3. Todo esto no hace sino confirmar la afirmación hecha más atrás, según 
la cual nuestra Constitución, en su articulo 31.1, interpretado en su con­
texto (la llamada "Constitución económica"), toma partido en la cuestión 
que nos ocupa, optando por dar preferencia al principio de capacidad eco­
nómica frente al dei beneficio como critério para el reparto de las cargas 
públicas. Y que esa opción responde a una determinada concepción, de 
profundo carácter ideológico, sobre la función redistributiva y de procura 
existencial que compete al Estado, en su condición de Estado social, asi 
como a la idea, derivada de lo anterior, de que existen determinados gas­
tos públicos que no deben ser soportados individualmente por los destina­
tários de los bienes y servicios de los que se derivan tales gastos, sino que 
deben asumirse colectivamente.

Eso si, esa opción constitucional no agota en absoluto la cuestión, sino 
que al legislador le queda un amplio margen de configuración, dentro dei 
cual le corresponde la decisión política sobre si se quiere individualizar o, 
por el contrario, socializar el coste de determinados bienes o servicios

263.No deja de resultar ilustrativo, en este punto, haeer referencias a algunas con- 
cepciones de filosofia política que conciben el impuesto como una suerte de 
prima de seguro, sobre la base de la idea de que el sistema impositivo no sólo 
debe facilita r los ingresos necesarios para la provisión de aquellos bienes 
públicos básicos, que serian admitidos incluso por las concepciones IiberaIes 
más radicales, sino también para asegurar a los indivíduos frente a ciertos ries- 
gos respecto de los que no cabe esperar cobertura por el mercado. La tesis se 
debe a autores como Dworkin , que enlaza en este punto con las líneas dei pen- 
samiento liberal de otros filósofos como Rawls, Ackerman o Nagel. La acoge, 
recientemente, Agustin José M enÉndez, Justlfying taxes. Some elements For a 
general theory o f democratie tax law. kluwer Academic Publishers, Dordrecht- 
Boston-Londres, 2001, pp. 176 ss. Como explica este último autor, la tesis se ha 
visto con suspicacia por algunos autores, como Ackerman y Alstott, probable- 
mente porque partian de la idea de que toda prima de seguro se calcula nece- 
5ariamente con critérios eonmútativos. M enÉndez, por contra, adopta una con­
cepción dei seguro en términos amplios, que permite incluir los sistemas de 
seguros públicos, que se distinguirian de los privados en que no se busca la 
obtención de ganancias y en que los critérios de cálculo no responden exacta 
o exclusivamente a parâmetros de justicia conmutativa, sino que deben incor­
porar también otros que responden a la idea de juslicia redistributiva para el 
cálculo de las cuotas. Esa forma de entender lo que es un seguro lo hace más 
acorde para servir como modelo para explicar el impuesto.
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públicos26-1. Para su adopción cabe dar entrada a los argumentos analizados 
en las páginas anteriores, argumentos de diverso orden (económicos, socia- 
les), pero de indudable trascendencia jurídico constitucional. Por un lado, 
los que apoyan la financiación por medio de prestaciones causales. Por 
otro, los que reclaman la socialización de esos costes. Para adoptar esa 
decisión, pues, el legislador habrá de ponderar, a la vista de las circuns­
tancias dei caso (los concretos servicios públicos), las razones y argumen­
tos en favor de la individualización y de la socialización, optando por ague- 
Ila solución que permita un adecuado equilíbrio entre unos y otros, tal y 
como exige el principio de proporcionalidad, lo que deja cabida, logica­
mente, a fórmulas mixtas de financiación, en las que una parte dei servi­
do se costee individualmente por los destinatários directos de los servicios, 
y otra parte con cargo al presupuesto general.

Para el caso de que se opte por la individualización, el problema radica 
en evitar que tal forma de financiación termine constituyendo una limita- 
ción de acceso a tales bienes y servicios públicos a quienes carecen de 
capacidad de pago, lo que iria en contra de las razones mismas que justi­
fica n el carácter público de la actividad264 265. Una posible fórmula es el esca- 
lonamiento dei gravamen, Negando incluso hasta la exención total, en 
función de la capacidad económica. Pero presenta problemas. Por un lado, 
si el escalonamiento de la tasa se lleva a cabo sin renunciar a cubrir todo 
el coste dei servicio mediante esas prestaciones, resultará que algunos 
usuários satisfarán no sólo el coste que les es imputable individualmente, 
sino también el que corresponde a aquellos carentes de capacidad de 
pago. Esto chocaria con el principio de equivalência; pero sobre todo, 
supondria (economicamente al menos) una especie de impuesto encubier- 
to poco deseable, según se ha indicado más atrás. Supondria, además, un 
fraccionamiento dei âmbito de acción dei principio de solidaridad, que 
pasaria a actuar, no en el âmbito dei conjunto de la sociedad, sino en los 
reducidos círculos de quienes comparten determinados problemas o se 
encuentran en situaciones similares que hacen necesaria una actividad 
administrativa. Parece, por el lo, preferible que el escalonamiento sólo 
opere para disminuir el gravamen, y que el coste no cubierto (directa o 
idealmente) mediante las tasas sea una carga general de la comunidad. 
Otro problema que plantea, obviamente, es la pérdida de efectividad dei

264. En sentido muy parecido se manifestaba hace casi medio siglo Eduardo García 
de Enterría, "Sobre la naturaleza de las tasas y las tarifas de los servicios públi­
cos", RAP, núm. 12 (1953). También en sentido análogo, LOZANO SERRANO, "La 
financiación de servicios públicos mediante tasas: cuestiones", p. 296.

265. En la linea de lo senalado por Birk/Eckhof, "Staatsfinanzierung...", p. 65.
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principio de equivalência, tanto más intensa cuanto mayor sea el escalo- 
namiento. Pero quizá la mayor dificultad sea justamente la de articular 
ese escalonamiento en atención a la capacidad económica sin graves pro­
blemas de gestion de esos tributos266. La solución alternativa propuesta 
por Grossekettler (que los subsidios incluyan el coste de los tributos cau­
sales) no parece mala, aunque présenta algunos inconvenientes de impor­
tância respecto de determinado tipo de bienes públicos, como ya se ha 
destacado más atrás al comentar su tesis. Para determinados âmbitos, 
como la educación superior, se han plantado otro tipo de soluciones, como 
la que el Estado otorgue o garantice créditos que sólo deberian ser devuel- 
tos por los estudiantes para el caso de que sus ingresos lleguen a alcan- 
zar cuantias superiores a la media26'.

4. Lo que, a mi juicio, se debe observar con muchas reservas es la ten­
dência a que el mecanismo de financiación causal se convierta en el ins­
trumento exclusivo (o casi) para determinar las preferencias de los ciuda- 
danos, con vistas a determinar los servicios que efectivamente presta la 
comunidad. Es indudable que la exacción de una prestación para poder 
accéder a un bien o servicio público, al tiempo que fuerza al ciudadano a 
comparar costes y ventajas, permite detectar mejor que otras formas de 
financiación (en las que el coste no se traslada directamente al beneficiá­
rio) las preferencias individuales de los usuários de los servicios y bienes 
públicos. Y no podrá negarse que esta información es de gran utilidad para 
decidir qué servicios provee la comunidad, sobre todo si se admite, como 
parece lógico, que en línea de principio la provision de bienes y servicios 
públicos debe intentar ajustarse a las preferencias individuales de los ciu- 
dadanos. Lo que resulta discutible es: a) que ese mecanismo sirva para 
revelar todas las preferencias individuales relevantes sobre cuolesquiera 
servicios o bienes públicos, y b) que las preferencias individuales, manifes­
tadas a través de ese instrumento, deban ser el único critério para adoptar 
esas decisiones sobre cuolesquiera bienes y servicios públicos.

266.Sacksofsky ("Staatsfinanzierung...", p. 193) da un ejemplo, respecto a las tasas 
de los jardines de infancia en la ciudad de Francfort dei Meno. donde la fijación 
de la cuantia tarda entre 6 y 9 meses. La solución de tomar como referente la 
autoliquidación dei IRPF tampoco parece libre de problemas, pues déjà grandes 
espacios al fraude, como se ha mostrado en algunos âmbitos, pues siempre se 
puede présentai una autoliquidación con rentas inferiores a las reales, a estos 
efectos, y completaria más adelante con una declaración complementaria.

267.La propuesta es de Hansjürgens, según indica Sacksofsky. ''Staatsfinanzie­
rung...", p. 193.
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Las dos objeciones se encuentrar estrechamente relacionadas. La prime­
ra ya se ha desarrollado más atrás. Los tributos causales no permiten reve­
lar las preferencias de los ciudadanos sobre determinados servidos socia­
les (que se prestan a otros ciudadanos), o servicios deficitários que sin 
embargo aquellos desean mantener; bienes públicos, en definitiva, a través 
de los cuales no se persiguen exclusivamente fines de asignación, sino 
también redistributivos. Para determinar la provision de esos bienes, no 
sólo es preciso conocer las preferencias de los destinatários directos de 
aquéllos (lo que parece posible si se establecen de transferencias monetá­
rias, y se exige contraprestación para las prestaciones de servicios en espe- 
cie), sino también las de aquellos Mamados a contribuir para que se pro- 
duzca esa redistribución (ya sea en metálico o especie).

La segunda también ha sido ya aludida, y se encuentra en estrecha rela- 
ción con lo anterior: hay determinados bienes o servicios públicos, o deter­
minados objetivos de política económica o social, respecto de los cuales 
puede estar justificado interferir en el orden de preferencias individuales, 
sacrificar la "soberania dei consumidor” de bienes y servicios públicos, sien- 
do el ejemplo más claro el de aquellos bienes esenciales desde la perspecti­
va de la dignidad de la persona, respecto de los cuales aquella interferencia 
se justifica por la necesidad de garantizar un nivel mínimo de prestación de 
tales bienes o servicios a cualesquiera miembros de la comunidad, por exi­
gências que, además, pueden resultar indisponibles incluso para la mayoria 
democrática, por haber sido garantizadas constitucionalmente.

En este punto estoy básicamente de acuerdo con Birk y Eckhof. Si el mer­
cado fuese un mecanismo ordenador superior en todo caso frente al proce- 
so democrático, lo adecuado seria dejar siempre al mercado la provision de 
bienes y servicios. Lo que sucede es que, en ocasiones, el interés general 
(cuya concreción corresponde a las instituciones representativas, a la luz de 
la cláusula de Estado social y democrático de Derecho) puede exigir que 
determinadas necesidades se provean por los entes públicos. Lo cual impli­
ca que la lógica dei mercado no parece adecuada (al menos en su totalidad) 
para garantizar ese interés general. Por ello, no parece congruente preten­
der que la decision sobre los bienes y servicios que se prestan por los entes 
públicos se articule, siempre y en todo caso, segùn réglas o mecanismos 
construídos a imagen y semejanza dei mercado (equivalência).

El problema (como afirman estos autores) radica en que, al colocar el 
principio de equivalência como critério fundamental para determinar la 
provision de bienes o servicios públicos, se pretende trasladar a ese âmbi­
to la lógica dei mercado, de tal suerte que no seria ya el Parlamento, sino 
los financiadores concretos dei Estado, los que determinarían la extension
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L y modo de cumplimiento de las tareas estatales. Pero esto choca con las 
I exigências dei principio democrático, en cuyo seno los ciudadanos deciden 
I a través de su derecho igual al voto, no mediante su desigual poder adqui- 
I sitivo. El principio democrático requiere que el Parlamento (el legislador 
1 presupuestario) pueda decidir con cierta libertad sobre las prioridades de 
'  su actuación. Y es la finaneiación mediante impuestos la que permite esa 

libertad, pues el impuesto pone a disposición dei legislador los médios eco­
nómicos necesarios con independencia de argumentos de oferta y deman­
da, o de otros relativos a la causación de costes o la obtención de benefí­
cios. De esta forma, el Estado puede actuar con independencia de los con­
cretos pagadores dei impuesto, lo que le permite asegurar la racionalidad 
(desde la perspectiva de la adecuación a las exigências dei interés general, 
definido a partir de la idea de Estado Social de Derecho) de las decisiones 
políticas acerca de las necesidades colectivas.

Esa libertad, obviamente, no es para decidir de manera caprichosa o arbi­
traria, sino para ajustar la provisión de esos bienes y servicios a las exi­
gências dei interés común. Interés común que no tiene por qué interpre- 
tarse necesariamente, al menos en todo caso, como algo externo a las pro- 
pias preferencias individuales (entendidas en sentido amplio, inclusivas de 
aquellas que hacen referencia a servicios sociales, etc.), sino que más bien 
debe construirse a partir de la integración de esas preferencias, a través de 
los procesos políticos correspondientes268. Todo ello sin perjuicio de que 
algunos elementos puedan resultar incluso indisponibles para la mayoría, 
por decisión constitucional.

268.Es pertinente, en este momento, traer la objeción que formula Buchanan con­
tra la teoria de Musgrave sobre la justicia fiscal, a la que acusa de incurrir en 
paradoja, por cuanto, por un lado. acoge el critério de las elecciones indivi­
duales para guiar las funciones de asignación de recursos por parte de la 
Hacienda pública, mientras que para las de distribución se remite a una esca­
la de valoración externa. De manera que se reconocen dos objetivos, eficiência 
y equidad, que no sólo son distintos entre si y conflictivos, sino tambíén dife­
rentes filosoficamente, derivándose en última instancia de conjuntos de valo­
res totalmente diferentes. La critica se extiende, en general, a todas aquellas 
teorias que reconocen el objetivo redistributivo y asumen que respecto de éste 
son relevantes critérios de justicia, de equidad. A cambio, propone recurrir, 
como critério exclusivo, a las preferencias individuales, de tal suerte que efi­
ciência y justicia tienden a coincidir, pues tanto lo justo como lo eficiente no 
son otra cosa que lo que se ajusta a tales preferencias (Lo Hacienda pública en 
un proceso democrático..., p. 251, 252 y, sobre todo, 329).

No coincido, sin embargo, con el sentido de tales criticas. La toma en consideración 
de critérios de justicia tales como igualdad, u otros, no signdica necesariamente
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Frente a este argumento se ha opuesto, fundamentalmente por los 
hacendistas, que resulta más que dudoso que esa libertad dei legislador 
presupuestarlo se traduzea, en la práetiea, en una mejor realización dei 
interés general, y que más bien responde a la persecución de ventajas por 
parte de grupos de interés organizados269. La objeción es seria, y tiene 
mucho que ver con la extrema difieultad que tiene la determinación dei 
interés general, que abre la posibilidad a esos diferentes grupos para colo­
car en ese lugar a sus propios intereses, pero no puede llevar a renunciar 
al Parlamento como órgano decisorio dei Estado democrático270.

que tales critérios se impongan como algo opuesto a las preferencias indiví­
dua les, desde el momento en que tales critérios de justicia contribuyen a con­
figurar esas preferencias ind iv iduals . Porque, en efecto, esas preferencias 
individuals, al menos cuando se trata de determinados bienes públicos, no 
responden exclusivamente al interés propio ajustado al modelo del homo oeco- 
nomicus, que es típico dei consumidor de bienes en el mercado, sino que se 
construyen también a través de otro tipo de razones que se encuentran vincu­
ladas a critérios de justicia, solidaridad, etc. De lo que se separa la teoria de 
Musgrave, y de lo que se quiere separar también este trabajo, es de ese crité­
rio del homo oeconomicus como critério metodológico exclusivo para entender 
las preferencias de los ciudadanos con vistas a la determinación y, también, a 
la forma de financiar los distintos bienes o servicios públicos. Porque, al menos 
para de el los, ese esquema resulta claramente inconveniente ( 0  claramente 
insuficiente), y entonces es necesario recurrir a otros instrumentos para inten­
tar adecuar la provision de esos bienes a las preferencias individuals relevan­
tes (que no son sólo las del potencial consumidor, sino las del conjunto de los 
ciudadanos), y es preciso además localizar un critério para el reparto dei coste. 
Y tanto para lo primero como para lo segundo resulta inevitable tener en con- 
sideración critérios de justicia, esos que Buchanan considera “externos'', que 
lógicamente han de ser aquellos que impregnan la conciencia social de cada 
comunidad. Sobre las limitaciones del critério del homo oeconomicus en la teo­
ria de la “ Public choice", con una perspectiva más amplia (sobre las motivacio- 
nes y utilidades de los indivíduos en general en los procesos políticos), vid. por 
ejemplo, el Estúdio introduetorio de José Casas Pardo a J.M. Buchanan/R.E. 
McCormick/R.D. Toilison, El onàlisis económico de lo politico. Lecturas sobre la 
teoria de la elección pública, IEF, Madrid 1984, pp. 79-84,

269. Esta objeción se ha desarrollado fundamentalmente por una serie de autores 
que se han acercado al problema a través de un análisis dei funcionamiento 
real de los sistemas politicos democráticos, entre los que se encuentran los 
representantes de la "Public choice" (vid. notas al pie núm. 12 y 18). y se 
encuentra muy presente en el trabajo de GrosseketleR. También hace referen­
cia a el la Sacksofsky, “Staatsfinanzierung...", p. 195. Esta autora se remite al 
ejemplo de las subvenciones, promocionadas por un determinado partido, y que 
después resulta practicamente imposible derogar.

270. En el mismo sentido, Sacksofsky, "Staatsfinanzierung...", p. 195.
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En definitiva, la determinación de la provisión de los servicios públicos, asi 
como la forma de su financiación es siempre resultado de un proceso polí­
tico que deberia tender, en una sociedad democrática, a la integración de 
las preferencias (en sentido amplio) de los ciudadanos. El principio de equi­
valência o, dicho de otra forma, la elección de tributos causales basados en 
ese critérios tiene la ventaja de que ofrece a las instituciones políticas una 
información bastante perfecta de las preferencias de los ciudadanos, en 
cuanto consumidores directos de determinados bienes o servicios públicos. 
Pero existen otras razones que pueden y deben tenerse en cuenta, aparte de 
esas preferencias de los consumidores de bienes públicos, en el proceso 
político de determinación de qué bienes públicos se proveen y como se 
financian, razones que también integran las preferencias de los miembros 
de la comunidad, y que tienen que ver con valores tales como la solidaridad 
o la justicia social, piezas claves de nuestro sistema constitucional.

5. Para concluir, se debe recordar que el problema de la revelación de las 
preferencias no es el único problema serio a que se enfrenta la opción por 
un sistema impositivo como núcleo central de la financiación pública. El 
otro, más grave si cabe y en buena medida relacionado con el anterior, 
tiene que ver con la exigencia de que ese sistema impositivo sea justo, lo 
que más allá de su diseno estructural requiere esencialmente de una eficaz 
aplicación práctica, y que se perciba como tal por los contribuyentes. 
Porque lo cierto es que la percepción que se tiene de la justicia dei siste­
ma se encuentra seriamente afectada, por razones muy diversas, entre las 
cuales destacaria la conciencia que en la sociedad se tiene de las inmen- 
sas posibilidades que se abren a fraude y a la elusión fiscal para determi­
nados sectores de rentas, que corresponden generalmente a los sujetos 
dotados de mayores recursos económicos, posibilidades que se han acre- 
centado como consecuencia de los procesos de libertad de circulación de 
capitales. 0 el tratamiento diferenciado que, por esa misma razón, se viene 
otorgando a determinadas fuentes de renta. 0 la infinidad de medidas tr i­
butarias de carácter intervencionista que sin ninguna sistemática inundan 
nuestro ordenamiento fiscal. Instaurar ese sistema impositivo justo no sólo 
en su diseno sino en su aplicación práctica debe ser, pues, el objetivo cen­
tral de todos cuantos son responsables de la financiación pública. Y no se 
debe olvidar que sólo un sistema que se percibe como justo recibe la acep- 
tación que es precisa para su eficaz aplicación.
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